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Introducción 

 

En las últimas tres décadas se ha venido gestando lo que puede ser llamado derecho 

internacional de los pueblos indígenas como una nueva rama del derecho internacional 

público, situación que ha tenido lugar en el seno de la Organización las Naciones Unidas y 

sus diferentes organismos que han servido de plataforma para la lucha y reivindicaciones de 

los pueblos indígenas quienes se han postulado como nuevos actores en el escenario 

político internacional, al poner de manifiesto sus demandas insatisfechas a lo interno de los 

Estados. 

 

Esta dinámica ha sido impulsada fundamentalmente por los movimientos indígenas de 

Latinoamérica, que se fortalecieron desde la víspera de la conmemoración de los quinientos 

años. Para la década de los años 90, estos movimientos reinterpretaron su propia historia, 

dejando de ser entes pasivos al declararse actores beligerantes para lograr una relación más 

justa entre los Estados y los Pueblos Indígenas.  

 

El premio Nobel de la Paz otorgado a Rigoberta Menchú Tum, vino a ser una respuesta 

positiva de la comunidad internacional a esa lucha incipiente. En el premio está intrínseco 

el respaldo a los reclamos de inclusión y equidad. Los nuevos planteamientos tanto al 

interior de los Estados, como a nivel internacional tomaron otra perspectiva, para dejar de 

ser simples reivindicaciones culturales y convertirse en acciones políticas que pusieron en 

el debate los derechos indígenas, la igualdad, la dignidad, la interculturalidad y la necesidad 

de impulsar el pluralismo en el Estado. 

 

Varios han sido los instrumentos internacionales en materia de derechos de los pueblos 

indígenas aprobados y ratificados por los Estados que han buscado satisfacer las demandas 

de equidad y justicia social para dichos pueblos, entre estos está el Convenio 169 sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT) ,que sustituyó el Convenio 107 sobre poblaciones indígenas y tribales, justo 

este nuevo instrumento recoge una nueva perspectiva ideológica, lo que se puede advertir 
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desde su título. No es lo mismo referirse a poblaciones indígenas que a pueblos indígenas. 

El Convenio 169 de la OIT viene a ser ya una consecuencia de la incidencia de los 

movimientos indígenas latinoamericanos, en alianza con sectores progresistas de la 

comunidad internacional. 

 

Desde 1985, coincidiendo con la gestación del Convenio 169, se iniciaron las 

conversaciones  entre expertos, intelectuales, docentes universitarios, investigadores y 

líderes del movimiento indígena para plantear el proyecto de Declaración de los derechos 

de los pueblos indígenas al seno de Naciones Unidas. Después de un largo camino, entre 

conversaciones y acercamientos, finalmente fue aprobada en septiembre de 2007 la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (la 

Declaración), que es hasta ahora el último logro alcanzado por los pueblos indígenas del 

mundo.  Este último instrumento es considerado como el máximo logro de derecho 

internacional en la materia, aprobado por los Estados que se comprometieron a adoptar 

medidas apropiadas para alcanzar los fines de dicha Declaración, en consulta y cooperación 

con los pueblos indígenas, tal y como lo dicta en su artículo 38.  

 

Al no haber cambios trascendentales en las condiciones de los pueblos indígenas, tras la 

aprobación de estos y otros instrumentos, todas esas demandas insatisfechas se siguen 

manteniendo en todos los foros nacionales e internacionales, a través de líderes y 

movimientos organizados.   

 

Después de diez años de aprobada la Declaración, la tendencia internacional es demandar la 

búsqueda de la construcción de un Estado plural y la promoción de una sociedad 

intercultural en la que exista el pleno reconocimiento y respeto a la diversidad cultural en 

respuesta a paradigmas de la globalización que han buscado unificar culturas ignorando sus 

diferencias.  

 

En el caso del Estado guatemalteco, es evidente la falta de medidas apropiadas para 

alcanzar la implementación de las normas en materia de derechos de los pueblos indígenas 
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aprobadas en los instrumentos internacionales, específicamente, las contenidas en la 

Declaración.  La ausencia de políticas públicas y de reformas legislativas, administrativas y 

financieras con pertinencia cultural e incluyentes, imposibilitan disminuir la vulnerabilidad 

e inequidad hacia los pueblos indígenas, esto se refleja en los índices de desarrollo humano, 

en los cuales se observa una brecha de desigualdad en todos los ámbitos de la vida 

cotidiana.  La pobreza, el empleo mal remunerado, el bajo nivel de escolaridad, la falta de 

acceso a los servicios de salud, la precariedad de la vivienda y otros indicadores más, 

revelan que los más desfavorecidos en el país, son los indígenas y mayormente las mujeres 

indígenas.  

 

Por lo antes señalado, se consideró pertinente realizar la investigación de tesis de 

licenciatura bajo el tema “Derechos de los Pueblos Indígenas y Estado Plural en el 

Contexto de la Declaración de las Naciones Unidas: Necesidad de una Política Pública para 

su Implementación”. Se tomó como base el estudio de la Declaración y dos iniciativas 

relacionadas con la materia, adoptadas por el Estado de Guatemala específicamente por el 

gobierno de Otto Fernando Pérez Molina, siendo estas: el Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad (Gabinete Indígena) y la propuesta de Política Nacional de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad (Política de Pueblos Indígenas), misma que fue elaborada por 

el Gabinete Indígena y que pasado el tiempo aún sigue pendiente de aprobación.   

 

Como resultado de dicha investigación se presenta este documento, mismo que ha sido 

organizado en cuatro capítulos, siguiendo los lineamientos de la Escuela de Ciencias 

Políticas. El primer capítulo, incluye los aspectos teóricos y metodológicos aplicados en la 

investigación, donde se menciona la justificación, el planteamiento del problema, 

fundamentación teórica, unidades de análisis, objetivo general y específicos y los métodos 

y técnicas documentales que se utilizaron.   

 

Así como, el abordaje teórico necesario para su fundamentación, con definiciones como el 

derecho internacional de los pueblos indígenas, sus derechos colectivos, la diplomacia 

indígena como una herramienta en el escenario internacional.  Por último, se menciona el 
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paradigma de la diversidad cultural y la interculturalidad, como base principal que sustenta 

esta investigación. 

 

A continuación, en la segunda parte se describen los antecedentes del tema en cuanto al 

desarrollo investigativo indicando entre las principales y más cercanas investigaciones y 

estudios que lo han abordado.  Asimismo, algunos de los antecedentes más próximos a la 

historia y desarrollo del problema hasta la actualidad, indicando el papel del Estado 

monocultural y discriminador visto a través de la historia, lo cual se ve sustentado 

estadísticamente en los índices de desarrollo humano más negativos para la población 

indígena en comparación con la mestiza, la baja participación política indígena en los 

puestos de decisión y el bajo presupuesto para la institucionalidad indígena, por mencionar 

algunos ejemplos.  

 

Como parte de los antecedentes se menciona también el escenario de la lucha de los 

pueblos indígenas organizados en movimientos a nivel internacional y nacional, el rol de 

los organismos internacionales en el reconocimiento de los derechos de los pueblos 

indígenas que han traído como resultado una serie de acuerdos e instrumentos aprobados 

por la mayoría de los Estados, entre los que destaca el objeto de este estudio como lo es la 

Declaración.  

 

Se continúa con un análisis de la cuestión indígena a nivel nacional a partir del Acuerdo 

sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, donde se mencionan las 

implicaciones de este Acuerdo. También los instrumentos jurídicos tanto nacionales como 

internacionales en materia de derechos de los pueblos indígenas aprobados por el Estado de 

Guatemala. Como último punto de este capítulo, se hizo imperativo un breve análisis de los 

pueblos indígenas como nuevos actores en la Guatemala de hoy. 

 

Un estudio de la situación actual del problema se desenvuelve en el siguiente capítulo, 

donde se explora a profundidad el Gabinete Indígena y la Política Nacional de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad, haciendo un análisis de sus fortalezas y debilidades.  Al ser 
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parte de los objetos principales de esta investigación fue necesario estudiar la composición, 

objeto y funciones del Gabinete Indígena por un lado y los objetivos y líneas de acción de 

la Política por el otro; así como la relación de estos con la Declaración.  Cabe mencionar 

que se cierra este capítulo con los principales hallazgos de la investigación de campo 

realizada a través de entrevistas focalizadas.  

 

En el último capítulo, se plantea la prospectiva analítica del tema en dos vías, pero 

previamente se hace un análisis crítico del transcurso del problema.  Para finalmente caer 

en dos escenarios: en el primero, se hace un análisis de la tendencia que puede tomar el 

problema desde un panorama positivo, donde la Política de Pueblos Indígenas y el Gabinete 

Indígena vuelven a ser temas de actualidad en el marco del diálogo nacional. Como 

segundo, se traza el escenario negativo donde tanto la Política como el Gabinete pierden 

total interés y dejan de ser prioridad tanto para el gobierno como para el liderazgo indígena.  

Ambos escenarios esbozan el mediano y largo plazo.   

 

Con esta parte se profundiza el estudio de los temas centrales de la investigación y las 

alternativas que se tienen de parte del Estado para generar los cambios políticos y 

administrativos necesarios que permitan avanzar hacia un Estado plural, incluyente y donde 

todos sus ciudadanos se sientan representados. Sin dejar de mencionar, fue necesario cerrar 

la tesis con las reflexiones finales, las conclusiones y recomendaciones más relevantes. 

 

Por otro lado, con la finalidad de que el lector tenga un amplio horizonte sobre la 

investigación, es importante que resaltar los objetivos de la misma. A esa cuenta, se 

menciona que el objetivo general radica en: Establecer en qué medida el Estado de 

Guatemala, implementa acciones apropiadas para alcanzar los fines de la Declaración 

teniendo en cuenta la consulta y cooperación con los pueblos  indígenas. 

 

Del cual se desprendieron cuatro objetivos específicos: Primero, determinar si la propuesta 

de Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad planteada por el Gabinete 

Indígena, reúne los contenidos para una adecuada aplicación de la Declaración y en qué 
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medida sus ejes temáticos y líneas estratégicas tienen la coherencia, factibilidad, 

pertinencia, con las necesidades de la población indígena, para lograr los cambios 

necesarios que permitan su desarrollo en todos los ámbitos de la vida individual y colectiva. 

Segundo, indagar si la Política de Pueblos Indígenas cuenta con el respaldo y legitimidad en 

la medida en que durante el proceso de consultas realizado para su aprobación, fueron 

tomadas en cuenta las propias instituciones representativas de los pueblos indígenas. 

Tercero, identificar la incidencia del Gabinete Indígena, como una instancia de consulta y 

orientación al más alto nivel gubernamental, para promover y orientar los cambios 

necesarios en la administración pública con pertinencia cultural y lingüística. Y por último 

el cuarto, determinar si la Política de Pueblos Indígenas y el Gabinete Indígena son 

mecanismos suficientes para construir el Estado Plural y promover una sociedad 

intercultural en Guatemala. 

 

Su alcance pretende dar respuesta a la siguiente interrogante matriz: ¿En qué medida el  

Estado de Guatemala, tras la implementación del Gabinete Indígena y la aprobación de la 

propuesta de Política de Pueblos Indígenas, favorecería la implementación del contenido de 

la Declaración, la construcción del Estado plural y la promoción de una sociedad 

intercultural en Guatemala?   

 

De la cual emanaron las siguientes preguntas generadoras, sobre la propuesta de Política de 

Pueblos Indígenas: ¿Cuáles son los elementos que puede contener dicha propuesta para una 

eficaz aplicación de la Declaración y en qué medida sus ejes temáticos y líneas estratégicas 

tienen coherencia, factibilidad y pertinencia, para lograr los cambios precisos que permitan 

el desarrollo en todos los ámbitos de la vida de estos pueblos?; así como, ¿Qué respaldo 

social y legitimidad tiene, considerando que para su aprobación se realizó un proceso de 

consultas, donde fueron tomadas en cuenta instituciones propias y representativas de los 

pueblos indígenas?. Sobre el Gabinete Indígena: ¿Es una instancia de incidencia que 

representa los intereses de los pueblos indígenas para promover los cambios necesarios en 

la administración pública?; y por último, ¿El Gabinete Indígena y la Política de Pueblos 
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Indígenas constituyen mecanismos suficientes para construir el Estado Plural en 

Guatemala?  

 

Finalmente, lo que a continuación se desarrolla, pretende ser un análisis sobre el 

planteamiento del problema definido para la investigación que gira en torno al hecho que el 

Estado guatemalteco durante el gobierno de Otto Fernando Pérez Molina, no cumplió con 

adoptar medidas apropiadas en consulta y cooperación con los pueblos indígenas que 

sirvieran para alcanzar los fines de la Declaración, impidiendo el avance hacia la 

construcción de un Estado plural y la promoción de una sociedad intercultural en 

Guatemala, donde tanto el Gabinete Indígena como la Política de Pueblos Indígenas juegan 

un papel trascendental como se verá en el presente estudio.  
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Capítulo I Abordaje metodológico y abordaje teórico 

 

1.1 Abordaje metodológico 

 

1.1.1 Justificación. Los pueblos indígenas representan un segmento de la 

población en Guatemala que ha sido históricamente vulnerable, lo que se refleja en los 

bajos índices de que ocupan en los niveles de desarrollo humano.  Tales como salud, 

educación, vivienda, trabajo, entre otros; donde se observa la condición de desigualdad y 

discriminación en la que viven, en comparación con el porcentaje de población no indígena. 

A esto se suma, los efectos rezagados de la coyuntura electoral en que estuvo inmerso el 

país en el 2015.  

 

Sumado a ello, cabe mencionar que la propuesta de reforma constitucional cuya iniciativa 

entró a debate a finales de 2016 en el Congreso de la República, donde la reforma al 203 

que propone el reconocimiento de la jurisdicción indígena, ha puesto de manifiesto la 

confrontación que la sociedad guatemalteca tiene respecto a la interculturalidad y el 

reconocimiento del derecho a la alteridad.   

 

Bajo ese contexto, se analizan dos acciones gubernamentales tendentes a crear mecanismos 

para el cumplimiento de los compromisos emanados internacionalmente en materia de 

derechos de los pueblos indígenas, como lo es la Declaración de Naciones Unidas. La 

primera acción se refiere a la creación del Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad, creada para ser una instancia de coordinación y consulta al más alto nivel, 

incidir en la pertinencia cultural y lingüística de la administración de los servicios públicos.  

 

La segunda iniciativa se deriva de la primera y consiste en la elaboración de una propuesta 

de Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad como un instrumento de 

orientación en la acción gubernamental con aplicación en todos los programas, proyectos, 

actividades y acciones. Ambas iniciativas creadas en el gobierno de Otto Fernando Pérez 

Molina con intención precisamente de implementar los compromisos asumidos a nivel 
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internacional por parte del Estado guatemalteco en materia de derechos de los pueblos 

indígenas. 

 

En ese sentido, la presente investigación puede ser de utilidad para enfrentar dicha 

problemática; sobre todo, para el seguimiento por parte del actual gobierno y los 

posteriores. Especialmente, porque se aportan elementos de análisis en el ámbito de las 

relaciones internacionales y del derecho internacional público, sustancialmente sobre los 

compromisos aceptados y ratificados por el Estado guatemalteco en materia de derechos de 

los pueblos indígenas.  

 

Como consecuencia, el abordaje del problema de investigación resulta viable y factible sí se 

toma en cuenta que la política es de reciente surgimiento y afecta a ese segmento de 

población vulnerable. Por lo que se mantiene como una expectativa y una acción pendiente 

de gobierno, muy a pesar de haberse consultado con líderes representativos de las 

veinticuatro comunidades lingüísticas del país.  Además, es evidente que el tema indígena 

no ha sido suficientemente estudiado, desde la correlación de políticas públicas y su 

vinculación con los instrumentos internacionales en el contexto de un Estado plural.   

 

En la actual coyuntura en que aún se demanda una reforma a la Constitución Política de la 

República y otras leyes constitucionales y ordinarias, dada la crisis del sistema político 

nacional. Los resultados de la presente investigación, pueden servir para sustentar 

propuestas en una futura, pero no lejana reforma constitucional en beneficio de los pueblos 

indígenas; pero sobre todo, como argumento para implementar los instrumentos 

internacionales en materia de derechos de los pueblos indígenas, a través de acciones 

concretas como las políticas públicas, en pro de la construcción de un Estado 

verdaderamente democrático, incluyente y plural.  

 

Por lo que, la hechura de una política pública que defina los criterios para abordar la 

interculturalidad en los servicios públicos, implica la oportunidad de generar cambios en la 

conducta de los funcionarios y servidores, así como, de la misma sociedad que los reciben. 
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Es importante resaltar que toda política pública debe tener el respaldo social suficiente y la 

sostenibilidad financiera de parte del Estado, para que su implementación resulte efectiva. 

 

Se pretende despertar el interés de las instituciones del Estado para que se sientan atraídas 

por la investigación, partidos políticos y el propio Gabinete Indígena que tiene a su cargo la 

elaboración del plan de acción para la implementación de la Política de Pueblos Indígenas, 

una vez la misma sea aprobada, permitiéndoles ampliar su perspectiva para conocer la 

búsqueda de soluciones democráticas.  De esta manera, los aportes del presente estudio 

pueden ser utilizados como instrumento de análisis por el movimiento social e indígena; 

especialmente por los líderes indígenas, vislumbrando posibles caminos a seguir para la 

pronta aprobación y aplicación de la misma.   

 

Lo anterior induce que los resultados obtenidos a través de esta investigación pueden 

contribuir al debate actual, conocimiento nuevo y actualizado sobre los temas relacionados.  

Especialmente, a los estudiantes y profesionales de la Escuela de Ciencia Política y demás 

población de la Universidad de San Carlos y de otras universidades, con lo que se espera 

estimular el interés para favorecer a la generación de nuevos aportes al estudio de la 

referida problemática.  

 

 

1.1.2 Planteamiento del problema. Tras diez años de su aprobación, la 

implementación de la Declaración se encuentra con pocos avances a lo interno de los 

Estados, ante la presencia de lo que Stavenhagen (citado en Collazo, 2015) llamó la brecha 

de implementación por el vacío existente entre la normativa internacional aprobada sobre 

los derechos de los pueblos indígenas y la práctica administrativa, jurídica y política de los 

Estados.   

 

La Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y 

Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas señora Victoria Tauli Corpuz (2014) 

expone: “los Estados se enfrentan a diversas dificultades en la operacionalización de los 
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derechos de los pueblos indígenas, que incluyen (…) dificultades en la identificación de 

pasos prácticos para la implementación e interpretaciones contradictorias sobre el contenido 

de los derechos” (p.5).   

 

En ese sentido, las brechas de implementación existentes de las normas internacionales en 

materia de derechos de los pueblos indígenas, dificultan la construcción de un Estado plural 

y la promoción de una sociedad intercultural.  La Declaración no cobra relevancia alguna 

en una realidad donde no existe voluntad política de los funcionarios y élites políticas y 

económicas para crear los mecanismos de aplicación de manera específica y efectiva. Estos 

mecanismos se construyen a través de leyes que obligan a observar determinadas conductas 

y sancionan su inobservancia,  así como, políticas públicas que orienten a los funcionarios y 

servidores de las dependencias para establecer criterios de atención con pertinencia cultural 

y lingüística. 

 

Claro ejemplo de lo anterior se ha observado en el Estado guatemalteco que en el escenario 

internacional asumió sin objeción alguna los compromisos en materia de derechos de los 

pueblos indígenas, con la apariencia de tener conciencia sobre lo aprobado y asumir con 

responsabilidad lo que ello representa.  No obstante, a nivel nacional esa voluntad política 

está ausente a la hora de tomar decisiones para una efectiva implementación de dichas 

normas en el ámbito interno; limitándose a hacer cambios superficiales y dejando a un lado 

el compromiso adquirido.  

 

En Guatemala, el Estado creó las ventanillas de atención a pueblos indígenas. Esta 

institucionalidad no ha tenido ni el respaldo político ni financiero. Tampoco se tiene 

programas estratégicos para incidir en el desarrollo integral de la población. Existen 

alrededor de treinta y dos dependencias, unas adscritas a la Presidencia de la República y 

otras creadas por resoluciones internas de los ministerios, secretarías o direcciones 

generales. Únicamente la Academia de Lenguas Mayas de Guatemala (ALMG) tiene 

carácter autónomo. El resto de ventanillas tiene estructuras administrativas débiles, 

fuertemente influenciadas por la política partidaria de turno. 
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Blas (2014) indica: 

 Estas entidades constituyen “espacios ganados”, producto de la lucha de las 

 organizaciones indígenas por un Estado incluyente. De igual manera, la comunidad 

 internacional ha jugado un papel importante al financiar proyectos o emitir 

 recomendaciones que derivaron en el surgimiento de dichas instancias. (p.11) 

 

En el mismo estudio se expresa que “estas entidades son producto de una visión 

asistencialista del Estado” (Blas, 2014, p.12). Es decir que han constituido un modelo de 

intervención que no contribuye a impulsar los cambios necesarios para contrarrestar el 

racismo, la discriminación y la exclusión de la población indígena. 

 

Bajo este contexto, se define como problema de la presente investigación el hecho que el 

Estado, específicamente durante el gobierno de Otto Fernando Pérez Molina no cumplió  

con adoptar medidas apropiadas en consulta y cooperación con los pueblos indígenas que 

sirvan para alcanzar especialmente los fines de la Declaración tal y como lo dispone el 

artículo 38 de la misma, lo cual impide el avance hacia la construcción de un Estado plural 

en Guatemala. Es decir que después de haberse elaborado, consultado y validada la 

propuesta de política, no tuvo la voluntad política de aprobarla y promoverla, incluyendo su 

plan de acción que le daría efectividad en el siguiente período presidencial. 

 

El planteamiento queda contenido en la siguiente interrogante matriz: ¿En qué medida el  

Estado de Guatemala, tras la implementación del Gabinete Indígena y la aprobación de la 

propuesta de Política de Pueblos Indígenas, favorecería la implementación del contenido de 

la Declaración, la construcción del Estado plural y la promoción de una sociedad 

intercultural en Guatemala?   
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1.1.3 Preguntas generadoras. Del anterior cuestionamiento se derivan las 

siguientes preguntas generadoras:  

➢ ¿Cuáles son los elementos que la propuesta de Política de Pueblos Indígenas, puede 

contener para una eficaz aplicación de la Declaración y en qué medida sus ejes 

temáticos y líneas estratégicas tienen la coherencia, factibilidad y pertinencia, para 

lograr los cambios precisos que permitan el desarrollo en todos los ámbitos de la 

vida de estos pueblos?    

➢ ¿Qué respaldo social y legitimidad tiene la Política de Pueblos Indígenas, 

considerando que para su aprobación se realizó un proceso de consultas, donde 

fueron tomadas en cuenta instituciones propias y representativas de los pueblos 

indígenas? 

➢ ¿Es el Gabinete Indígena una instancia de incidencia que representa los intereses de 

los pueblos indígenas para promover los cambios necesarios en la administración 

pública?  

➢ ¿El Gabinete Indígena y la Política de Pueblos Indígenas constituyen mecanismos 

suficientes para construir el Estado Plural en Guatemala? 

 

 

1.1.4 Objetivos y metas de la investigación. En ese entendido, la investigación 

plantea como objetivos y metas los siguientes. 

 

➢ Objetivo general:  

o Establecer en qué medida el  Estado de Guatemala, implementa acciones 

apropiadas para alcanzar los fines de la Declaración teniendo en cuenta la 

consulta y cooperación con los pueblos  indígenas.   

 

➢ Objetivos específicos: 

o Determinar si la propuesta de Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad planteada por el Gabinete Indígena, reúne los contenidos 

para una adecuada aplicación de la Declaración y en qué medida sus ejes 
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temáticos y líneas estratégicas tienen la coherencia, factibilidad, pertinencia, 

con las necesidades de la población indígena, para lograr los cambios 

necesarios que permitan su desarrollo en todos los ámbitos de la vida 

individual y colectiva. 

o Indagar si la Política de Pueblos Indígenas cuenta con el respaldo y 

legitimidad en la medida en que durante el proceso de consultas realizado 

para su aprobación, fueron tomadas en cuenta las propias instituciones 

representativas de los pueblos indígenas. 

o Identificar la incidencia del Gabinete Indígena, como una instancia de 

consulta y orientación al más alto nivel gubernamental, para promover y 

orientar los cambios necesarios en la administración pública con pertinencia 

cultural y lingüística. 

o Determinar si la Política de Pueblos Indígenas y el Gabinete Indígena son 

mecanismos suficientes para construir el Estado Plural y promover una 

sociedad intercultural en Guatemala. 

 

 

1.1.5 Delimitación de la investigación. Fue necesario delimitar la investigación 

en función de tres aspectos, como lo son las unidades de analisis, el período historico y el 

ámbito geográfico. 

 

➢ Unidades de análisis. Dentro de las unidades de análisis de la investigación se 

encuentran de dos tipos, a nivel de actores que comprenden tanto institucionales 

como individuales y a nivel de instrumentos que son objeto de estudio:  

o A nivel de actores clave. A nivel central, en los tres organismos del Estado 

guatemalteco, entre otros actores nacionales e internacionales entrevistados.  

▪ Instituciones del Estado: El Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad, la Comisión contra la Discriminación y el Racismo 

(CODISRA), la Defensoría de la Mujer Indígena (DEMI), la 

Academia de Lenguas Mayas de Guatemala (ALMG), la Unidad de 
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Pueblos Indígenas del Ministerio de Relaciones Exteriores.  En el 

Organismo Legislativo está la Comisión de Pueblos Indígenas del 

Congreso de la República. A nivel descentralizado la Universidad de 

San Carlos de Guatemala.  

▪ Organizaciones de sociedad civil y líderes indígenas involucrados 

con el tema: Consejo del Pueblo Xinca, Coordinación y líderes 

indígenas y académicos que han intervenido en la problemática. 

▪ Organismos internacionales gubernamentales y no 

gubernamentales: Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de 

las Naciones Unidas y cooperantes como la organización danesa para 

el desarrollo IBIS, organización reconocida especialmente por su 

apoyo hacia el desarrollo de los pueblos indígenas. 

 

o A nivel de instrumentos. Se refiere a los instrumentos que fueron principal 

objeto de estudio:  

▪ La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas. 

▪ El Acuerdo Gubernativo de creación del Gabinete de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad. 

▪ La propuesta de Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad. 

 

➢ Período histórico o temporal. Aunque el período de gobierno del presidente Otto 

Fernando Pérez Molina abarca del año 2012 al 2015, para efectos de la 

temporalidad de la investigación se toma el período comprendido del 2014 al 2017. 

Tiempo en que se gestaron dos de los principales objetos de estudio, además de 

otros hechos sucedidos que se consideraron de alta relevancia por los datos que 

proporcionaron, como la transición política y el establecimiento de un nuevo 

gobierno producto de las elecciones generales. 
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➢ Ámbito geográfico. Aunque por naturaleza la aplicación de la Política de Pueblos 

Indígenas y la Declaración es de observancia nacional, el estudio se delimita 

espacialmente a nivel central en el ámbito institucional donde se ubican las fuentes 

de información, como las dependencias del Estado guatemalteco y sus instancias de 

gobierno, entre otros actores a entrevistar.   

 

 

1.1.6 Tipo de investigación. Para sustentar la presente investigación se utiliza el 

paradigma de la diversidad cultural y la interculturalidad. A través de estas dos dimensiones 

de análisis que llevaron el abordaje de la investigación, utilizando categorías conceptuales 

que delimiten esos niveles analíticos. Se obvian los paradigmas de asimilación y aceptación 

para dar un salto que responda a las necesidades demandadas socialmente en el país. 

 

Una noción completa sobre el paradigma de la diversidad cultural es el dictado por la 

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO 

por sus siglas en inglés), que la concibe como un paradigma para alcanzar el desarrollo 

sostenible en el marco de la diversidad, diálogo y desarrollo. 

 

 

1.1.7 Metodología. En este punto se detallan los métodos, técnicas e instrumentos 

que fueron pertinentes para el desarrollo de la investigación. 

 

➢ Métodos. En el enfoque metodológico, debido al objeto de estudio y los alcances a 

obtener, se utilizó la investigación aplicada de tipo descriptivo.  Por ser de gran 

utilidad los discursos, las percepciones, las vivencias y experiencias de los sujetos a 

estudiar, para comprender el fenómeno en mención.  Esta metodología busca llegar 

a conocer la situación del fenómeno en estudio con la descripción exacta a través de 

la recolección de datos, exposición de la información y análisis de los resultados, a 

fin de extraer generalizaciones significativas que contribuyan al conocimiento.   
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También fue indispensable aplicar el método cualitativo, como estrategia dado que 

el mismo permitió hacer los registros narrativos de los fenómenos que son 

estudiados mediante técnicas de observación participante y las entrevistas semi-

estructuradas, facilitando el análisis en contextos estructurales y situacionales que 

identificó la naturaleza de la realidad, su sistema de relaciones y su estructura 

dinámica.   

 

En un menor grado, pero no menos importante para la parte final de la 

investigación, se buscó hacer una prospectiva a fin de indagar la posible evolución 

del fenómeno y la tendencia que pueda tener en el futuro, considerando que a partir 

de la transición del 2015 hacia el nuevo gobierno han sucedido muchos hechos que 

vienen en vísperas de un cambio. 

 

➢ Técnicas. Para esta investigación se utilizaron tanto técnicas para la recopilación de 

la información como para el análisis de la misma, siendo estas: 

o La investigación documental y bibliográfica. 

o La entrevista semi-estructurada con actores clave de las instituciones de 

gobierno, la sociedad civil y organismos internacionales relacionadas con el 

tema. 

o La lectura para análisis documental y textual de la información. 

 

➢ Instrumentos. Los instrumentos de investigación que se utilizaron fueron: 

o Las guías de entrevista, efectuadas a los actores seleccionados, realizando 

entrevistas semi-estructuradas lo que permitió mantener una conversación 

amplia con el entrevistado pero a la vez sin salirse de la temática de cada 

pregunta, lo que facilitó obtener datos un poco más allá de lo requerido pero 

que fueron a la vez importantes para ampliar la información. 

o La ficha para la investigación documental y bibliográfica, ayudó a mantener 

el orden y a reorientar la bibliografía y documentación recopilada. 
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1.2 Abordaje teórico 

 

Dado que el tema de este análisis se centrará en la Política de Pueblos Indígenas como 

propuesta para la aplicación de los derechos de los pueblos indígenas reconocidos 

internacionalmente en la Declaración, será necesario desarrollar algunas consideraciones 

teóricas pertinentes como apoyo para una lectura interpretativa del tema. En ese sentido, es 

preciso aclarar las principales teorías y conceptos utilizados en la investigación, tales como: 

el paradigma de la diversidad cultural y la interculturalidad, el derecho internacional de los 

pueblos indígenas, el derecho indígena, la diplomacia cultural, las brechas de 

implementación, el Estado plural y sociedad intercultural, y por último, la política pública.   

 

 

1.2.1 Paradigma de la diversidad cultural y de interculturalidad. Fue preciso 

el estudio del paradigma de la diversidad cultural y de la interculturalidad para sustentar la 

presente investigación. A través de estas dos dimensiones de análisis que llevaron el 

abordaje de la investigación, se utilizaron categorías conceptuales que delimitan esos 

niveles analíticos.  Dejando de un lado los paradigmas de asimilación y aceptación para dar 

un salto que responda a las necesidades demandadas socialmente en el país. 

 

En ese sentido, una noción completa sobre el paradigma de la diversidad cultural es el 

dictado por la UNESCO, que la concibe como un paradigma para alcanzar el desarrollo 

sostenible en el marco de la diversidad, diálogo y desarrollo; llamado las tres D.  En ese 

entendido para la UNESCO (2004) la diversidad cultural es: 

El centro de un diálogo permanente y abierto a todas y cada una de las expresiones 

de la identidad; es el reconocimiento de que este diálogo constante constituye el 

principio motor, que debe afirmarse y preservarse. Entre la diversidad y el diálogo 

existe, pues, una relación recíproca.  No se puede romper el nexo causal que los une 

sin comprometer la sostenibilidad del desarrollo; reforzándolo, surgirá́ un lenguaje 

común de la diversidad cultural, que toda la humanidad podrá́ hablar y entender. 

(p.61) 
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Concepto que se relaciona con el derecho a la alteridad, la defensa de la cultura y lo que es 

esencial en este tema, el reconocimiento a los derechos colectivos de los pueblos, todo en el 

marco de un paradigma de diversidad cultural que da cabida a dos conceptos íntimamente 

vinculados, como lo son la pluriculturalidad e interculturalidad.  

 

Entendiéndose por interculturalidad como:  

 Un proyecto social amplio, una postura filosófica y un funcionamiento cotidiano 

 ante la vida (…) inducen a replantear y reorganizar el orden social, [con] la 

 comunicación justa entre culturas (…) reconociendo al otro como diferente [donde] 

 busca comprenderlo, dialogar con él y respetarlo. (Ahuja, et al., 2004, pp.40-41) 

 

Donde se considera que en “una sociedad intercultural [hay] marcos de convivencia que 

permitan la comunicación entre individuos y grupos sociales culturalmente diferentes [en 

una] relación entre el Estado y la sociedad no indígena con los pueblos originarios” (Ahuja, 

et al., 2004, p.41).  Desde esta concepción Ahuja et al. (2004) señala que los pueblos 

originarios pasan de ser sujetos de atención pública y asistencialista (hasta cierto punto 

racistas), a ser sujetos de derecho, capaz de ejercer formas alternativas de ciudadanía.  

 

Por otro lado, el pluralismo cultural es: 

  La respuesta política al hecho de la diversidad cultural (…) [constituido] por las 

 políticas que favorecen la inclusión y la participación de todos los ciudadanos 

 garantizan la cohesión social, la vitalidad de la sociedad civil y la paz (…) propicio 

 a los intercambios culturales y al desarrollo de las capacidades creadoras que 

 alimentan la vida pública en un contexto democrático. (UNESCO, 2004, p.4) 

 

 

1.2.2 Derecho internacional de los pueblos indígenas y derecho indígena. 

Aunque no hay un concepto como tal definido por los teóricos del derecho internacional 

para el derecho internacional de los pueblos indígenas, este se puede interpretar como el 

conjunto de normas contenidas en instrumentos aceptados por los Estados, que regulan las 
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relaciones entre estos y los pueblos indígenas asentados en su territorio, dichas normas 

comprenden tanto el reconocimiento de derechos indígenas individuales como colectivos.  

 

Precisamente, es en el seno de las Naciones Unidas donde han venido evolucionando los 

principios de un derecho internacional de los pueblos indígenas en función de los principios 

que ostenta dicha organización como lo son la igualdad de derechos y la libre 

determinación de los pueblos indígenas (Gavilan, s.f.). 

 

Donde justo en esa dimensión del análisis es necesario que a la par del anterior concepto se 

defina otro muy relacionado, como lo es el derecho indígena. Se entiende en un concepto 

básico de derecho indígena “como aquellos derechos colectivos que existen como 

reconocimiento a la condición específica de los pueblos autóctonos” (Derechos de los 

indígenas, s.f.).  No obstante, es necesario ahondar en el análisis con una definición más 

completa, entendiéndose  como:  

El conjunto de ideas, creencias e intuiciones (…) que no solo son parte de la razón 

humana, sino también de razones cosmológicas (…) por el pensamiento holístico de 

los pueblos indígenas que conciben la vida como parte de un todo, integrado, 

equilibrado y armónico [en su relación inseparable de] hombre y naturaleza (…). 

La naturaleza colectivista de los derechos y tradiciones jurídicas de los pueblos 

indígenas, [hacen ver que] los derechos individuales para los indígenas derivan de 

los derechos y obligaciones que tienen por ser miembros de una colectividad, 

[donde no solo] se incluyen los miembros de la comunidad indígena sino también 

los distintos elementos propios de la madre naturaleza. (Gavilan, s.f., pp. 68,70) 

 

En ese entendido, es evidente que el carácter colectivista del derecho indígena reconoce el 

derecho a la libre determinación, derecho de autonomía, territorialidad y autogobierno 

como propios de los pueblos indígenas. 

 

Por otro lado, la teoría de los derechos colectivos señala que dentro de una nueva 

concepción de los derechos humanos (subjetivos), se formula la concepción de los derechos 
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colectivos de los pueblos indígenas, rompiendo todo paradigma individualista, cambiando a 

lo que llama una visión coexistencial del ser humano cuyos valores se forjan en la 

solidaridad e identidad colectiva (Fernández, citado en Gamboa, s.f.).  Lo que 

conceptualizan como un agregado de intereses individuales siendo derechos diferenciados 

de los miembros de un colectivo, cuya titularidad es de ese colectivo humano no individual 

(Kymlicka y Raz, citados en Gamboa, s.f.). 

 

Según Stavenhagen (citado en Gamboa, s.f.) el estudio de los derechos colectivos de los 

pueblos indígenas se puede analizar desde dos aristas: una es desde el derecho internacional 

público donde hace eco su fundamentación política y la otra es desde el derecho 

internacional de los derechos humanos donde fundamenta el interés colectivo.     

 

 

1.2.3 Diplomacia cultural y el diálogo entre civilizaciones como antítesis del 

choque de civilizaciones. Se considera de importancia tener claros los anteriores conceptos 

de derecho, donde cabe mencionar que los planteamientos conceptuales han sido expuestos 

y desarrollados en el escenario internacional, donde las diferentes participaciones que han 

tenido como exponentes los pueblos indígenas, les ha permitido desarrollar una especie de 

diplomacia indígena que podría decirse ha sido respaldada en lo que recientemente se ha 

conceptualizado como diplomacia cultural. 

 

Se entiende por diplomacia cultural como: “el intercambio de ideas, información, arte y 

otros aspectos de la cultura entre las naciones y sus pueblos para fomentar el entendimiento 

mutuo” (Cummings, citado en Saddiki, 2009, p.109).  Este tipo de diplomacia se caracteriza 

por promover un diálogo trasnacional entre culturas y naciones, no precisamente entre 

estados-nación sino entre actores no estatales como de la sociedad civil, ONG, académicos, 

etc.    

 

Utilizada como una herramienta, la diplomacia cultural se refiere al papel que desempeñan 

los factores culturales en las relaciones internacionales; acompañándose de lo que se llama 
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poder blando (soft power) que no es más que la “habilidad para conseguir lo que uno 

pretende por medio de la seducción (…) dado del carácter atractivo que tiene la cultura” 

(Nye, citado en Saddiki, 2009, p.109).  A considerar “la diplomacia cultural [busca entre 

sus] objetivos (…) el promover el entendimiento mutuo (…) y el proteger la identidad 

nacional” (Consejo Científico Holandés, citado en Saddiki, 2009, p.112). Éste último tiene 

que ver con el derecho a la autodeterminación cultural que reclaman los países con 

población o minorías indígenas. 

 

Esto debe relacionarse con la labor que han llevado los representantes indígenas, valiéndose 

de su cultura para proteger su identidad no como nación sino como pueblo, llevando en el 

ámbito internacional, particularmente en el sistema de Naciones Unidas: 

 Un diálogo entre civilizaciones (…) como paradigma alternativo [que determina] a 

 la pluralidad y la diversidad de las culturas y religiones del mundo [como] algo 

 natural e inherente (…) [donde la] alianza de civilizaciones [se hace necesario para 

 evitar ese] choque de civilizaciones. (Huntington, citado en Saddiki, 2009, pp.113-

 114)   

 

El diálogo entre civilizaciones como antítesis en respuesta a ese choque de civilizaciones ha 

servido como: 

Constructor de puentes y convocante para conectar a personas y organizaciones 

dedicadas a promover la confianza y el entendimiento entre comunidades diversas 

(…). También funciona como catalizador y facilitador ayudando a impulsar 

proyectos innovadores que tengan como objetivo reducir la polarización entre las 

naciones y culturas por medio de iniciativas conjuntas. (Saddiki, 2009, p.115) 

 

 

1.2.4 Brechas de implementación, Estado plural y sociedad intercultural. 

Sobre estas brechas de implementación expuso acertadamente en su momento el ex Relator 

Especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de los Derechos Humanos y Libertades 

Fundamentales de los Pueblos Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, quien señaló la existencia 
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de una brecha de implementación entre la normativa internacional aprobada sobre los 

derechos de los pueblos indígenas “y la práctica administrativa, jurídica y política (…) [de 

los Estados, reflejo de una marcada diferencia] entre un nivel formal y el nivel real, 

[cometiendo con ello] una violación a los derechos humanos de los [pueblos] indígenas” 

(Collazo, 2015, p.67).   

 

Por otro lado, se interpreta por Estado plural como aquel Estado que se abre 

equitativamente a todas las culturas existentes en su territorio; y por sociedad intercultural 

como, la relación entre sociedades de distintas culturas bajo el reconocimiento y respeto 

mutuo.  

 

En ese sentido, definitivamente las brechas de implementación existentes del derecho 

internacional de los pueblos indígenas, contravienen a la construcción de ese Estado plural 

y promoción de la sociedad intercultural. Donde la construcción de esos puentes a través 

del diálogo entre civilizaciones puede ser de gran utilidad para tomar estrategias conjuntas 

entre los pueblos indígenas del mundo o de la región; contribuyendo a disminuir las brechas 

de implementación que enfrenta el derecho internacional de los pueblos indígenas a lo 

interno de los Estados y avanzar así, al Estado plural y la sociedad intercultural.   

 

 

1.2.5 Concepto de política pública como herramienta para el Estado plural y 

sociedad intercultural. Se comprende por política pública para este efecto como; “un 

comportamiento propositivo (…) y planeado [por parte del gobierno en la] búsqueda de dar 

respuestas a las demandas de la sociedad” (Ruíz y Cadénas, 2005, pp.6,19).  Estas políticas 

van en función del mejor aprovechamiento de los recursos y en beneficio de la sociedad o 

un especial segmento de ella.   
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En un concepto más completo, la Secretaría de Planificación y Programación de la 

Presidencia (SEGEPLAN, 2015) afirma: 

Las políticas públicas constituyen cursos de acción estratégica del Estado y del 

gobierno basadas en la participación y legitimidad ciudadana, los marcos jurídicos y 

políticos nacionales e internacionales, orientadas a propiciar el bienestar y el goce 

de los derechos humanos de la población guatemalteca en su diversidad y en los 

diferentes niveles de organización del territorio nacional, sobre la base de los 

diferentes instrumentos de gestión pública y el sistema de planificación nacional 

que favorezcan procesos efectivos de coordinación, transparencia, seguimiento, 

monitoreo y evaluación, así como de rendición de cuentas. (p.16) 

Para efectos de la presente investigación, se tomará este último concepto por considerarse 

el más acorde al contexto estudiado ya que aborda las políticas públicas desde un enfoque 

basado en los derechos humanos y la equidad, trascendiendo el paradigma de los enfoques 

tradicionales (SEGEPLAN, 2015). 

En ese sentido, cabe señalar la importancia de que el gobierno implemente medidas en el 

marco de la diversidad cultural, que le permitan construir un Estado Plural y una sociedad 

intercultural que den respuesta a esos compromisos asumidos internacionalmente en 

materia de derechos de los pueblos indígenas.  Tales medidas pueden ir desde la 

implementación de políticas incluyentes hasta medidas más complejas, como reformas 

legislativas que pueden impactar en un futuro a mediano o largo plazo. 

 

Por ello, un buen inicio puede constituir la implementación de la Política de Pueblos 

Indígenas, como una medida que puede llegar a ser muy valiosa y efectiva a corto plazo; 

siempre que esté cargada de su principal impulsor como lo es la voluntad política de los 

gobiernos y sectores económicos dominantes, garantizando la cohesión social, la vitalidad 

de la sociedad civil y la paz.  El fin es disminuir dichas brechas y construir esos puentes 

que favorezcan la inclusión y la participación de los más vulnerables como lo son los 

pueblos indígenas. 
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Capítulo II Antecedentes. Marco histórico reciente y escenario de lucha 

de los pueblos indígenas a nivel nacional e internacional 

 

2.1 Desarrollo investigativo del tema 

 

En términos generales, es en América Latina donde el tema de derechos de los pueblos 

indígenas se encuentra en una fase de mayor desarrollo académico e investigativo.  Aunque 

esto tiene una respuesta lógica al ser la región donde estos pueblos son una mayoría 

significativa.  

 

En Guatemala existen diversos estudios, informes, evaluaciones de la aplicación de los 

instrumentos internacionales relacionados con los derechos de los pueblos indígenas, con 

mayor énfasis en el Convenio 169 de la OIT y en menor relación con la Declaración. Estos 

trabajos han sido revisados durante este proceso y han determinado el avance que ha tenido 

el tema a nivel de la investigación social.   

 

Cabe reflejar esa evolución del tema en la investigación social, tomando en cuenta lo 

escrito de los años 2005 al 2014; de lo más general a lo más cercano al objeto de la presente 

investigación, capturando los enfoques, favoreciendo al análisis de los resultados y 

mostrando cuál es la tendencia del tema.  

 

Se puede comenzar con los aportes al tema de investigación desde la perspectiva de la 

construcción de un pluralismo en Guatemala, tomando en cuenta tanto los instrumentos 

internacionales como los nacionales en materia de derechos de los pueblos indígenas, 

haciendo referencia en la necesidad de un desarme cultural de las ideas occidentales para 

dar paso a una interculturalidad, donde se respete la identidad indígena (García, 2006). 

 

Desde una perspectiva interesante en el libro Mayanización y vida cotidiana, trata de 

entender las diferencias étnicas y culturales, considerando otros factores como una 

ideología multicultural para explicar esa diversidad étnica.  Los autores hacen ver desde la 
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percepción de la vida cotidiana como se percibe esta ideología y como se valen desde la 

mayanización para hacerse reconocer como pueblo (Bastos, Cumes, & Lemus, 2007). 

 

Posteriormente, en el libro Derecho Indígena en Mesoamérica. Caracterización 

epistemológica y axiológica, se presenta un estudio sobre el derecho indígena explicado 

desde el derecho consuetudinario indígena.  Tomando la experiencia de casos reales dados 

en la región de occidente de Guatemala para un mejor entendimiento de la aplicación del 

derecho indígena, brindando una orientación de lo que se entendería por pluralismo jurídico 

(Ordóñez, 2007). 

 

Evolucionando en la investigación sobre los derechos de los pueblos indígenas, se 

encuentra el enfoque de Estado multinacional como respuesta para atender lo normado y 

pactado en el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, reflejando las 

áreas donde dicho Acuerdo presenta incumplimiento y posibles soluciones para solventarlo 

(Cojtí, Son, & Rodríguez, 2007). 

 

Es así que para el 2007, a diez años de la entrada en vigencia del Convenio 169 de la OIT 

(ratificado por el Congreso de la República de Guatemala en 1996), se observa el repunte 

en la investigación sobre el cumplimiento de los derechos de los pueblos indígenas 

reconocidos principalmente en dicho Convenio en ese entonces.  Encontrando una serie de 

investigaciones que van orientadas a informar sobre su avance, aunado a hacer 

recomendaciones para su implementación eficaz que busquen alcanzar el pluralismo 

jurídico y el Estado multinacional. 

 

Por un lado se tienen en ese entendido, los informes alternativos sobre la aplicación del 

Convenio 169 elaborados en el seno del Consejo de Organizaciones Mayas de Guatemala 

(COMG).  Revisando específicamente el cuarto informe donde se hace una retrospectiva 

desde el concepto mismo de derecho internacional de los derechos humanos, la OIT como 

instancia generadora de normativa a favor de los pueblos indígenas y el establecimiento de 

mecanismos para su cumplimiento, pasando por el estudio de casos reales de aplicación del 
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Convenio 169; así como, las recomendaciones fundamentadas hacia los órganos del Estado 

guatemalteco con el fin de aplicar las obligaciones adquiridas internacionalmente.  El 

trabajo concluye haciendo ver la falta de voluntad política para implementar lo ratificado 

(Willimsem & Ajsac, 2007). 

 

Como un estudio complementario COMG hace un balance general a diez años de vigencia 

de la aplicación del Convenio 169 sustentado en los cuatro informes alternativos 

presentados anteriormente a la Comisión de Expertos de la  OIT (Us, 2009).  El documento  

aparte de hacer un balance, hace una valoración para su aplicación, las recomendaciones al 

Estado, organizaciones de pueblos indígenas y al sector académico.   

 

Posteriormente, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos (OACNUDH) en una necesidad de interpretar mejor los dos máximos 

instrumentos en materia de derechos de los pueblos indígenas, el Convenio 169 y la 

Declaración luego que este último entrara en vigencia en el 2007, hace un análisis 

comparativo entre ambos instrumentos con el fin que su mejor interpretación sea sinónimo 

de una mejor aplicación, entendiéndose que ambos instrumentos se complementan 

(OACNUDH, 2009). 

 

El experto independiente del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de la 

Organización de Naciones Unidas (ONU) presentó una evaluación de la situación actual de 

la aplicación de la Declaración en conjunto con una agenda priorizada de acciones 

propuestas en encuentros sectoriales con participación de representantes de los pueblos 

indígenas (Pop, 2013). 

 

Por último, entre lo más reciente se tienen dos informes de consultoría que fueron de mucha 

ayuda para la investigación y que reflejan una radiografía del estado actual específico del 

objeto de estudio.  En primer término, la Evaluación de las acciones del Estado con relación 

a los pueblos indígenas e interculturalidad donde se hace una evaluación de las acciones del 

Estado sobre pueblos indígenas, desde la percepción de representantes indígenas, las 
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acciones del Estado frente a los compromisos asumidos en instrumentos políticos y 

jurídicos, nacionales e internacionales; desde un enfoque de interculturalidad y Estado 

plural (Sonturníl, 2015a). 

 

El segundo estudio presenta a través de un informe, la experiencia en el proceso de 

construcción de la propuesta de la Política de Pueblos Indígenas (Sonturníl, 2015b), como 

un proceso de consulta a representantes indígenas que reflejan las más legítimas demandas. 

En el mismo, se proyecta una propuesta con un enfoque holístico que se traduce en el 

compromiso que deben tener todas las dependencias del Estado para trabajar con 

pertinencia cultural. Tal y como lo cita el informe, al señalar que dicha Política ha sido 

“socializada, consultada y validada (…) [con] representativos de las comunidades 

lingüísticas [del país] (…) representantes de centros de pensamiento, instituciones 

educativas, entidades del Estado y organizaciones civiles” (Sonturníl, 2015b, p.37). 

 

Por último, en el caso particular de la Escuela de Ciencia Política, se refleja claramente la 

época de oro de la investigación sobre el tema general de pueblos indígenas y en lo 

particular de sus derechos reconocidos internacionalmente; siendo esta época de 1997 al 

2007 principalmente.  A esa cuenta se encontró una tesis reciente relacionada con el tema. 

 

La misma hace referencia al Convenio 169 de la OIT como una herramienta de negociación 

de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos naturales por parte de 

empresas mineras trasnacionales (Gómez, 2009). El enfoque de este estudio es desde 

derechos específicos de los pueblos indígenas a la consulta y a decidir sobre sus recursos 

naturales, ambos mencionados en el Convenio 169.  

 

Las menciones anteriores reflejan parte del desarrollo investigativo que la problemática 

indígena y los derechos de los pueblos indígenas ha tenido con diferentes perspectivas, pero 

no ahondan en la perspectiva internacional, especialmente desde el área del derecho 

internacional y su implementación a nivel nacional por medio de una política nacional con 

enfoque plural e intercultural.  De esta manera, es trascendental situar una serie de aspectos 
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que conforman los antecedentes de la problemática indígena desde un enfoque de las 

relaciones internacionales, considerando el pluralismo e interculturalidad como una 

corriente internacional que busca la aplicación del derecho internacional de los pueblos 

indígenas a través de herramientas nacionales como lo son las políticas públicas.   

 

 

2.2 Paradigma monocultural y racista del Estado 

 

Desde inicios del siglo XIX las élites criollas valorizaron la oportunidad de independizarse 

de la monarquía española y acariciaron la posibilidad de constituir un Estado nuevo, 

independiente, pero sobre todo, un Estado desligado de las odiosas élites peninsulares que 

procedentes de España, constituían una fuerza que usurpaba sus privilegios y beneficios, 

que descansaban en el trabajo de servidumbre de la masa trabajadora.  Las influencias de la 

independencia de los Estados Unidos, la Revolución Francesa, la revolución mexicana, la 

influencia de la ilustración europea y el debilitamiento de la corona facilitó que las élites 

criollas llegaran a un acuerdo político en el que se desligaban de la corona española y 

procedían a organizar una república independiente.  Estas élites establecieron una visión de 

Estado republicano, inspirado en la nueva Constitución de España de 1812 y en la división 

de poderes.  No obstante, con una visión excluyente de la realidad social guatemalteca. 

El nuevo Estado fue organizado y controlado por las élites criollas. Cuya visión era el 

desarrollo de su cultura como hegemónica y dominante.  Esto implicó el establecimiento de 

un idioma hegemónico desconociendo la riqueza lingüística de la población; una visión 

cultural occidental ignorando los valores culturales de los otros pueblos; una religión como 

resabio de la influencia religiosa de la colonia, cuestión que tuvo principal importancia en 

el Acta de la Independencia, excluyendo cualquiera otra cosmovisión del mundo y de la 

vida.  La población indígena, no participó en el movimiento independentista, los 

movimientos de Atanasio Tzul y Lucas Aguilar, así como Manuel Tot y otros 

levantamientos indígenas fueron reivindicaciones locales ante el agobio de la servidumbre.  

En el imaginario de las élites criollas que tomaron el poder, el indígena era una persona de 
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segunda clase, a quien había que civilizar, castellanizar, cristianizar y quien debía trabajar 

como mano de obra barata en las tareas más rústicas de la época.  La idea de pluralidad no 

existía en la conciencia criolla, de ahí que el problema del indio debía resolverse o 

aniquilándolo, o asimilándolo.  Incluso hubo pensadores que propusieron la eutanasia 

mediante el mestizaje con otros pueblos para que su cultura se fuera extinguiendo 

(Taracena, 2002). 

Por lo que el Estado monocultural, se ha basado en la idea de mantener la unidad nacional, 

imponiendo un solo idioma y una sola cultura, con exclusión y descalificación de los otros 

idiomas y culturas que coexisten ancestralmente en el país, y se refuerza con procesos de 

modernización que avasallan o sojuzgan la identidad cultural y formas de organización 

social de los pueblos indígenas (Secretaría Ejecutiva del Gabinete de Pueblos Indígenas de 

Guatemala, 2015). 

En ese sentido, el Estado guatemalteco se fundó desde la visión e intereses de las élites 

criollas. Ni el indígena ni el ladino tuvieron participación en la construcción del mismo. La 

lucha entre las corrientes conservadoras y liberales tenían un denominador común, la 

gobernanza de la república para su provecho y el despojo de la población indígena. La 

dictadura de Rafael Carrera fue el resultado de un claro servilismo a las élites económicas. 

Luego fue el liberal Justo Rufino Barrios quien impulsó la modernización del Estado sobre 

la base del despojo de las tierras comunales para convertirlas en fincas cafetaleras y 

mediante mecanismos que garantizaron para las élites, el trabajo de servidumbre mal 

remunerado de los indígenas y campesinos. Después Manuel Estrada Cabrera y Jorge 

Ubico, contribuyeron al proceso de exclusión de marginación y desvalorización de la 

cultura y derechos ancestrales, haciendo uso de la coerción del Estado para someter a la 

servidumbre a las comunidades indígenas y campesinas. 

 

Casaús (2000) afirma: 

 El Estado, la Patria y la Constitución son espacios reservados a los criollos y 

 ladinos. Las comunidades y ese “ente” inexistente e innecesario que es “la nación”, 

 les corresponde a los “indígenas”. En sus argumentos no existen espacios 
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 interculturales en donde se puedan generar consensos que permitan la formación 

 de una identidad nacional. (p.166) 

 

En la base de este sistema de dominación se ubica la perspectiva eurocéntrica como 

fundamento ideológico y como forma de producción y control de la subjetividad de las 

sociedades. La producción y reproducción de la vida material de los pueblos y la 

elaboración de sus imaginarios están dominados por la idea de que la cultura occidental es 

el único modelo civilizatorio del planeta, y que todas las demás culturas, sin importar su 

nivel de elaboración y complejidad, su grado de desarrollo o sus aportes a la humanidad, 

son consideradas apenas culturas atrasadas respecto al modelo impuesto. La arrogancia de 

esta visión eurocéntrica no solo justificó violentas formas de colonización y colonialismo 

sino que se convirtió en una barrera cognitiva que impidió a Occidente conocer y 

comprender la complejidad del mundo y las más antiguas e importantes civilizaciones del 

planeta (Bruckmann, 2009). 

 

La idea de modernidad, entonces, surge en la base de la estructura de poder colonial, y se 

convierte en un mecanismo legitimador que impone la civilización occidental como la 

única vía de alcanzar el llamado “progreso”. Todo aquello que estuviera fuera de esta 

visión y de esta forma de organización social era considerado pre-moderno o atrasado 

(Bruckmann, 2009). 

 

Esta noción de modernidad, insertada orgánicamente a la estructura de poder colonial tuvo 

una enorme capacidad destructora y desarticuladora de las sociedades originarias 

latinoamericanas.  En nombre de la modernidad se destruyeron estructuras enteras de 

conocimiento y sabiduría milenaria, así como, avanzados modos de producción agrícola y 

formas de organización social comunitarias.  Se puso en práctica una acción sistemática de 

destrucción de la memoria colectiva de los pueblos y civilizaciones americanas, de su 

imaginario histórico y de su propia percepción de pasado y futuro.  Esta enorme capacidad 

destructiva significó también el propio exterminio de las poblaciones originarias, que a la 
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llegada de los colonizadores europeos se estimaba en más de cien millones de habitantes y 

que en pocas décadas se vio reducida a casi la mitad (Bruckmann, 2009). 

 

 

2.3 Antecedentes de las reivindicaciones y movimientos indígenas 

 

Es importante antes de ahondar en los antecedentes del problema, indicar que los Estados 

como los de América Latina, especialmente Guatemala, han sido históricamente 

monoculturales y racistas con los pueblos indígenas.  Sin embargo, ello no impidió que se 

preservaran y con el tiempo conformaran movimientos fuertes de lucha que reclaman el 

reconocimiento de sus derechos como pueblos, alcanzando varios logros en el ámbito 

internacional pero sin mayor eco en sus propios Estados.  La respuesta a un Estado racista 

ha sido pueblos indígenas organizados con reivindicaciones internacionalizadas. 

 

Para efectos de esta investigación, se hace necesario estudiar brevemente el fenómeno de la 

internacionalización de las reivindicaciones indígenas, dado que varios de sus derechos 

reconocidos dentro de los Estados, se ha debido gracias a sus demandas en el escenario 

internacional.  Para esto es importante tener en cuenta tres cosas: Primero, conocer el 

concepto de pueblos indígenas para entender mejor el objeto de estudio, mismo que fue 

construido y aprobado primero en lo internacional; segundo, comprender las causas que 

motivaron a estos pueblos para rebelarse ante un sistema históricamente excluyente; y 

tercero, establecer los acontecimientos que marcan los antecedentes de sus reivindicaciones 

cuyo resultado ha desencadenado en el reconocimiento de los pueblos indígenas y un 

conjunto de derechos alcanzados en el contexto internacional, específicamente en el seno 

de la ONU. 

 

Una de las definiciones más aceptadas con relación a los pueblos indígenas es el de 

Martínez Cobo (citado en Montes & Torres, 2010), quien explica que:  

 Comunidades, pueblos y naciones indígenas son aquellas que, poseyendo una 

 continuidad histórica con las sociedades preinvasoras y precoloniales que se 
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 desarrollaron en sus territorios, se consideran disímiles de otros sectores de las 

 sociedades dominantes en aquellos territorios o parte de los mismos. (p.161) 

 

Asimismo, es importante resaltar la definición que el Convenio 169 de la OIT declara:  

 Un pueblo puede ser considerado indígena si: Es descendiente de aquellos que 

 habitaban el área antes de su colonización. Ha mantenido sus propias instituciones 

 sociales, económicas, culturales y políticas desde la época de la colonización y el 

 establecimiento de los nuevos estados. (…) la auto-identificación es crucial para los 

 pueblos indígenas. (Pequeña precisión sobre las lenguas indígenas, 2017)  

 

Se destacan aquí dos elementos importantes, el primero es la continuidad de los valores de 

los ancestros con los pueblos actuales, situación que muchos ideólogos de las élites ha 

querido negar, especialmente con relación a los mayas a quienes los consideran un pueblo 

totalmente extinguido. No obstante, los movimientos indígenas en Mesoamérica han 

enarbolado la bandera de la herencia cultural de raíces mayas, en los idiomas, valores 

culturales, gastronomía, normas de convivencia y otros rasgos físicos y culturales. El 

segundo elemento es un nuevo planteamiento político. A partir de los años 80 y 90, emerge 

el movimiento indígena latinoamericano con un enfoque beligerante, sus reivindicaciones 

dejan de ser puramente culturalistas para dar el salto de calidad hacia las de carácter 

político. Ahora no se trata de ser asimilado por el Estado monocultural desde una visión 

integracionista, sino de transformarlo para hacerlo plural. Un Estado que reconozca, respete 

y promueva los valores culturales de los pueblos indígenas sin afectar sus perspectivas de 

acceso al mundo moderno. 

 

Por otro lado, para analizar entre las causas más sobresalientes que originaron las 

reivindicaciones indígenas se debe partir de las causas históricas desde tiempos de la 

conquista española cuando les fueron arrebatados sus bienes naturales y territorio, mismos 

que más allá del significado material, tienen un significado espiritual para los pueblos 

indígenas y están íntimamente ligados a sus derechos colectivos.  Otra causa que tiene 

relación con la anterior, es que desde tiempos de la colonia estuvieron sujetos a políticas de 
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exclusión y discriminación que se han transformado en cada época pero al final siempre los 

han dejado al margen del desarrollo.   

 

Con la apertura al modelo de Estado-nación que inculcaba la unidad nacional, los Estados 

latinoamericanos asentados en un territorio que ya poseían con anterioridad una gran 

diversidad étnica y cultural, intentaron suprimirla con la homogenización étnica y cultural; 

no obstante, esto fortaleció más la emergencia de demandas étnicas de fuerzas locales que 

se sumaron a los nuevos movimientos sociales (Velasco, 2003). 

 

El fenómeno de la globalización también coadyuvó a las reivindicaciones indígenas.  Se 

puede decir que al establecer políticas integracionistas que buscaban invisibilizar y tratar 

como minorías a estos pueblos, resultó contraproducente permitiendo dos cosas.  Primero, 

se convirtió en trampolín para que la situación de desigualdad de los pueblos indígenas 

saliera a luz como objeto de discusión y estudio en el escenario nacional e internacional, al 

ser grupos diferenciados que han permanecido negados, excluidos y marginados por el 

actuar de los Estados.  Segundo, la integración de sus luchas como la oportunidad de hacer 

un frente común, ya sea en espacios regionales o continentales para demandar la 

redefinición de sus relaciones a lo interno con los Estados.  Por lo que la globalización 

causó que las reivindicaciones tuvieran un impulso que más que permitir la integración de 

los pueblos indígenas a las clases mestizas, provocaron integrarlos más como pueblos.  La 

diversidad cultural viene a ser una antítesis a la globalización, porque en tanto el enfoque 

globalizador apunta hacia el ciudadano universal, el movimiento indígena apunta hacia la 

diversidad cultural.     

 

Por último, la agenda que los Estados tienen pendiente con los pueblos indígenas que han 

acumulado una serie de demandas insatisfechas que se refleja en la negación del acceso al 

desarrollo humano de los mismos; reflejados en índices como el de pobreza y pobreza 

extrema que muestra enormes brechas en detrimento de los pueblos indígenas.  Cabe 

mencionar que posterior a la oleada de los conflictos internos que atravesaron muchos 

países donde las demandas indígenas se empezaron a hacer notar, los acuerdos de paz 
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firmados al cese de los conflictos prometían mucho para estas demandas.  No obstante, se 

han quedado solo en acuerdos que los Estados no han ejecutado con resultados tangibles, 

tal como lo es el caso guatemalteco.  

 

En otro orden de ideas, vale la pena estudiar los acontecimientos que marcaron los 

antecedentes de las reivindicaciones indígenas en el contexto internacional, particularmente 

en el caso de América Latina ya que en esta región logra desarrollarse un movimiento 

indígena más fuerte y con mayor auge que contribuyó significativamente a todo un 

ordenamiento normativo internacional dentro de Naciones Unidas, sin olvidar el importante 

papel que Guatemala ha jugado en él.  

 

El resurgimiento étnico de América Latina como fenómeno de dimensiones globales se 

manifiesta como un hecho que marca históricamente, porque a pesar que se presenta “como 

una manifestación originalmente aleatoria, esporádica y discontinua (…) se tornó 

súbitamente en un proceso de acción coordinado en (…) toda el área latinoamericana” 

(Velasco, 2003, p.48).  Es precisamente ese proceso el que llama la atención, ya que sirvió 

como catalizador del movimiento indígena internacional más allá de América Latina, 

permitiendo unir a los pueblos indígenas del mundo principalmente en el escenario global 

de Naciones Unidas, con una sola voz para reivindicarse y fortalecer la lucha indígena ante 

el sistema que han considerado opresor.   

 

Por tal sentido, el resurgimiento de este fenómeno puede ser analizado en cuatro etapas, las 

primeras dos son de antecedentes, donde se denota un movimiento indígena contemplativo 

y poco participativo; y las siguientes dos etapas son de desarrollo de las reivindicaciones 

indígenas para su posicionamiento como actor nacional e internacional, sopesando más este 

último, en donde se puede ver un movimiento indígena reivindicativo con tinte político, 

cuyo despertar se da precisamente con la celebración de los quinientos años de resistencia 

indígena (Sonturníl, Derecho Indígena, Pluralismo o Paralelismo Jurídico, 2017). 
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Primera etapa, previo a y durante la década de los 70´s: Precisamente se da en un contexto 

internacional generalizado por el recrudecimiento de la guerra fría, con los conflictos 

internos que se dan en varios países donde la demanda indígena emergente fue opacada por 

los gobiernos militares, por lo que se unieron a los movimientos campesinos llamados de 

izquierda o revolucionarios, donde su cuota de participación en dichos movimientos de 

América Latina fue notable.  En el caso de Guatemala, que pasó de un período 

revolucionario desde 1944 hasta 1954, donde se vieron favorecidas las demandas indígenas 

con políticas incluyentes; a un período de gobiernos contrarevolucionarios y represores de 

corte militar bajo la excusa de la lucha contra el comunismo, situación en que se vieron 

principalmente afectados los pueblos indígenas, lo cual los impulsó a organizarse de mejor 

manera para hacer incidencia no solo a nivel nacional sino, con mayor auge aún en los 

foros internacionales. 

 

Segunda etapa, la década de los 80´s: Aunque desde 1959 que entró en vigencia el 

Convenio 107 sobre Poblaciones Indígenas y Tribales de la OIT que regulaba débilmente el 

trato hacia estos pueblos cuyo sentimiento de reivindicación se acrecentaba más; las 

condiciones propicias no se dan hasta con la instauración de un nuevo orden mundial 

influenciado por el fenómeno de la globalización y la posmodernidad, que inicia en esta 

década, como un proceso de modernización ordenado que rompió el orden social, 

económico y político de los Estados contagiándose de una creciente integración, avance 

tecnológico y conectividad humana.  Para lo cual lo rural, especialmente los pueblos 

indígenas no estaban preparados, pero tampoco los Estados implementaron políticas que les 

ayudaran a dar ese salto hacia una sociedad moderna, urbana y desarrollada, pero si se 

vieron obligados a aceptar la diversidad, y reconocer las diferentes culturas aunque sin 

necesidad de entenderlas ni de comprometerse en la promoción de su desarrollo (Gros, 

citado en Guzmán, s.f.).   

 

No obstante, el tema de la diversidad toma auge en el pensamiento contemporáneo desde la 

concepción del multiculturalismo e identidad cultural, temas que los movimientos 

indígenas utilizan para hacer incidencia en el ámbito de los derechos específicos que 
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impulsan declaraciones y convenios de carácter supranacional que luego obligan a los 

Estados a cambiar su conducta y respetar el Pacta Sunt Servanda.  

 

Bajo ese contexto de globalización, la coyuntura que muchos países atravesaban con  

conflictos bélicos provocados por la guerra fría, tendrían fin para abrir paso a los procesos 

de paz para alcanzar la reconciliación nacional, siendo aquí donde las demandas indígenas 

empiezan a tener sus primeros frutos con lo que llama el constitucionalismo multicultural.  

Muestra de ello, la carta magna de varios países fue reformada como es el caso de Canadá 

en 1982, Guatemala en 1985 y Nicaragua en 1987; así mismo, Brasil en 1988 cuya 

constitución fue un adelanto a lo que se aprobaría más adelante en el Convenio 169 por la 

OIT (De Sousa, 2010).  

 

Todo lo anterior constituye una preparación del campo para lo que se venía, ya que a 

finales de esta década el tema indígena surge con mayor apogeo, cuyo movimiento 

comienza a organizarse mejor para posicionarse como actor internacional y pasa de ser un 

movimiento contemplativo a uno participativo y activo, pasan de ser invisibilizados a ser 

protagonistas políticos.  Esto se refleja con los acontecimientos que se van desarrollando 

como el de 1987 con la celebración del Consejo Mundial de los Pueblos Indios en Perú.  En 

1989 se celebra el Primer Encuentro Latinoamericano de las Organizaciones Populares e 

Indígenas de donde nace la campaña 500 años de resistencia indígena y popular, que 

obedece a una respuesta de oposición a lo que ya se venía anunciando con la celebración 

por parte de los Estados de los 500 años de conquista española (Velasco, 2003). 

 

Cabe señalar que es principalmente esta campaña la insignia para que los pueblos indígenas 

inicien su lucha por el reconocimiento de sus derechos y costumbres, logren el 

acercamiento entre organizaciones indígenas para la construcción de una agenda común y 

alcancen su fortalecimiento a través del movimiento indígena que les permite su 

articulación continental como es el caso del Movimiento Indígena Latinoamericano (Gros, 

citado en Guzmán, s.f.). 
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En ese sentido, se centraron en poner punto final a 500 años de opresión y discriminación, 

comienzan a exigir una sociedad nueva y democrática, respetuosa de la variedad cultural 

con Estados que respondan a los intereses y necesidades del pueblo indígena; así mismo, 

demandan recobrar sus tierras, territorios, recursos naturales, el derecho a vivir en armonía 

con la naturaleza, su identidad como naciones de diversas etnias y culturas (Velasco, 2003). 

 

Las anteriores demandas fueron ciertamente atendidas con la aprobación del Convenio 169 

de la OIT en 1989, considerado el logro más importante de esta década por las siguientes 

razones: -por primera vez los pueblos indígenas fueron reconocidos como tal en el derecho 

internacional, ya que a diferencia del Convenio 107, en el Convenio 169 se les reconoce 

como pueblos [no poblaciones] y su estrecha relación con la naturaleza, medio ambiente, 

tierra y territorio; -dicho reconocimiento no solo fue por los Estados miembros de la OIT, 

también por el resto de la comunidad internacional; -con lo que empezaron a ser 

reconocidos a nivel internacional y a lo interno de los Estados como miembros y sujetos 

activos, sujetos de derechos y actores políticos (Sánchez, citado en Guzmán, s.f.).  Aunque 

lo anterior se visibilizó hasta en la siguiente década, para atender evidentemente la 

demanda popular pero también para dar respuesta a las necesidades globalizantes que 

exigían una integración en todo sentido.   

 

Tercera etapa, la década de los 90´s: Esta etapa se caracteriza por el inicio de la era 

democrática en América Latina, lo que ayuda a generar varios cambios en los países del 

área donde sobre sale el enérgico papel que juega el movimiento indígena latinoamericano 

ya que se vuelve en un actor protagónico en los organismos internacionales 

gubernamentales y en la plataforma internacional que crean las organizaciones indígenas.  

Se puede mencionar también el papel de líderes indígenas que sobresalen por su papel de 

denuncia y lucha internacional, entre ellos destaca el caso particular de los líderes que 

estuvieron acompañando las negociaciones para la firma de paz en Guatemala; tal y como 

es el caso de la doctora Rigoberta Menchú, entre otros. 
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Como logros característicos de esta década, se resalta que con la entrada en vigor del 

Convenio 169 en trece países [la mayoría latinos], sus efectos empiezan a sentirse a través 

de la incorporación de derechos indígenas específicos en las legislaciones nacionales.  Con 

ello se reafirma el derecho a la identidad y diversidad cultural que ya había sido introducido 

en algunos países con las reformas constitucionales en los ochenta; asimismo, un nuevo y 

largo listado de derechos como el de la consulta y participación.  Se aceptan a las 

autoridades indígenas en cierta medida y se desarrolla el concepto de nación multiétnica y 

Estado pluricultural.  Además, se abre la discusión sobre el reconocimiento de las normas o 

derecho consuetudinario indígena y las funciones jurisdiccionales o de justicia dando 

apertura al pluralismo jurídico que se empieza a considerar en algunos países, rompiendo 

con el monismo jurídico.  

 

Contagiados por los cambios, otros países reforman su constitución para tomar en cuenta la 

normativa internacional reciente que atendía la demanda del movimiento indígena, tal es el 

caso de Colombia en 1991, México y Paraguay en 1992, Perú en 1993, Bolivia y Argentina 

en 1994, Ecuador que tuvo dos reformas en 1996 y en 1998, para casi fin de siglo con 

Venezuela en 1999.  En el caso de Guatemala ya había reformado su constitución en 1985 

pero con la firma de los Acuerdos de Paz, en específico el de Identidad y Derecho de los 

Pueblos Indígenas en 1995 da impulso para que el Estado ratificara un año después el 

Convenio 169.  

 

Con este nuevo orden normativo los Estados adoptan una política neo-indigenista con lo 

que sobresalen dos elementos. Uno es el reconocimiento legal que se le da al indígena 

donde se deja de ver como una simple realidad sociológica; y dos, se toma esa condición de 

indígena como una categoría social y ya no como una categoría étnica en la relación de 

poder que maneja la sociedad dominante (Gros citado en Guzmán, s.f.).   

 

Para interpretar e implementar estas nuevas tendencias en el derecho internacional, los 

Estados impulsan modelos de atención a la población indígena. En Guatemala y en la 

mayoría de países Latinoamericanos se ensayaron las ventanillas indígenas, dependencias 
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estatales que dan seguimiento a los temas fundamentales como derechos al desarrollo, 

derechos de las mujeres indígenas, promoción de los idiomas nativos y lucha contra la 

discriminación. No obstante, esta actitud no ha sido sustantiva, por los limitados alcances 

de dichas dependencias, que carecen del presupuesto adecuado y son influenciadas por la 

política partidista.  

 

En otro orden de ideas, se debe considerar que la época de reconstitución del orden político 

y social que se genera con la adopción del multiculturalismo se dio paralelamente a las 

reformas del Estado en el marco de la globalización, por lo que este período llega a ser de 

contradicciones.  Por un lado, derechos recién conquistados por los pueblos indígenas que 

al fin atienden parte de las demandas más recurrentes; y por otro lado, la apertura de 

mercado con preferencia a las trasnacionales que trajo nuevas formas de despojo territorial 

por la venta forzada de tierras de las comunas indígenas, sin duda alguna, despiertan el 

descontento indígena que traerá nuevamente movimientos de resistencia reformulados que 

se verán a principios del nuevo siglo (Velasco, 2003).                                                                                                                    

 

Cuarta etapa, la década de nuevo siglo: En esta década se continúan asentando los 

resultados de las arduas y persistentes reivindicaciones indígenas, tanto en el orden legal 

como institucional, en lo nacional e internacional, que buscan generar un cambio estructural 

aunque pareciera ser más de fachada ya que se aprueban reformas legislativas, se crean 

instancias específicas que ven el tema indígena; no obstante, el cambio estructural no se da 

en las relaciones de poder sobre todo económico y político, por lo que las condiciones de 

desigualdad, pobreza y discriminación continúan en muchos países.   

 

Sin embargo, la coordinación y articulación del movimiento indígena se fortalece 

significativamente en esta década creando diversos espacios de discusión, intercambio y 

movilización de gran capacidad en lo local, regional y continental; especialmente, en 

instancias intergubernamentales como en organizaciones no gubernamentales (Bruckmann, 

2009).  
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Lo anterior contribuye a refrendar su lucha y alcanzar como principal logro de esta década, 

la aprobación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas en el 2007, considerándose el instrumento con mayor consenso recopilado entre 

los representantes de los pueblos indígenas, las organizaciones no gubernamentales y de los 

Estados, porque su contenido fue ampliamente discutido ante la diversidad de actores que 

participaron en su elaboración, sumado al tiempo que llevó aprobarlo. 

 

Posterior a la aprobación de la Declaración, el reclamo social sobre el poco impacto del 

modelo de desarrollo capitalista en el desarrollo de los pueblos indígenas refrenda las 

reivindicaciones indígenas y se hace sentir en diferente eventos ya no solo regionales sino a 

escala mundial.  Aquí cabe resaltar el papel del Foro Social Mundial que se ha convertido 

en un gran espacio de discusión plural y diversificado, que precisamente en su convocatoria 

de enero 2009, las organizaciones y redes indígenas presentes recalcan la necesidad de “la 

más amplia unidad para articular alternativas a la crisis de civilización occidental 

capitalista” (Bruckmann, 2009, párr.11). 

 

Dichas organizaciones demandaron en su declaración principalmente:  

 (a) la tierra como fuente de vida y el agua como derecho humano fundamental; (b) 

 descolonialidad del poder y el autogobierno comunitario; (c) la autodeterminación 

 de los pueblos; (d) la unidad, equidad y complementariedad de género; (e) el 

 respeto a las diversas espiritualidades desde lo cotidiano y diverso; (f) liberación de 

 toda dominación o discriminación racista, etnicista o sexista; (g) las decisiones 

 colectivas sobre la producción, mercados y la economía; (h) la descolonialidad de 

 las ciencias y tecnologías; (i) por una nueva ética social alternativa a la del 

 mercado. (Bruckmann, 2009, párr.12)    

 

Luego de exponer el protagonismo del movimiento indígena durante las diferentes décadas, 

este se puede caracterizar de la siguiente forma: Emerge como una fuerza anti-

homogenización, nace de la voluntad insistente de los pueblos indígenas de resistirse a 

negar su identidad y cultura, se fortalece y resiste ante las múltiples políticas 
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asimilacionistas y homogeneizadoras desde la época de la colonia y al posterior 

establecimiento de los Estado-nación modernos. 

 

En otro sentido, puede afirmarse que la globalización logra muchos procesos de integración 

hasta uno que no se imaginaba y que se dio independientemente de las decisiones de los 

actores políticos y económicos tradicionales, el cual es la integración de los pueblos 

indígenas a través de los movimientos organizados.  Mismo que a pesar de tener logros 

importantes a nivel internacional como difundir y concientizar sobre las reivindicaciones 

indígenas le falta resolver el principal problema, que dentro de sus Estados los gobiernos 

implementen medidas apropiadas en consulta y cooperación con los pueblos indígenas para 

alcanzar los fines planteados en el derecho internacional de los pueblos indígenas aprobado 

a través de instrumentos tales como la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos indígenas.  

 

 

2.4 La cuestión indígena en el sistema internacional hasta el 2007, previo a la 

Declaración 

 

Es importante comenzar, citando el concepto de sistema internacional dictado por Esther 

Barbé, quien lo concibe como: “un conjunto de actores cuyas relaciones generan una 

configuración de poder (estructura) dentro de la cual se produce una red compleja de 

interacciones (proceso) de acuerdo a determinadas reglas” (citado en Velázquez, 2011, 

p.162).  El rumbo que tomen esas interacciones internacionales, va dictado por el orden 

mundial e internacional, en base a ello se discuten y norman temas de diversa índole que 

llegan a afectar a nivel nacional.   

 

En ese entendido, hay acontecimientos que conllevan factores de transformación que 

permiten la mutación de la sociedad internacional, acontecimientos tan trascendentales que 

marcan la diferencia entre un antes y un después en el sistema internacional.  Cabe citar 

aquí el desencadenamiento del proceso de descolonización que influye y conforma una 
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nueva comunidad internacional contemporánea. Como bien lo indica Truyol la 

mundialización de la sociedad internacional se consagra con la descolonización del mundo 

afroasiático; el surgimiento de un nuevo contexto internacional se define después de este 

hecho, donde a la comunidad internacional se agrega la multilateralidad, convirtiéndola en 

universal y multicultural (Ripol, 1994).  

Como se verá a continuación, partiendo de este concepto se puede analizar como el tema 

indígena fue posicionándose en el escenario internacional obedeciendo a una corriente 

política internacional, que aunque el tema había sido tratado en determinado sistema 

internacional, no había sido un tema de mayor trascendencia en la agenda internacional 

como lo llega a ser posteriormente cuando se transforma la sociedad internacional. 

Bajo este contexto, en los años 70 se dio la pluralización de las relaciones internacionales, 

donde otros temas aparte de los tradicionales empiezan a ser importantes de tratar, entre 

ellos está el tema de “los pueblos”, que llega a ser primario por su creciente importancia e 

impacto que toman en la disciplina de las relaciones internacionales.  En esa década, 

Hedley Bull explicaba la emergencia de los pueblos como nuevo y crucial sujeto en las 

relaciones internacionales, relacionando a los pueblos con el orden mundial y a los Estados 

con el orden internacional en función de la preservación de su existencia (Citado en 

Hutschenreuter, 2013). 

Aunque el término “pueblos” antes mencionado hacía referencia a los pueblos africanos 

recién independizados en particular, no se puede obviar que para ese entonces el tema 

indígena ya era sujeto de investigación pero bajo el término de “poblaciones indígenas” y 

vistas bajo el contexto de la prevención de la discriminación y su protección como 

minorías.   

No obstante, esto fue cambiando a partir de los resultados de la investigación  que fuere 

ordenada en 1971 al Relator Especial, el sr. Martínez Cobo por la Subcomisión de 

Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías, mismo que resaltó la 

importancia en el reconocimiento de los problemas de derechos humanos con que se 

enfrentaban los pueblos indígenas, por la discriminación y falta de respeto a su identidad 
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étnica (Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights [OHCHR], 

s.f.).  

A esa dinámica de cambio dejada por la descolonización y el reconocimiento de nuevos 

actores “los pueblos”; se suma el interés por investigar y ahondar en el tema “indígena” y 

su situación vulnerable para alcanzar el desarrollo.  Este interés se profundiza y avanza en 

la década de los 80, teniendo un importante impulso a finales de década con la aprobación 

del Convenio 169, ya que a través de este se acepta y conceptualiza el término “pueblos 

indígenas”.  Punto de partida para que se reconozcan también como actores políticos en el 

sistema internacional a través de dicho convenio. 

Por lo que si bien después de las guerras mundiales inicia un período identificado por la paz 

y la seguridad internacional, principios que rigen el orden jurídico internacional y la 

institucionalización para salvaguardarlos.  Con el fin de la guerra fría la tendencia dejada ha 

sido la implementación de regímenes democráticos y la instauración de sistemas 

económicos de mercado para lo cual era necesaria la descolonización de los pueblos que 

pasaron a ser el centro del nuevo orden internacional. Donde el ordenamiento jurídico 

internacional también se ve transformado con el nuevo orden mundial y el nuevo orden 

internacional, ya que la descolonización abrió esa etapa de revisión del derecho 

internacional, dando paso al período del derecho internacional del desarrollo, donde se 

determina el cambio de un derecho internacional clásico que se caracteriza por ser liberal, 

oligárquico y descentralizado por un derecho internacional contemporáneo con rasgos de 

ser social, democrático e institucionalizado (Ripol, 1994) . 

A partir de 1989, el sistema internacional que rige es el contemporáneo, bajo el eje de la 

Globalización y cuyos actores entre otros, son los Estados-nación, organizaciones 

internacionales, empresas transnacionales, pero también los pueblos indígenas organizados.  

Donde estos últimos utilizan principalmente como medios la negociación diplomática y 

organizaciones internacionales como plataforma principal de acción (Velázquez, 2011).   

Para situar en el análisis del tema problema el concepto de Esther Barbé y el contexto 

histórico arriba mencionado, el sistema internacional en análisis está conformado por el 
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sistema de Naciones Unidas, compuesto por distintos actores entre los cuales están 

principalmente los Estados, las organizaciones tanto dentro de la misma estructura de la 

ONU como las no gubernamentales y los líderes indígenas que representan el movimiento 

indígena organizado.  Los factores que caracterizan este sistema son los políticos, sociales y 

culturales en gran medida y en menor pero no menos importante, están los factores 

económicos y demográficos.  Como procesos se puede determinar las distintas 

resoluciones, instrumentos y acuerdos a favor de los pueblos indígenas como resultado del 

comportamiento de los actores, un claro ejemplo lo conforman el Convenio 169 y la 

Declaración.  Las reglas se conforman por las distintas normas bajo las cuales se rige el 

sistema.  

Bajo este argumento, se puede determinar que las Naciones Unidas empezó a tratar el tema 

indígena en el contexto de la lucha contra el racismo y discriminación, posteriormente 

como sujeto de derechos individuales y colectivos.  Por lo que se pueden dictar 5 tipos de 

abordajes para el tratamiento de la cuestión indígena en este sistema, que influyeron en la 

construcción del contenido de la Declaración como a continuación se mencionan. 

 

2.4.1 Las plataformas de discusión y las distintas investigaciones sobre la 

problemática indígena que dieron a conocer la dimensión del problema. Dentro de las 

investigaciones más sobre salientes y que se puede señalar como la raíz de la Declaración, 

está el ya mencionado de Martínez Cobo, ya que con este se descubre la importancia y 

urgencia de la cuestión indígena a nivel internacional.  Resaltó el problema de la 

discriminación de los pueblos indígenas (1970-1984), el mismo concluyó que la constante 

discriminación contra los pueblos indígenas ponía en peligro su existencia.  Otros estudios 

de expertos comprenden: el estudio sobre la protección del patrimonio de los pueblos 

indígenas, el estudio sobre la relación de los pueblos indígenas con su territorio y el estudio 

sobre los tratados, acuerdos y otras estipulaciones de cooperación entre los Estados y las 

poblaciones indígenas; los tres elaborados en el seno del Grupo de Trabajo de Poblaciones 

Indígenas (1983-1999) y cuya importancia radica en ser investigaciones en un contexto 
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menos politizados que brindaron importantes aportes para la construcción de la normativa 

relacionada a los derechos de los pueblos indígenas (OHCHR, s.f.).  

 

En lo que respecta a las plataformas de discusión, entre la década de los 80 y 90 se da una 

apertura y los pueblos indígenas empiezan a ser escuchados, tal y como ocurre en la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Cumbre de 

la Tierra) en 1992, donde se escuchó la voz colectiva de los pueblos indígenas quienes 

expresaron su preocupación por el deterioro de sus tierras y territorios y del medio 

ambiente.   

Al siguiente año, se realizó la segunda Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos, 

donde la participación indígena fue bastante significativa con oportunidad de algunas 

intervenciones; asimismo, se reconoció la responsabilidad de todos los Estados Miembros 

de las Naciones Unidas de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales de 

los pueblos indígenas, a la vez que nace la idea de crear un foro permanente en las 

Naciones Unidas para los pueblos indígenas.  Otras conferencias a nivel Mundial se dieron 

con participación indígena importante como lo fue la Conferencia de la Mujer (1995), la 

Cumbre Social (1996) y la Conferencia Mundial contra el Racismo (2001).  A esto se 

suman reuniones específicas celebradas en esa década como lo son: la reunión de expertos 

sobre la autonomía indígena (1989) y la otra sobre los derechos territoriales de los pueblos 

indígenas (1996), las cuales permitieron compartir experiencias nacionales positivas y 

hacer recomendaciones útiles (OHCHR, s.f.).  

 

2.4.2  Los órganos creados específicamente para la investigación del tema y 

elaboración de propuestas. Aunque ya existían ciertas instancias en Naciones Unidas 

que abordaran la cuestión indígena, es partir de 1982 que se establecen distintos espacios 

donde se fortalece la discusión de forma permanente sobre los derechos de los pueblos 

indígenas, como el Grupo de Trabajo sobre las Poblaciones Indígenas establecido para 

examinar y promover los derechos de los pueblos indígenas a través de la adopción de 

normas internacionales relativas a sus derechos humanos, el cual en 1985 comienza a 
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trabajar el proyecto de la Declaración y en 1993 presenta un texto definitivo ante la 

Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías que lo 

aprueba en 1994 y lo remite a la Comisión de Derechos Humanos que en 1995 nombra el 

Grupo de Trabajo sobre el Proyecto de Declaración de los Derechos de los Pueblos 

Indígenas.  Finalmente, a mediados del segundo Decenio Internacional, la Comisión de 

Derechos Humanos aprobó el 29 de junio de 2006 la Declaración sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas y recomendó su aprobación por la Asamblea General, que así lo hizo el 

13 de septiembre de 2007.  

Cabe resaltar que mucha de la participación de representantes indígenas tanto en las 

plataformas de discusión como en las reuniones de los órganos, se debe al apoyo financiero 

brindado por el Fondo de Contribuciones Voluntarias para los Pueblos Indígenas, creado en 

diciembre de 1985 para prestar dicha asistencia y garantizar la participación indígena. 

Es importante recalcar, que es en el Sistema de Naciones Unidas donde se crean una serie 

de instancias específicas para el tratamiento de la cuestión indígena a nivel internacional, 

pero a la vez llega a ser un eje transversal en varios de sus órganos temáticos, dentro de los 

cuales están los organismos especializados como la UNESCO, la OIT y la Organización 

Mundial de la Salud (OMS), cada una de las cuales se interesa por la situación de los 

pueblos indígenas.  

Además, sumado a los dos grupos de trabajo ya mencionados los que dependen de la 

Comisión de Derechos Humanos, cuyas funciones se encuentran hoy a cargo del Consejo 

de Derechos Humanos, en su resolución 2001/57 creó la figura del Relator Especial para la 

situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas con el 

mandato de recibir e intercambiar informaciones de los gobiernos, las comunidades 

indígenas y otras fuentes relevantes relacionadas con la situación de los derechos y las 

libertades fundamentales de los indígenas; así como, formular recomendaciones y 

propuestas sobre medidas y actividades que puedan ser tomadas para prevenir violaciones 

de tales derechos y libertades (OACNUDH, s.f.).  
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Con la entrada del nuevo siglo uno de los grandes logros que obtuvieron los pueblos 

indígenas dentro del Sistema de Naciones Unidas fue la creación en el año 2000 del Foro 

Permanente para las Cuestiones Indígenas, el cual vino a integrarse como órgano 

subsidiario del Consejo Económico y Social con la función de asesorarlo y ayudar a 

coordinar las actividades de las Naciones Unidas en este ámbito.  En el 2002 celebró su 

primer periodo de sesiones, a partir del cual se constituyó en un impulso y refuerzo para la 

aprobación de la Declaración ya que a través del mismo los pueblos indígenas presentan sus 

opiniones como miembros de pleno derecho de un órgano de las Naciones Unidas. 

Por último, en el 2007 se crea el Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, con el objetivo de prestar asesoría temática sobre los derechos de los pueblos 

indígenas al Consejo de Derechos Humanos. 

 

2.4.3 Los Decenios Internacionales sobre Pueblos Indígenas. La participación 

indígena en el sistema internacional se hizo notar con sus discursos reivindicativos que 

tuvieron eco y respuesta en varias instancias que sentían la necesidad de corresponder de 

alguna forma en un nivel político al menos.  Tal es el caso de la Asamblea General de 

Naciones Unidas que proclamó 1993 como Año Internacional de las Poblaciones Indígenas 

del Mundo, siendo importante ya que se da la pauta a cambios y a una mayor apertura de 

espacios dentro del sistema de Naciones Unidas.  Empezando, con el hecho que brindó la 

oportunidad para que los dirigentes indígenas se pronunciaron por primera vez en la 

historia de las Naciones Unidas desde la tribuna de la Asamblea General.  Se designó como 

Embajadora de Buena Voluntad del año a Rigoberta Menchú Tum, quien un año antes 

había sido galardonada como Premio Nobel de la Paz (OHCHR, s.f.).   

En 1994 se establece el Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo 

(1995­2004) con el objetivo principal de fortalecer la cooperación internacional para la 

solución de problemas que aquejan a las poblaciones indígenas en aspectos como derechos 

humanos, desarrollo, medio ambiente, salud y educación (Gavilan, s.f.).  Consolidando el 

compromiso contraído por la Naciones Unidas en promover y proteger los derechos de los 
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pueblos indígenas del mundo.  Cuando el Decenio Internacional se aproximaba a su fin, la 

Asamblea General proclamó un Segundo Decenio Internacional de los Pueblos Indígenas 

del Mundo (2005­2014) bajo cinco objetivos fundamentales:  

➢ El fomento de la no discriminación y de la inclusión de los pueblos indígenas en la 

elaboración, aplicación y evaluación de la legislación, las políticas, los recursos, los 

programas y los proyectos en todos los niveles;  

➢ El fomento de la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas en las 

decisiones que afectan directa o indirectamente a sus estilos de vida, a sus tierras 

tradicionales, su integridad cultural o cualquier otro aspecto de sus vidas;  

➢ La redefinición de las políticas de desarrollo para que incluyan una visión de 

equidad y de la diversidad cultural y lingüística de los pueblos indígenas;  

➢ La adopción de políticas, programas, proyectos y presupuestos que tengan objetivos 

específicos para el desarrollo de los pueblos indígenas, con parámetros concretos, e 

insistiendo en particular en las mujeres, los niños y los jóvenes indígenas;  

➢ La creación de mecanismos de supervisión estrictos y la mejora de la rendición de 

cuentas a rodos los niveles en lo tocante a la aplicación de los marcos jurídicos, 

normativos y operacionales para la protección de los pueblos indígenas y el 

mejoramiento de sus vidas.  

 

2.4.4  La normatividad internacional sobre el tratamiento de los Estados hacia 

los pueblos indígenas. Se puede decir que la madurez de los pueblos indígenas como actor 

político internacional se va consolidando a la par de la base legal de los derechos de estos 

pueblos, que prácticamente alcanza su momento cúspide con la aprobación de la 

Declaración.  Sin embargo, previo a ello se fue desarrollando todo un marco jurídico 

internacional a través de convenios, declaraciones, entre otros una serie de instrumentos 

que construyen el derecho internacional de los pueblos indígenas en el marco del sistema de 

Naciones Unidas y sus diferentes organismos.   
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Cabe citar en orden cronológico los principales instrumentos que desarrollan de manera 

general o específica la cuestión indígena.  Comenzando con el Convenio 107 de la OIT de 

1957, el cual es el primer instrumento internacional que trata el tema indígena y que dicta 

de manera inicial, las obligaciones de los Estados hacia las poblaciones indígenas y tribales 

en el marco de mejorar sus condiciones especialmente de trabajo.  Sigue la Declaración de 

las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial de 

1963 que llega a ser un precedente de la Convención Internacional sobre la eliminación de 

todas las formas de Discriminación Racial de 1965, cuya vigencia fue hasta en 1969.  Dicha 

convención es un claro ejemplo de ser un mecanismo jurídicamente vinculante y ha sido 

muy elemental en la lucha contra la discriminación.   

Entre otros instrumentos que tratan el tema, pero en menor alcance se pueden citar: el 

Programa 21-Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo de 1992; el Convenio 

sobre la Diversidad Biológica de 1993, aprobado en el marco de la Conferencia de las 

Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo; Declaración y Programa 

de Acción de Viena de 1993, aprobado en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 

donde se aseveró: 

La dignidad intrínseca y la incomparable contribución de los pueblos indígenas al 

desarrollo y al pluralismo de la sociedad y reitera  firmemente la determinación de 

la comunidad internacional de garantizarles el bienestar económico, social y cultural 

y el disfrute de los beneficios de un desarrollo sostenible. (Food and Agriculture 

Organization [FAO], 2011, p.25) 

Así mismo, la Declaración de Atitlán la cual resalta la importancia que tienen los recursos 

naturales y la libre determinación para la seguridad y soberanía alimentaria de los pueblos 

indígenas (FAO, 2011). Por último, uno de los instrumentos más importantes en la materia 

se puede decir que es el Convenio 169 de la OIT de 1989, ya que es sin duda uno de los 

mayores logros del movimiento indígena internacional, cuya entrada en vigencia 

internacional en 1991 significó un éxito con la ratificación de la mayoría de países de 
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América.  Por su relevancia en comparación con los instrumentos antes mencionados vale 

hacer un breve análisis de su contenido a continuación.  

El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, es 

un instrumento jurídico internacional íntegro que reconoce los derechos de los pueblos 

indígenas y los principios que deben regir su relación de los Estados principalmente hacia 

estos pueblos (Gavilan, s.f.).  Es un instrumento vigente y vinculante con las normas 

internas de los Estados que la han aprobado.   

En ese entendido, cabe resaltar que es el primero en su género, porque entre otras cosas 

descarta la política de asimilación o integración hacia los indígenas aplicada por los 

gobiernos durante siglos; reconociéndoles los derechos culturales, sociales y económicos.  

Específicamente los derechos fundamentales de los pueblos indígenas como el derecho a la 

tierra, salud, educación, participación y consulta (Gavilan, s.f.). 

Entre los elementos innovadores de este instrumento están: a) Por primera vez en un 

instrumento jurídico, se reconoce a los indígenas como pueblos aunque no en el contexto de 

aplicación de los derechos que en el ámbito del derecho internacional se le aplican a dicho 

término. b) Define y diferencia entre pueblos indígenas y pueblos tribales, sin supeditar a 

que sean precisamente una minoría o no. c) Resalta el criterio de auto identificación que se 

refiere a la conciencia de la identidad indígena o tribal de un grupo. d) Norma e instruye a 

los Estados adoptar medidas para la participación de los pueblos en la toma de decisiones 

en aspectos que les afecten, el contar con su consentimiento libre, previo e informado como 

finalidad de las consultas. f) Norma el derecho a la consulta como una obligación del 

Estado y un derecho de los pueblos. g) Reconoce derechos laborales y de 

profesionalización. Descarta los derechos políticos en función de naciones indígenas, la 

libre determinación, derecho a su autonomía, territorialidad y autogobierno.   
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2.4.5 Las recomendaciones de los órganos de la ONU para la vigencia de los 

derechos de los pueblos indígenas, caso Guatemala. En el caso de las recomendaciones 

de los órganos, están las que vienen de órganos que derivan de un instrumento ratificado 

por el Estado y por otro lado, están las que emiten los órganos que se derivan de los 

procedimientos especiales como lo son los relatores, que no se derivan de un instrumento 

aprobado por el Estado, pero este al ser miembro de la ONU se sujeta a tomar en cuenta las 

recomendaciones emitidas.   

Sobre salen especialmente dos, el primero es el Relator Especial sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas o como anteriormente se llamaba “Relator Especial sobre la situación de 

los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas”, quien visitó Guatemala 

por primera vez en el 2002 y por segunda vez en el 2006, para verificar la situación de 

discriminación racial y étnica que enfrentan los Mayas, Xincas y Garífunas.   

Entre las observaciones y recomendaciones en forma resumida se señalan las siguientes 

(OACNUDH, s.f.): 

➢ La existencia de prejuicios en contra de aspectos de la cultura indígena, como su 

espiritualidad y el uso de su lengua, más el cúmulo de desventajas para el acceso a 

los beneficios de desarrollo y participación política y social.    

➢ En cuanto a situación de la mujer y de la niñez indígena, recomendó que se tomen 

medidas especiales de protección tales como, mayor apoyo económico, político y 

legal a las instituciones que les atienden. 

➢ Para su segunda visita a Guatemala, el Relator señaló algunos cambios y avances en 

relación con la situación de los derechos de los pueblos indígenas en el país, tales 

como el fortalecimiento de la DEMI y una mayor sensibilización de las autoridades 

del Estado acerca de la necesidad de conceder prioridad a la situación de los 

derechos de los pueblos indígenas.  

➢ Recomendó la atención urgente del Gobierno de Guatemala y la continua 

cooperación de la comunidad internacional; así como, una gran campaña pública y 

nacional en torno al respeto de la diversidad cultural con el objeto de lograr la 

justicia y la plena participación de los pueblos indígenas. 
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➢ Asimismo, recomendó la implementación del Acuerdo sobre Identidad y Derechos 

de los Pueblos Indígenas, brindando suficiente apoyo institucional y asignaciones 

presupuestarias, y el apoyo al sistema judicial para garantizar que las víctimas de las 

violaciones de los derechos humanos, y en particular las mujeres indígenas, 

encuentren reparación. 

Además del Relator Especial, otras instancias del Sistema de Naciones Unidas han emitido 

recomendaciones dirigidas al Gobierno de Guatemala para garantizar la vigencia de los 

Derechos de los Pueblos Indígenas.  Tal es el caso del Comité para la Eliminación de la 

Discriminación Racial (CERD, por sus siglas en inglés), que ha examinado al Estado de 

Guatemala en 1984, 1995, 1997, 2006, 2010 y 2015.  La adhesión del Estado de Guatemala 

a la Convención se realizó mediante Decreto Ley 105-82 y su ratificación fue en 1983.  Sus 

recomendaciones principales se resumen en (OACNUDH, s.f.): 

➢ Plena participación de los indígenas, en especial de la mujer indígena en los asuntos 

públicos y tomar medidas efectivas para asegurar que todos los pueblos indígenas, 

particularmente los xincas y garífunas, participen en todos los niveles. 

➢ Tomar medidas que reconozcan y protejan los derechos de los pueblos indígenas a 

poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras y territorios. Esto incluye la 

adopción de medidas para que las tierras y territorios que tradicionalmente les han 

pertenecido, les sean devueltas en los casos en que se les ha privado de ellas sin su 

consentimiento libre e informado. 

➢ Al tomar decisiones relacionadas directamente con los derechos e intereses de los 

pueblos indígenas, el Estado deberá esforzarse en obtener su consentimiento con 

conocimiento de causa. 

➢ Tomar medidas para asegurar que las áreas habitadas predominantemente por 

pueblos indígenas puedan beneficiarse con el acceso al sistema judicial y tomar 

medidas legislativas para reconocer y respetar la práctica del derecho indígena y las 

autoridades indígenas. 
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De los 5 puntos antes citados, se puede deducir que la cuestión indígena ha tenido una 

amplia cabida en el Sistema Internacional de Naciones Unidas, con un fuerte apogeo de 

más de 20 años, donde se destaca la apertura política, institucional, diplomática y 

normativa.  Sin embargo, ha enfrentado tres dicotomías importantes de mencionar. La 

primera, es sobre el reconocimiento de sus derechos donde se ha visto intrínseco el 

reconocimiento de derechos individuales en el contexto de sus derechos humanos, pero 

también sus derechos colectivos como pueblos, los cuales representan una amenaza 

especialmente para aquellos Estados donde se ha visto una creciente industria extractiva.   

La segunda, se relaciona con el reconocimiento de la definición del término pueblos 

indígenas como ya se mencionaba con anterioridad aunque el Convenio 169 lo 

conceptualizan como pueblos indígenas, los gobiernos de los distintos Estados miembros 

de las Naciones Unidas temen al término pueblos indígenas, dado que no quieren extender 

el alcance de la libre determinación a los pueblos indígenas (OHCHR, s.f.).   

La tercera, muy relacionada con la anterior, tiene que ver con el derecho a la libre 

determinación de los pueblos ya que es uno de los principios de las Naciones Unidas pero 

que a la vez ha sido una de las reclamaciones de los pueblos indígenas rechazadas por los 

Estados parte. 

 

 

2.5 La aprobación de la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los 

Pueblos Indígenas 

Se puede decir, que el período de consolidación de la fase de construcción del cuerpo legal 

en materia de derechos humanos de los pueblos indígenas, termina con la aprobación de la 

Declaración, momento en que culmina una etapa importante para los pueblos indígenas, 

donde las cuestiones como los derechos de los grupos y los derechos individuales, las 

tierras y los recursos fueron objeto de intensos debates. 
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La Declaración fue aprobada a través de la Resolución A/RES/61/295 del 13 de septiembre 

de 2007 y entró en vigencia en 2008.  Se puede decir que es el instrumento de mayor 

significado para los pueblos indígenas en lo que respecta al derecho internacional por las 

siguientes razones: a) Fue preparada y debatida oficialmente durante más de veinte años; b) 

Aprobada por mayoría de la Asamblea General de las Naciones Unidas con una votación de 

143 a favor, 4 votos en contra y 11 abstenciones; c) Se dio gracias al esfuerzo de 

negociación de varios Estados, representantes de pueblos indígenas y organizaciones no 

gubernamentales; d) Aunque se considerada la declaración más exhaustiva que existe sobre 

los derechos de los pueblos indígenas, sin duda ello garantizó la calidad de su contenido ya 

que permitió mayor participación y análisis para definir el resultado final; y e) Debe verse 

como un impulso para renovar esfuerzos de la comunidad internacional para enfrentar 

temas como la pobreza y la marginalización que atraviesan las personas indígenas en el 

mundo, según el mensaje de la Alta Comisionada y el Relator Especial antes citados 

(OACNUDH, s.f.).  

En el caso específico del Estado de Guatemala cabe resaltar que a través de su delegación 

ante las Naciones Unidas, se ha consolidado como un actor sobresaliente ya que con sus 

distintas intervenciones ha demostrado una aceptación total a la Declaración especialmente 

cuando la señalan como “la expresión de la voluntad política de la comunidad internacional 

por reconocer, defender y respetar a dichos pueblos” (OACNUDH, s.f., párr.2).  Pero sin 

duda alguna, esa buena voluntad tendrá que ser demostrada con acciones concretas en lo 

interno del Estado en especial en el sector público y para que se le dé sentido y alcance a 

las obligaciones contraídas ya por Guatemala en los diversos tratados internacionales que 

reconocen los derechos de los pueblos indígenas. 

 

2.5.1 Análisis del contenido de la Declaración. La Declaración se puede 

conceptualizar como un instrumento compuesto por un conjunto de normas a través de las 

cuales se cristalizan intereses, prácticas, principios y doctrinas en función de reconocer los 

derechos humanos de los pueblos indígenas en pro de su desarrollo integral.  Una función 

que puede cumplir, es la de ser una herramienta para la interpretación de los derechos y 
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obligaciones contenidos en otros instrumentos sobre pueblos indígenas; ya que recoge y 

ordena elementos de tratados internacionales, resoluciones, recomendaciones, opiniones y 

experiencias de órganos internacionales, con lo que contribuye a la formación de normas 

consuetudinarias y al reconocimiento de la existencia de sus elementos constitutivos (Foro 

Permanente para las Cuestiones Indígenas de las Naciones Unidas, s.f.). 

Entre las características que sobre salen de este instrumento están: a) Su contenido hace 

mención tanto de derechos individuales como derechos colectivos de los pueblos indígenas, 

siendo el primer instrumento jurídico internacional en abordar los derechos colectivos, 

reconociendo que los indígenas tienen derechos tanto como pueblos como personas; b) 

Complementa la normativa existente sobre el tema, especialmente el Convenio 169, ya que 

desarrolla e interpreta sus normas pero en un contexto específico y amplio de los pueblos 

indígenas; c) Diecisiete de sus 46 artículos se refieren a la cultura indígena y a cómo 

protegerla y promoverla; d) Quince de sus 46 artículos se refieren a la participación plena y 

efectiva de los pueblos indígenas en todas las decisiones que afectan a sus vidas, incluida la 

participación efectiva en un sistema de gobierno democrático; e) Esencialmente, la 

Declaración promueve el derecho de los pueblos indígenas a seguir siendo diferentes y a 

perseguir su propia visión del desarrollo económico y social; f) Es un instrumento 

significativo para evitar la violación de los derechos humanos de 370 millones de indígenas 

en todo el mundo y para prestar asistencia a los pueblos indígenas y a los Estados en la 

lucha contra la discriminación y la marginación (Foro Permanente para las Cuestiones 

Indígenas de las Naciones Unidas, s.f.). 

Con el fin de facilitar el análisis de la Declaración y evitar que esta parte sea exhaustiva, se 

presenta el siguiente esquema que facilita la comprensión de su contenido. Cabe mencionar 

que la idea de dicho esquema se tomó de un informe presentado por la OACNUDH (2009). 

 

➢ Normas generales de aplicación e interpretación de los derechos de los pueblos 

indígenas: En esta parte se recalca el pleno goce individual (persona) y colectivo 

(pueblos) de los derechos que menciona la Declaración; como lo es el derecho a la 

identidad y pertenencia indígena tanto individuo como pueblo.  También sobresale 
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la protección especial que otorga a ciertos grupos de personas indígenas donde 

abarca desde ancianos, mujeres, jóvenes, niños hasta personas con discapacidades. 

 

➢ Principios: Se rige bajo los principios de la Igualdad y no discriminación en la 

aplicación de varios derechos que menciona la Declaración, donde resalta el acceso 

a los medios de información sin discriminación en sus propios idiomas. Otro 

principio es la Igualdad de género, Consentimiento libre, previo e informado; y por 

último, el principio de la Participación que abarca el derecho a la participación 

indígena a todo nivel, tanto en la vida política, económica, social y cultural del 

Estado en dos vías: desde sus propias instituciones y en las ya existentes dentro del 

Estado.  

 

➢ Obligaciones del Estado en materia de derechos de los pueblos indígenas: Está el 

Deber de adoptar medidas eficaces por parte de los Estados en todos los aspectos 

para garantizar el cumplimiento de los principios y derechos contenidos en la 

Declaración y adoptar medidas especiales para los grupos en desventaja que son los 

que gozan de protección especial (arriba indicados).  Se suma el Deber de establecer 

mecanismos eficaces de prevención y resarcimiento que contempla las medidas que 

deben tomar los Estados en función de la prevención y resarcimiento contra la 

asimilación forzada y la destrucción de su cultura, la reparación por privación de 

bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales; así como, la reparación por 

despojo de medios de subsistencia y desarrollo, tierras, territorios o recursos y por 

actividades de utilización o explotación de recursos minerales, hídricos o de otro 

tipo en tierras y territorios indígenas, donde no se contempló el consentimiento 

libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres y 

cuya reparación puede ir desde la restitución o indemnización justa y equitativa 

según sea el caso.  Por último, el Deber de facilitar la cooperación y contactos 

transfronterizos en caso los pueblos indígenas estén en más de un Estado. 
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➢ Derechos civiles y políticos: Contempla el Derecho a la vida, a la integridad, 

libertad y seguridad tanto como personas (individual) como pueblos (colectivo).  

Además, el Derecho a la nacionalidad aplicable a toda persona indígena. 

 

➢ Derechos Económicos, Sociales, Culturales (DESC) y derecho al desarrollo: Aquí 

se encuentran los DESC y las condiciones de vida, donde se hace hincapié en que 

los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o 

instituciones políticas, económicas y sociales, a disfrutar de forma segura de sus 

propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas sus 

actividades económicas tradicionales y de otro tipo; todo ello sin discriminación y 

en pro del mejoramiento de sus condiciones de vida económicas y sociales.  

También se contemplan los Derechos laborales, Derecho a la salud, Derecho a la 

educación y Derecho al desarrollo. 

 

➢ Derechos colectivos de los pueblos indígenas: Radica aquí la diferencia principal 

con el resto de instrumentos en esta materia, ya que la Declaración es el primer 

instrumento que desarrolla los derechos colectivos de los pueblos indígenas.  Tales 

como el Derecho al propio idioma, Derecho a la cultura y el patrimonio cultural, 

Derecho a la tierra, los territorios y recursos naturales, Derecho a la identidad, 

Derecho a la consulta, Derecho a ejercer el sistema jurídico indígena y derechos 

ante la administración de justicia, Derechos de la niñez indígena, Derecho a la 

espiritualidad.  Resalta aquí la Libre determinación de los pueblos indígenas y su 

autonomía o autogobierno como derechos, pero supeditándolos a los asuntos 

internos y locales, sin que se interprete en el sentido de quebrantar  o menoscabar 

total o parcialmente la integridad territorial o unidad política de los Estados 

soberanos, respetando la integridad territorial de estos.  Por lo que en función del 

derecho a la libre determinación los pueblos indígenas determinan libremente su 

condición política, desarrollo económico, social y cultural; lo que les permite a 

conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, 

sociales y culturales, sin participar.    
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➢ Mecanismos nacionales de implementación y mecanismos internacionales para 

promover su implementación: Entre los mecanismos nacionales señala que los 

Estados deben adoptar medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas para 

alcanzar los fines de la Declaración; además, los Estados deberán brindar asistencia 

financiera y técnica a los pueblos indígenas para el disfrute de estos derechos.  

Sobre los mecanismos internacionales se refiere a la contribución que los órganos y 

organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas y otras 

organizaciones intergubernamentales deben brindar a través de la cooperación 

financiera y la asistencia técnica para una plena aplicación de la presente 

Declaración.  Asimismo, los distintos órganos de las Naciones Unidas, incluido el 

Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas y los organismos especializados, 

incluso a nivel local, así como los Estados, promoverán el respeto y la plena 

aplicación de las disposiciones de la presente Declaración y velarán por su eficacia 

(Art. 42).  

 

Sobre el carácter jurídicamente vinculante de la Declaración vale precisar que las 

declaraciones de las Naciones Unidas no tienen fuerza jurídica obligatoria, pero sí 

representan normas jurídicas internacionales que reflejan el compromiso de los Estados de 

avanzar en una cierta dirección y de respetar determinados principios.  No obstante, la 

Declaración tiene un efecto vinculante para la promoción, el respeto y el cumplimiento de 

los derechos de los pueblos indígenas en todo el mundo, solo en el sentido que no crea 

nuevos derechos, sino especifica o proporciona una interpretación de los derechos humanos 

consagrados en otros instrumentos internacionales de derechos humanos de resonancia 

universal que si son vinculantes (Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de las 

Naciones Unidas, s.f.). 

 

A lo anterior se puede agregar, el hecho de que la Declaración contenga normas aceptadas 

cada vez por más Estados, con lo cual se vislumbra que se establezcan en una práctica 

generalizada de los Estados que conlleve a una obligación internacional.  Vale la alusión 

acá al artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, donde llama a la 
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costumbre internacional, como prueba de una práctica generalmente aceptada que conlleva 

a ser una fuente importante del derecho internacional (Foro Permanente para las Cuestiones 

Indígenas de las Naciones Unidas, s.f.). 

 

Por último, es importante mencionar que por el contenido de la Declaración exige nuevos 

enfoques con respecto a las cuestiones mundiales, como el desarrollo, la descentralización y 

la democracia multicultural; donde los enfoques participativos de las cuestiones indígenas, 

que deberán adoptar los Estados incluyen celebrar consultas efectivas y establecer alianzas 

con los pueblos indígenas, solo así se garantiza lograr el pleno respeto de la diversidad 

(Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de las Naciones Unidas, s.f.). 

 

 

2.6 La cuestión indígena a nivel nacional a partir del Acuerdo sobre Identidad y 

Derechos de los Pueblos Indígenas (AIDPI) 

 

2.6.1 Implicaciones del AIDPI en la cuestión indígena en el País. Los Acuerdos 

de Paz constituyen una docena de acuerdos que fueron suscritos desde 1991 hasta la firma 

del acuerdo final en 1996, entre la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG) 

y el Gobierno de Guatemala. Sin embargo, no es hasta después de nueve años de su firma 

que fueron elevados a ley por medio de la aprobación de la Ley Marco de los Acuerdos de 

Paz Decreto 52-2005. Con ello pasaron a ser de compromisos políticos a compromisos de 

Estado y pueden ser considerados desde entonces, como política pública; al mismo tiempo 

que sirven de fundamento para la elaboración de políticas públicas en sus diferentes 

ámbitos.  Tal es el ejemplo de la propuesta de Política que es objeto de esta investigación, 

la cual tiene dentro de su fundamento los Acuerdos de Paz en especial el AIDPI. 

 

Los Acuerdos de Paz Firme y Duradera, particularmente el AIDPI tienen un especial 

significado para los pueblos indígenas de Guatemala. Por un lado, significan el fin de un 

tardado conflicto armado que afectó principalmente a población indígena. Y por otro lado, 

por los mismos daños causados a esta población mayoritaria en el país, se puede decir que 
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al menos en teoría los pueblos indígenas resultan ser los mayores beneficiarios por toda la 

normativa jurídica e institucional que se crea a partir de su firma, amparados en buena 

medida por el Convenio 169 de la OIT, que les brinda herramientas para sus demandas. 

Aunque la teoría dista mucho de la práctica, los Acuerdos de Paz, específicamente el de 

Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas sirven para traer a nivel nacional una 

discusión que inicia en el plano internacional, como lo constituye la discusión y análisis de 

los principales problemas que han afectado por años a los pueblos indígenas, por poner un 

ejemplo, la falta de políticas públicas incluyentes. Siendo así, como se inicia un nuevo 

camino democrático en la búsqueda de posibles soluciones, donde si bien es cierto los 

Acuerdos de Paz en general y el AIDPI en particular, no se han cumplido a cabalidad desde 

su aprobación, pero si han contribuido a dar un impulso al tema en lo jurídico, político e 

institucional.   

Entre los aspectos más relevantes de los Acuerdos de Paz en materia indígena que se 

pueden señalar, según los cita Álvaro Pop (2013, p.8): 

➢ Reconocen a Guatemala como una nación multiétnica, pluricultural y multilingüe; 

➢ Visibiliza a los cuatro Pueblos -Maya, Garífuna, Xinca y Ladino- y especialmente la 

identidad de los tres Pueblos Indígenas; 

➢ La importancia histórica del AIDPI, radica en que permite reconocer un antes y un 

después en la lucha de los Pueblos Indígenas por ser reconocidos como ciudadanos 

de plenos derechos, de la imperiosa necesidad de la reforma de Estado con enfoque 

intercultural y la construcción de la nación con capacidades multiculturales; 

➢ Sumado a lo anterior, el AIDPI se puede ver como una agenda que ayudó a 

posicionar a los pueblos indígenas especialmente al pueblo maya, como un actor 

social fundamental en el país.  

Los avances se pueden ver en la aceptación de la existencia de racismo en la sociedad 

guatemalteca donde se ha establecido cierta normativa, aunque se revelan muy pocos 

cambios en las actitudes racistas y discriminativas de las personas. No obstante, la revisión 
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de los avances por temas, da la impresión de muchos cambios pero la evaluación general 

muestra la misma tendencia colonial; es decir, que muchos de los compromisos del AIDPI 

se cumplieron formalmente pero no se lograron los objetivos (Cojtí, Son, & Rodríguez, 

2007). Esto es visible al mencionar las siguientes dicotomías dadas en el transcurso de la 

implementación del AIDPI hasta la fecha, donde se visualiza como le afectan en su 

aplicación plena y real hacia los pueblos indígenas (Cojtí, Son, & Rodríguez, 2007): 

➢ Por un lado, el AIDPI compromete al Estado a fundar diferentes organismos 

responsables de políticas especiales a favor de los pueblos indígenas. Más sin 

embargo, no se menciona ninguna institución central responsable para el acuerdo 

indígena y por consiguiente para las políticas públicas para los pueblos indígenas en 

Guatemala. 

➢ Por otro lado, si bien este acuerdo ya dio lugar a la creación de varias instituciones 

públicas especializadas y dependencias en distintos ministerios encargados de 

políticas públicas para los pueblos indígenas, estos cuentan con mínimos recursos, 

poca efectividad y visibilidad. Por ende no funcionan o no resuelven el problema 

que estaban obligadas a resolver, porque aún no constituyen de forma sistemática 

una estrategia nacional coherente y articulada, o un plan de acción realista con 

plazos y recursos definidos.   

➢ Aunque la cantidad de leyes e instituciones públicas pro indígenas existentes, brinde 

la impresión de tener una enorme cantidad de decisiones tomadas para el 

cumplimiento del AIDPI. El avance es disperso y desordenado, porque no hay 

fuerza institucional o voluntad política que tenga o mantenga ciertas condiciones 

para un avance sincronizado del cumplimiento conforme a un plan estratégico.   

➢ Pero también se constituye en falacias el reclamar por las leyes pro indígenas o 

dependencias pro indígenas con bulliciosa inauguración, que no cuenta con ningún 

presupuesto para su funcionamiento. Si a la par se puede ver una participación 

mínima, delegada, individual y coyuntural, no una participación institucionalizada 

de los pueblos indígenas en el Estado.  
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Entre la agenda pendiente, siguen temas trascendentales como el establecimiento de 

políticas públicas coherentes con adecuado financiamiento para que tengan el impacto que 

las necesidades demandan, institucionalizando los resultados aislados para que su impacto 

sea duradero. También el reconocimiento de la identidad de los pueblos Maya, Xinca y 

Garífuna en la constitución política de Guatemala que son parte de un cumulo de reformas 

constitucionales que están pendientes de hacerse por vía de la consulta popular.  

 

Además, el idioma oficial sigue siendo el castellano donde los idiomas indígenas son 

idiomas nacionales aún ausentes en todas las esferas y niveles de la administración pública. 

El diseño de la reforma educativa pendiente de su implementación integral.  

 

Por último, la espiritualidad de los pueblos indígenas aun no se reconoce como componente 

esencial de la cosmovisión Maya, Xinca y Garífuna. Estas acciones, no han logrado la 

inclusión política ni el acceso a mejores oportunidades de desarrollo con identidad de los 

pueblos Maya, Xinca y Garífuna.   

Por lo que el mayor reto que plantean los Acuerdos de Paz en especial el AIDPI, es que 

mientras no se proponga cambiar el paradigma de Estado monoétnico, monolingüe y 

monocultural con realismo y profundidad, ni se multiculturalicen el Estado y la democracia 

guatemalteca, no se podrá superar el racismo y la exclusión y por ende no se podrán 

generar e implementar debidamente políticas públicas y programas multiculturales.  En ese 

sentido, es impostergable y legitima la transformación del Estado. 

 

2.6.2 Instrumentos internacionales sobre los derechos de los pueblos 

indígenas ratificados por el Estado de Guatemala. Cabe señalar que el Estado de 

Guatemala como muestra de buena fe a nivel internacional ha aprobado con antelación 

previo a la Declaración, otros instrumentos internacionales en materia de derechos de los 

pueblos indígenas; que se puede decir, han contribuido a preparar el asidero legal para el 

reconocimiento y respeto de dichos pueblos, incluyendo obligaciones jurídicas para el 
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Estado que con la Declaración se confirman, desarrollan y complementan.  Entre dichos 

instrumentos están (OACNUDH, s.f.):  

➢ La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial, aprobada por medio de Decreto Ley 105-82;  

➢ El artículo 1º. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, aprobado mediante Decreto 69-87 del Congreso de la República;  

➢ El artículo 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada mediante 

Decreto 27-90 del Congreso de la República de Guatemala;  

➢ Los artículos 1 y 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

aprobado mediante Decreto 9-92 del Congreso de la República;  

➢ El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes, aprobado por medio de Decreto 9-96 del Congreso de la República 

de Guatemala;  

➢ Resolución sobre la acción de la OIT concerniente a los Pueblos Indígenas y 

tribales. 

 

2.6.3 Principales instrumentos nacionales sobre materia indígena. Según 

señala la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2001), el tema de los 

derechos de los pueblos indígenas en la legislación guatemalteca, se desarrollan en varias 

normas específicas y dispersas de rango constitucional y legal, caracterizada por integrar 

normas de reconocimiento y protección en favor de la niñez indígena, promoción de la 

educación bilingüe intercultural, creación de instituciones de protección y defensa de la 

mujer indígena. A esa cuenta, esta serie de normas internas le mandatan al Estado a 

respetar, promover y proteger a los pueblos indígenas.  

Sin embargo, como ha señalado el Relator Especial para la Situación de los Derechos 

Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indígenas:  

El problema principal, (...) es la brecha de implementación, es decir, el vacío entre 

la legislación existente y la práctica administrativa, jurídica y política. Este hueco 
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entre el nivel formal y el nivel real constituye una violación de los derechos 

humanos de los indígenas (...). Por esta razón, el Relator Especial recomienda a los 

gobiernos dar alta prioridad a la búsqueda de medidas y acciones concretas que 

ayuden a cerrar la brecha existente entre las legislaciones para la protección de los 

derechos humanos de los indígenas y su implementación efectiva. (citado en 

OACNUDH, s.f., párr.36)  

Dentro de ese marco legal nacional de derechos de los pueblos indígenas, se mencionan los 

siguientes instrumentos normativos (Fondo de Población de las Naciones Unidas [UNFPA], 

s.f.): a) Constitución Política de la República de Guatemala; b) Ley de Desarrollo Social; 

Reforma al código penal, decreto 57-2002(delito de discriminación); c) Ley de Idiomas 

Nacionales, decreto 19-2003; d) Ley de Promoción Educativa contra la discriminación, 

decreto 81-2002; e) Ley Marco de los Acuerdos de Paz, decreto 52-2005; f) Ley de 

Protección y Desarrollo Artesanal, decreto 141-96; g) Decreto 426: Se declara de interés 

nacional la protección de los tejidos indígenas; h) Acuerdo Ministerial 930, reformado por 

el Acuerdo Ministerial 759 del Ministerio de Educación, acerca de la promoción Educativa 

contra la discriminación.  De estos anteriores solo se desarrollan a continuación cuatro que 

se consideran los más trascendentales. 

➢ La Constitución Política de la República y los artículos sobre la materia.  En la 

Constitución Política de la República de Guatemala de 1985, se hace mención sobre 

algunos derechos de los pueblos indígenas, no obstante, no los reconoce como 

pueblos. En la Tabla 1, se puede observar en resumen el contenido de dichos 

artículos.  

 

 

 

 



 60 

Tabla 1 

Derechos de los Pueblos Indígenas en la Constitución Política de la República  

Artículo Derechos 

                                     Sección segunda, cultura 

Artículo 58 Se reconoce el derecho de las personas y de las comunidades a 

su identidad cultural de acuerdo a sus valores, su lengua y sus 

costumbres. 

Sección tercera, comunidades indígenas 

Artículo 66 Protección a grupos étnicos. Guatemala está formada por 

diversos grupos étnicos entre los que figuran los grupos 

indígenas de ascendencia maya. El Estado reconoce, respeta y 

promueve sus formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de 

organización social, el uso del traje indígena en hombres y 

mujeres, idiomas y dialectos. Como se puede ver en este artículo 

se limita al pueblo indígena de ascendencia maya, lo cual se 

queda corto en su alcance por ser que también existen en el País, 

pueblos de ascendencia Xinca y Garífuna. 

Artículo 67 Protección a las tierras y las cooperativas agrícolas indígenas. 

Las tierras de las cooperativas, comunidades indígenas o 

cualesquiera otras formas de tenencia comunal o colectiva de 

propiedad agraria, así como el patrimonio familiar y vivienda 

popular, gozarán de protección especial del Estado, de asistencia 

crediticia y de técnica preferencial, que garanticen su posesión y 

desarrollo, a fin de asegurar a todos los habitantes una mejor 

calidad de vida. Las comunidades indígenas y otras que tengan 

tierras que históricamente les pertenecen y que tradicionalmente 

han administrado en forma especial, mantendrán ese sistema. 

Artículo 68 Tierras para comunidades indígenas. Mediante programas 

especiales y legislación adecuada, el Estado proveerá de tierras 

estatales a las comunidades indígenas que las necesiten para su 

desarrollo. 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a: Constitución Política de la República de Guatemala. (1985). 

(pp. 19 y 21). 
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➢ Ley marco de los Acuerdos de Paz y el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los 

Pueblos Indígenas, AIDPI. A través del decreto del Congreso de la República 52-

2005, decreta la Ley Marco de los Acuerdos de Paz, con el objeto de: “establecer 

normas y mecanismos que regulen y orienten el proceso de cumplimiento de los 

Acuerdos de Paz” (Decreto ley 52-2005, art. 1). Dentro de su contenido, se pueden 

señalar los siguientes puntos que sobre salen: 

o A través de esta ley, les otorga el carácter de compromisos de Estado a los 

Acuerdos de Paz; 

o Le mandata al Estado ejecutar e impulsar los cambios normativos, 

institucionales y de políticas públicas implicados en los Acuerdos de Paz, en 

un proceso ordenado, integral y que promueva la más amplia participación 

de la sociedad; 

o Crea la institucionalidad de la paz, a través del Consejo Nacional para el 

Cumplimiento de los Acuerdos de Paz (CNAP), señalando su integración, 

funciones y presupuesto; 

o Considera también la creación de un mecanismo de coordinación de 

participación social y consulta, para que la sociedad evalúe periódicamente y 

en forma conjunta con sus diversos sectores, el avance en el cumplimiento 

de los Acuerdos de Paz; 

o A partir de esta ley, se busca dar viabilidad a todos los acuerdos de paz, 

incluyendo el AIDPI que contiene medidas para desarraigar la opresión y la 

discriminación, que han padecido los pueblos indígenas. 

 

 En ese sentido, por su lado el AIDPI parte del reconocimiento de la identidad de los 

 pueblos Maya, Xinca y Garífuna, donde el Gobierno y la URNG acordaron 

 reconocer también los siguientes puntos: 

o La procedencia de los idiomas mayas de una raíz maya común; 

o La cosmovisión maya y el papel de la mujer maya en la transmisión de esa 

cosmovisión; 
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o La particular vulnerabilidad e indefensión de la mujer indígena frente a la 

doble discriminación como mujer y como indígena, con el agravante de una 

situación social de particular pobreza y explotación; 

o La autoidentificación y los derechos culturales de los pueblos indígenas. 

 

 Asimismo, las principales acciones que las partes acordaron llevar a cabo se pueden 

 mencionar las siguientes (AIDPI, 1995):  

o La lucha para la erradicación de la discriminación; 

o La promoción de la tipificación de la discriminación étnica y del acoso 

sexual como delito; 

o La creación de la Defensoría de la Mujer Indígena; 

o La promoción de una reforma de la Constitución Política de la República 

que liste el conjunto de los idiomas existentes en Guatemala que el Estado 

está constitucionalmente comprometido en reconocer, respetar y promover; 

o La promoción del uso de todos los idiomas indígenas en el sistema 

educativo, a fin de permitir que los niños puedan leer y escribir en su propio 

idioma o en el idioma que más comúnmente se hable en la comunidad a la 

que pertenezcan, promoviendo en particular la educación bilingüe e 

intercultural; 

o La promoción del uso de los idiomas de los pueblos indígenas en la 

prestación de los servicios sociales del Estado a nivel comunitario; 

o Garantizar el derecho constitucional al uso del traje indígena en todos los 

ámbitos de la vida nacional; 

o En la sección “D” de este Acuerdo reconoce que: Los habitantes de los 

Pueblos Indígenas han sido marginados en la toma de decisiones en la vida 

política del país (...) en consecuencia, es necesario institucionalizar la 

representación de los Pueblos Indígenas (...) por lo tanto el Gobierno se 

compromete a promover las reformas legales e institucionales que faciliten, 

normen y garanticen tal participación. 
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➢ Ley de Idiomas Nacionales. Dentro de las acciones que se desprenden del AIDPI 

arriba mencionadas, esta la Ley de Idiomas Nacionales aprobada por el decreto 19-

2003, oficializó el uso de los idiomas en cada comunidad lingüística y que los 

servicios públicos sean implementados en los idiomas de los habitantes, con lo que 

se reconoce la existencia de 22 idiomas mayas, más el garífuna, xinca y español 

(Pop, 2013). Su reglamento fue aprobado recientemente en octubre del 2011, como 

una medida que viene a refrendar los compromisos adquiridos en el marco de la 

Ley, con lo cual todas las instituciones del Estado deben cumplir con el 

reconocimiento, respeto, promoción, desarrollo y utilización de los idiomas 

nacionales (Reglamento de la Ley de Idiomas Nacionales, 2015).  

 

➢ Código Municipal. Aunque el Estado guatemalteco en la práctica se ha 

caracterizado más por no reconocer ninguna forma de autoridad indígena, a partir de 

los Acuerdos de Paz y de la ratificación del Convenio 169, han surgido una serie de 

iniciativas que han abierto camino a la participación política indígena a todo nivel, 

como muestra se puede mencionar el Código Municipal, donde sobre sale cierta 

normativa a nivel local en materia de derechos de los pueblos indígenas. (Véase 

Tabla 2) 
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Tabla 2 

Derechos de los Pueblos Indígenas en el Código Municipal 

Artículo Derechos 

Artículo 20 Registra a las comunidades de los pueblos indígenas, con derecho a 

personalidad jurídica. 

Artículo 55 Registra alcaldías indígenas en donde existen. 

Artículos 

56 y 65 

Reconoce como entidades representativas de las comunidades a los 

alcaldes auxiliares o bien llamados comunitarios, no solo como delegados 

del gobierno como antes. Por ello, los alcaldes comunitarios pueden ser 

escogidos por la comunidad en lugar de ser designados por el alcalde 

municipal. 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a: Decreto ley 12-2002. (2002). (pp. 6, 18 y 20). Recuperado de 

https://www.unicef.org/guatemala/spanish/CodigoMunicipal.pdf 

 

➢ Iniciativas pendientes de aprobación. A pesar que en la teoría existen muchas 

reformas de tipo institucional y legislativo que favorecen al reconocimiento de los 

derechos de los pueblos indígenas, estas se quedan cortas o resultan insuficientes a 

la hora de su aplicabilidad, por ello se han formulado una serie de iniciativas las 

cuales han tenido un momento efímero de auge, pero luego solo han quedado en 

simples iniciativas. 

Tan solo en el Congreso de la República, existen diez iniciativas de ley engavetadas 

o pendientes de discusión y sin seguimiento.  Entre dichas iniciativas sobresalen: la 

Ley de Lugares Sagrados (2008), la Ley de Jurisdicción Indígena (2008), la Ley 

General de Derechos de los Pueblos Indígenas (2009), la Ley de Consulta a los 

Pueblos Indígenas (2009), la Ley del Traje Indígena (2011), la Ley de Desarrollo 

Rural, la Reforma a la Ley Electoral y de Partidos Políticos. 

De todas las anteriores, ha estado muy de auge desde el 2015 para la fecha (2017) la 

necesidad de reformar la Ley Electoral y de Partidos Políticos, decreto número 1-85.  

Esto a raíz de los señalamientos hacia actores políticos vinculados a actos de 

https://www.unicef.org/guatemala/spanish/CodigoMunicipal.pdf
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corrupción, lo cual ha calado a la conciencia de ampliar más la participación de 

sectores mayoritarios como los pueblos indígenas y restringir aspectos como el 

financiamiento de los partidos políticos.  La reforma a esta ley es fundamental ya 

que como bien lo indica Pop (2013), esta contiene la normativa que rige la vida 

política de Guatemala y no articula la composición multicultural de la nación, no 

aborda la ciudadanía multicultural e intercultural, condición fundamental en 

Guatemala por su carácter multicultural, multiétnico y multilingüe.  

 

2.6.4 Los pueblos indígenas en la Guatemala de hoy, un análisis de los nuevos 

actores en el plano nacional. Los pueblos indígenas como actores en el plano nacional han 

ido ganando terreno paulatinamente, con momentos de mayor y menor auge pero que se 

puede decir que desde que surgieron como actores han sido constantes y han buscado 

múltiples formas de ganarse espacios en los ámbitos más importantes de la realidad 

nacional.   

 

La presencia indígena en la institucionalidad del Estado guatemalteco aparentemente es 

envidiable en comparación de otros países con significativa población indígena, en el 

sentido de cobertura ya que el tema ha funcionado como un eje transversal que ha 

permitido la participación desde de unidades o ventanillas indígenas en prácticamente toda 

las instituciones de los tres poderes del Estado, en organizaciones de sociedad civil, 

instituciones cooperantes, entre otros. 

Con relación a lo anterior se encuentran actores indígenas en el ámbito político, 

diplomático, económico, social y cultural que someramente se puede especular en que, han 

utilizado una estrategia maquiavélicamente pensada y planeada de incidir más en lo 

individual y no en lo colectivo con tal de ganarse espacio en nombre de los pueblos 

indígenas o bien, por el contrario sin tener mayor planeación se han hecho notar en cada 

ámbito, siendo persistentes en su principal objetivo que es el reconocimiento de sus 

derechos, cultura, costumbres como indígenas en lo individual y como pueblo.  
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En el ámbito político y social se encuentran actores indígenas individuales y colectivos, 

quienes han demostrado madurar en sus múltiples acciones tanto a nivel nacional como 

internacional.  Aunque, su papel como actor político ha pesado y ha sido reconocida más en 

el medio internacional que el nacional, no es hasta después de la firma de los Acuerdos de 

Paz que logran posicionarse como un actor político dentro del país, a partir del cual no se 

puede negar el papel que han jugado a lo largo de los años proponiendo políticas públicas y 

reformas jurídicas en contra de la exclusión y a favor del multiculturalismo con la finalidad 

de provocar una reforma integral del Estado.  Sin embargo, aun no se constituyen en un 

actor influyente ni de toma de decisiones en ninguno de los tres organismos del Estado, por 

las mismas élites que tienen cooptadas al Estado que no han permitido su participación en 

espacios clave. 

Por otro lado, en un intento de clasificar a los actores indígenas entre los de reciente 

creación y los ya establecidos pero que han logrado mantenerse activos, se puede 

mencionar a los que se ubican dentro de la institucionalidad del Estado como un primer 

grupo, dígase Organismo Ejecutivo, Legislativo, Judicial y las instituciones autónomas, 

descentralizadas o desconcentradas.   

Aquí se puede mencionar como el más reciente al mismo objeto del presente estudio, el 

Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad.  El cual fue creado en el 2014 como un 

órgano de alto nivel adscrito y ubicado inicialmente en la Presidencia de la República 

durante el gobierno de Otto Pérez Molina. No obstante, en el gobierno de Jimmy Morales 

en el 2016 instala un segundo Gabinete pero lo ubica en el Ministerio de Trabajo, con lo 

cual se puede decir que circunscribe su funcionalidad.  Se suma aquí, la Comisión de 

Pueblos Indígenas como parte del Organismo Legislativo, que aunque no juega un papel 

relevante en el Congreso, está ahí siempre presente. 

En un segundo grupo, están los actores de sociedad civil, instituciones políticas y actores 

individuales que se destacan por su presencia en el ámbito político y social, pero también 

hay una participación en el ámbito económico que no se puede dejar de mencionar aunque 

incipiente pero existente como lo es la organización empresarial indígena.   
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Desde el espacio de sociedad civil, se puede decir que las múltiples demandas tan 

heterogéneas de los pueblos indígenas les han llevado a especializarse por temas, por lo que 

actualmente se pueden identificar organizaciones y espacios de agrupamiento 

principalmente enfocados en la lucha y resistencia a la exploración y explotación de los 

recursos naturales y la institucionalidad política alternativa (parlamentos indígenas, 

consejos de pueblos indígenas).  Entre las organizaciones que se pueden mencionar que se 

destacan están el Consejo del Pueblo Maya (CPO) y el Observatorio Indígena Nacional 

(OPI).   

El primero, el CPO es un movimiento que articula a los pueblos mayas organizados de 

occidente cuyo objetivo principal es el de velar por la defensa, recuperación y respeto del 

territorio y sus elementos, para la construcción de un sistema de vida armónica con la 

madre naturaleza, en búsqueda de la refundación de un Estado plurinacional en Guatemala 

(Página del Consejo de Pueblos Mayas de Occidente [CPO], 2012).   

El segundo, el OPI es una organización de cobertura nacional con base en la red de jóvenes 

observadores comunitarias, que monitorean acciones como el racismo, discriminación y la 

corrupción; así como, han planteado propuestas de reformas a la Constitución Política de la 

República, la Ley Electoral y de Partidos Políticos y de reforma del Estado en sí 

(Observatorio Indígena Guatemala, 2015). 

Dentro de las instituciones políticas, entiéndase partidos políticos, no se puede dejar de 

mencionar que entre sus actores hay recientes alas indígenas que han influido en una 

mínima participación indígena en el Congreso de la República.  Tal es el caso de la 

presente legislatura 2016-2020, donde al inicio de la misma se reportó la participación de 

18 diputados indígenas distribuidos en varios partidos políticos. (Véase Tabla 3) 
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Tabla 3 

Representación Indígena Congreso de la República 2016-2020  

Partido Político 
Diputados 

Indígenas 

Winaq-Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG)………..  4 

Visión con Valores  (Viva)……………………………............................. 4 

Libertad Democrática Renovada (Líder)……………………………….... 3 

Unidad Nacional de la Esperanza (Une), Partido Patriota (PP), Partido 

Todos, Partido Revolucionario Institucional (Pri), Corazón Nueva 

Nación (CNN), Movimiento Nueva República (MNR) y Unión del 

Cambio Nacional (UCN)............................................................................ 

 

 

1 c/u = 7 

Total diputados indígenas 18 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a: Representación indígena disminuye en el Congreso. (17 de 

diciembre de 2015). Prensa Libre. Recuperado de 

http://www.prensalibre.com/guatemala/politica/representacion-indigena-disminuye-en-el-congreso 

 

Aparte de lo reportado en prensa, cabe mencionar a Convergencia como un partido de 

reciente creación que en buena parte gracias a la coyuntura política de las elecciones del 

2015 lograron conseguir 2 espacios en el Congreso de la República, de los cuales un 

diputado es de origen indígena.  Además, que la conformación de dicho partido contiene 

considerable participación de líderes indígenas, algunos previamente reconocidos por su 

trayectoria política y de lucha por la defensa de los derechos de los pueblos indígenas. 
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Capítulo III Análisis de la situación actual. El Gabinete y la Política 

Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad en el contexto de la 

Declaración, un análisis de sus fortalezas y debilidades 

 

3.1 Antecedentes para una política de interculturalidad 

El tema de la multiculturalidad de la población guatemalteca ha ocupado espacios en el 

debate nacional desde varias décadas.  Su auge empezó en las vísperas del quinto 

centenario de la llegada de los españoles al continente americano. En dichos 

acontecimientos tuvo gran importancia el otorgamiento del Premio Nobel a la ciudadana 

indígena Rigoberta Menchú Tum. Si comparamos la conmemoración de los cuatrocientos 

años con la del quinto centenario, encontraremos enormes diferencias relacionadas con el 

trato del Estado y las élites políticas y económicas hacia la población indígena. En la 

conmemoración del cuarto centenario, la preocupación de las élites era cómo civilizar al 

indígena, es decir, cómo convertirlo en mano de obra de  libre contratación para 

incorporarse al desarrollo del país.  

Taracena (2002) explica: 

 Así, se dio a conocer un Decreto gubernativo de 10 de octubre de 1892, 

 convocando a un concurso sobre la mejor manera de civilizar a los indígenas, 

 afirmándose que las razones para ello eran las siguientes: Representaban la mayoría 

 de la población guatemalteca, se encontraban marginados de la civilización (...). Era 

 necesario liberarlos del trabajo forzado (...). Debía crearse un proyecto educativo 

 diferenciado para incorporarlos a la civilización. En el llamado a este concurso se 

 percibe un cambio en torno a la estrategia para su asimilación, pues la preocupación 

 estatal se trasladó de la idea de “civilizarlos para convertirlos en ciudadanos a la de 

 civilizarlos para convertirlos en trabajadores libres. (p.97) 

Lo que Taracena trata de explicar es que las élites en la víspera de los cuatrocientos años,  

nunca pensaron en el desarrollo de los indígenas desde su propia identidad étnica. Para 
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ellos, había que convertir al indígena en mano de obra para el proyecto liberal que se estaba 

afianzando en el país. Para ello era necesario anular sus valores ancestrales y convertirlo a 

los valores occidentales. Lo cual no es negativo, siempre que sea por en el ámbito de la 

libertad en la toma de decisiones. El proyecto liberal requería de mano de obra mejor 

calificada, por eso la preocupación de enseñarle a leer y escribir y cambiarle sus 

costumbres, de modo que pudiera ser un recurso humano al servicio de la producción de 

bienes y servicios. 

En cambio, en la víspera de los quinientos años, a partir de los años 80 y con más auge en 

los 90, el movimiento indígena emplazó al Estado por su conducta racista y discriminatoria 

en contra de los pueblos indígenas. Al final del siglo XX los Estados se han sentido 

presionados por el movimiento social a nivel mundial, para cambiar su trato con los 

indígenas, de manera que, la tendencia es a la inclusión, la interculturalidad, al intercambio, 

al reconocimiento, respeto y promoción de los valores culturales. Las élites, ahora 

neoliberales, no terminan de entender el desarrollo desde los valores culturales propios de 

los indígenas, porque siempre lo han visto como un ser inferior, supersticioso, ignorante y 

hasta primitivo. Las élites neoliberales no han comprendido que el atraso del indígena en su 

desarrollo personal y colectivo es la consecuencia de un Estado opresor y monocultural que 

los ha excluido. Un Estado que nunca ha tenido políticas progresistas para ofrecer 

oportunidades de desarrollo a toda la población indígena, especialmente a la población 

rural. 

Luego de una historia protagonizada por las élites conservadoras primero, y liberales 

después, con episodios de autoritarismo, despojo y mediocridad, interrumpido solo durante 

el período de la Revolución de Octubre, llamada la primavera democrática de Guatemala, 

se sucedieron los regímenes militares con fachada de democracia. No obstante, en 1985 se 

abrió una puerta de oportunidades para iniciar un proceso de refundación del Estado, 

considerando las necesidades de los neoliberales y la influencia de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, el Convenio 107 de la OIT y otros instrumentos internacionales, 

la Asamblea Nacional Constituyente de 1985 aprobó la nueva Constitución Política de la 

República, en la cual se desarrollan los nuevos conceptos de la democracia moderna. La 
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Constitución con todas sus virtudes no logró resolver la dicotomía de dos identidades, la 

indígena y la ladina. El reconocimiento de la existencia de varios pueblos fue tímido e 

ineficaz.  

El artículo 58 de la Constitución Política de la República, por ser breve y claro abrió la 

puerta a la interculturalidad al expresar que: “Identidad cultural. Se reconoce el derecho de 

las personas y de las comunidades a su identidad cultural de acuerdo a sus valores, su 

lengua y sus costumbres”. En este artículo se observa que los legisladores tuvieron un 

atisbo de sabiduría, pues en el mismo se reconoce no solo el derecho individual, sino 

también el colectivo.  

Por aparte, la Sección Tercera, Capítulo II denominado, “Comunidades Indígenas”, 

contiene elementos que evidencian que el movimiento indígena en 1985, cuando la misma 

se redactó, no había logrado aún consolidarse para reclamar su inclusión desde una nueva 

visión reivindicativa. Mínimamente, esta sección debió llamarse Pueblos Indígenas y no 

comunidades indígenas. Son cinco artículos que hacen referencia a las comunidades 

indígenas. Tienen carácter proteccionista, inspirados en los preceptos del Convenio 107 de 

la OIT. El artículo 66 lo expresa claramente al usar el acápite “Protección de los grupos 

étnicos”.  

Aunque constituye un avance, no es eficiente para garantizar la construcción de un Estado 

plural e inclusivo. En los artículos 66 al 69 pone énfasis en los grupos indígenas de 

ascendencia maya. Ignora la existencia de los xincas y los garífunas. Indica que: “El Estado 

reconoce, respeta y promueve sus formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de 

organización social, el uso del traje indígena idiomas en hombres y mujeres, idiomas y 

dialectos” (Const., 1985, art. 66). 

Se observa una terminología propia de la época de la asimilación y el proteccionismo. El 

carácter reivindicativo del movimiento indígena emergente no había logrado aún llegar a 

las élites políticas. Para el liderazgo de la década de los 90, comprometido con la 

reivindicación de derechos colectivos, varios conceptos tienen una connotación peyorativa, 



 72 

propia de un Estado excluyente y racista. Los términos étnico, grupos, dialectos, 

protección, resultan fuera de contexto en el pensamiento contemporáneo. Hoy se plantean 

conceptos como pueblos indígenas, idiomas indígenas, pertinencia cultural, derechos 

colectivos, autonomía, derechos territoriales, nacionalidades indígenas, y otros que han 

dado pie a los nuevos planteamientos reivindicativos que marcan una diferencia a partir de 

los años 90. 

La Constitución Política de la República enuncia: “En Guatemala todos los seres humanos 

son libres e iguales en dignidad y derechos (…) ninguna persona puede ser sometida a 

servidumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad” (Const., 1985, art. 4). En este 

artículo se deja claro que el Estado, al menos en su carta constitutiva, no promueve la 

discriminación ni hace diferencias entre sus ciudadanos. Lo trascendente es hacer que este 

artículo tenga vigencia plena y se aplique de manera sustantiva en la administración 

pública, en todos los ámbitos de la cotidianidad nacional. Los derechos humanos 

enunciados en la Declaración de Naciones Unidas, se inspiran en el ideal de la dignidad 

humana que destaca dos elementos primordiales, como lo son, la libertad y la igualdad. 

Desde 1789 con la revolución francesa, el ideal de la civilización contemporánea ha sido 

que el Estado garantice la libertad y la igualdad, con los alcances y límites que establezca la 

ley. 

La sección cierra con el artículo 70, el cual establece la obligatoriedad de elaborar una ley 

específica que regule la relación de las comunidades indígenas con el Estado. Esto implica 

desarrollar derechos específicos para garantizar la práctica libre de sus tradiciones, 

costumbres, formas de vida, organización social, uso del traje, del idioma y formas de 

resolución de sus conflictos comunitarios. Implica también el respeto a los derechos sobre 

las tierras comunales y ancestrales y en todo caso el acceso a este bien, así como de su 

derecho al trabajo en condiciones de dignidad y conforme a la legislación laboral, es decir, 

con jornadas justas, salarios justos, protección social, capacitación y otros factores que 

permitan su actividad productiva en libertad y con acceso al conocimiento y la tecnología 

actual.  
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Lo preceptuado en la Carta Constitutiva con sus defectos y debilidades orienta a la sociedad 

guatemalteca hacia la eliminación de la servidumbre y la discriminación por razones 

culturales y origen étnico. No obstante, aún persisten grandes brechas de desigualdad que 

perjudican a los ciudadanos indígenas, dado que el Estado no hace lo suficiente para 

corregir las viejas prácticas y sancionar los estereotipos peyorativos en contra de los 

mismos. Tampoco tiene políticas y programas que faciliten a los indígenas mejorar su 

calidad de vida. La administración pública no ha logrado desarrollar servicios con 

pertinencia cultural y lingüística. La realidad indica que la población indígena resulta 

frecuentemente vulnerable a la discriminación, racismo, exclusión y destinado a ocupar los 

últimos espacios en la dinámica social. 

En Guatemala, desde la década de los años 80 se han creado instituciones específicas de 

atención a pueblos indígenas. Estas instituciones fueron concebidas como entidades 

estratégicas para promover los cambios necesarios en los diferentes ámbitos de la vida 

ciudadana. De esta cuenta, se han creado entidades especializadas en temas relativos a los 

derechos colectivos, tales como la ALMG cuyo propósito es el rescate y revaloración de los 

idiomas mayas. Asimismo, en el tema de desarrollo socioeconómico se creó el Fondo de 

Desarrollo Indígena de Guatemala (FODIGUA) que resultó ser una réplica del Fondo 

Indígena Latinoamericano, con sede en Bolivia. Esta institución tiene la responsabilidad de 

impulsar el desarrollo en las comunidades indígenas. En materia educativa se creó primero 

la Dirección de Educación Bilingüe Intercultural (DIGEBI) y después el Vice ministerio de 

Educación Bilingüe Intercultural, para impulsar un plan de estudios que incluya tanto los 

valores indígenas como los mestizos y una reforma educativa más incluyente y congruente 

con las nuevas tendencias pedagógicas. 

Otras entidades que surgieron como consecuencia del AIDPI son: DEMI, CODISRA. 

Luego se generó una tendencia en la administración pública para crear instancias a 

diferente nivel. En cada ministerio o dirección general estas instancias adoptaron un rol 

específico de atención a pueblos indígenas. A 2016 se contabilizaban 32 dependencias en 

los diferentes ministerios, sin contar las entidades creadas a nivel municipal, lo que por un 

lado dan la imagen de un Estado incluyente, pero al analizar las interioridades de dichas 
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entidades, se comprueba que carecen del presupuesto y personal suficiente y calificado para 

tener un papel estratégico que incida en la transformación del Estado de una visión 

monocultural predominante a una multicultural, lo que en otros ámbitos se da en llamar un 

Estado plural. 

Las entidades específicas para atención de pueblos indígenas han sido fuertemente 

evaluadas por diferentes instituciones e investigadores. Se les ha dado en llamar ventanillas 

indígenas y se les ha calificado de entidades politizadas, poco eficientes y no incidentes. 

Una crítica que está latente es la falta de coordinación de sus acciones, tomando en cuenta 

que trabajan hacia un mismo fin, deberían tener un plan de acción, coherente y coordinado, 

sin embargo, cada entidad actúa de manera independiente desde una visión cortoplacista y 

sin un horizonte estratégico. Es más, las principales entidades indígenas han sido un botín 

político para el partido que gana las elecciones cada cuatro años. 

En el afán de realizar una acción coordinada se creó la Coordinadora de Instituciones 

Indígenas del Estado (CIIE) que constituye un foro para la discusión de temas comunes. No 

obstante, su capacidad de incidencia es muy baja, en virtud de que la mayoría de las 

ventanillas no tienen la jerarquía suficiente para la toma de decisiones, es normal que en 

cada acuerdo tengan que consultar con el jefe de la dependencia que en todo caso no es 

indígena.  

Lo medular aquí es que la creación de ventanillas indígenas debería tener un fin estratégico, 

de modo que contribuya a la transformación del Estado, esto implica, luchar contra el 

racismo de Estado, abrir espacios de interculturalidad, proponer iniciativas que abran 

mejores posibilidades de desarrollo para las comunidades en los diferentes ámbitos. Por lo 

mismo, su temporalidad también debe ser limitada, en tanto se provocan los cambios 

necesarios adentro del Estado. De lo contrario la institucionalidad indígena viene a 

constituir una línea paralela al Estado sin que lo transforme. Por ejemplo, el FODIGUA, 

que se dedica a financiar proyectos de desarrollo en las comunidades, por su escaso 

presupuesto, no puede competir con los otros ministerios que tienen la estructura y 

presupuesto suficiente para impulsar el desarrollo. Entonces FODIGUA resulta dando 
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miniproyectos que si bien satisfacen necesidades puntuales, no resuelven en nada la 

problemática de la pobreza y pobreza extrema en el país que afecta mayoritariamente a los 

indígenas. 

El gran dilema es cómo lograr que tanto el Estado actúe con criterios interculturales, como 

la sociedad se abra a la inclusión eliminando los estereotipos racistas y discriminatorios. 

Algunos líderes optan por una institucionalidad paralela, por lo que impulsan temas como 

tener una universidad maya, un sistema jurídico indígena, un congreso indígena, un 

ministerio indígena, etc., cayendo en un paralelismo institucional. Sin embargo, con esta 

visión el Estado no se transforma, simplemente se segrega. Lo trascendente en esta 

problemática es que el Estado se convierta en un ente plural, que facilite la 

interculturalidad, elimine la discriminación y se preocupe por un desarrollo con pertinencia 

cultural. Esto implica una sola nacionalidad y una sola identidad nacional, que se 

fundamente en los elementos comunes pero que respete y conviva con los elementos 

culturales diferenciados. Es decir una unidad política y territorial sin menoscabo de las 

diferencias culturales, lingüísticas, religiosas y otras. 

 

 

3.2 Composición, objeto y funciones del Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad 

 

3.2.1 Composición. La tendencia a la pluralidad tomó auge en el discurso de la 

sociedad civil en los países de Latinoamérica desde los años 80. En Guatemala, el 

movimiento indígena se fortaleció y sus representantes han sido protagonistas en diferentes 

espacios nacionales e internacionales, para demandar un mejor trato entre el Estado y los 

pueblos originarios, y una mayor participación de estos en el ámbito público. Por esta 

influencia reivindicativa, el gobierno concretó en 2014 la creación de un Gabinete de 

Pueblos Indígenas e Interculturalidad, para que al más alto nivel se puedan atender los 

asuntos que afectan a los pueblos indígenas y aquellas acciones que promuevan su 
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desarrollo sostenible, de modo que, se eliminen las desigualdades estructurales que han 

persistido. El gabinete fue creado mediante el Acuerdo Gubernativo 117-2014 emitido por 

el Presidente de la República Otto Fernando Pérez Molina. Su asidero principal es la misma 

Constitución Política de la República como se establece en el primer considerando del 

Acuerdo que indica que esta:  

 Reconoce el derecho de las personas y las comunidades a su identidad cultural de 

 acuerdo a sus valores, idiomas y costumbres; asimismo, determina que Guatemala

 está formada por diversos grupos étnicos y que el Estado reconoce, respeta y 

 promueve sus formas de vida, costumbres, tradiciones y formas de organización 

 social. (IBIS, 2014, p.30, 31) 

En su artículo 3, el Acuerdo establece la integración del Gabinete, incluyendo 23 

dependencias vinculadas al Organismo Ejecutivo. 

➢ El Presidente que lo preside;  

➢ Los Ministros de Cultura y Deportes, Trabajo y Previsión Social, Agricultura, 

Ganadería y Alimentación, Finanzas Públicas, Educación, Energía y Minas, 

Ambiente y Recursos Naturales, Salud Pública y Asistencia Social y Desarrollo 

Social; 

➢ Los Secretarios: Ejecutivo de la Presidencia, de Asuntos Agrarios, de Planificación 

y Programación, de la Paz y Ejecutivo del Consejo Nacional de Áreas Protegidas; 

➢ El Coordinador del Sistema Nacional de Diálogo. Coordinador del Consejo 

Nacional para el cumplimiento de los Acuerdos de Paz, y el Gerente del Instituto de 

Administración Pública; 

➢ Representantes de las entidades indígenas del Estado: DEMI, FODIGUA, ALMG, 

CODISRA y el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural, un Maya, un Xinca 

y un Garífuna. 

Asimismo, se fundamentó en que el Estado de Guatemala ha ratificado el Convenio 169 de 

la OIT y ha suscrito la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos 
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Indígenas. Otro fundamento lo constituyó el AIDPI, por medio del cual el Estado adquirió 

compromisos que implican modificaciones en la institucionalidad que deben abordarse de 

manera integral. 

 

3.2.2 Temporalidad. El acuerdo gubernativo establece una temporalidad de diez 

años, en el transcurso de los cuales se supone el Estado de Guatemala habrá modificado sus 

instituciones y prácticas sociales que hagan posible la convivencia armónica de los 

diferentes pueblos que integran el país, y donde la interculturalidad sea efectiva para 

garantizar la igualdad y libertad de todos los habitantes del país sin discriminación ni 

exclusión alguna por razones culturales y sociales. Esta temporalidad implica desde luego 

un plan de acción que determine los hitos que deberán lograrse en cada año y un sistema de 

monitoreo que evalúe el avance en cada tema que atañe a pueblos indígenas. 

En la justificación de esta iniciativa se establece que: “Los esfuerzos estatales de construir 

institucionalidad para atender a los pueblos indígenas han sido parciales o focalizados en 

ciertas áreas: idiomas, mujer indígena, discriminación y compensadores sociales por lo que 

se necesita un abordaje integral” (IBIS, 2014, p.4). Esta integralidad de que habla el 

Acuerdo es precisamente el elemento fundamental en la construcción de una sociedad 

intercultural. Tiene que ver con toda la gestión estatal. Por lo tanto, no se trata de abrir 

entidades específicas para atender a los indígenas. Se trata de cambiarle el carácter a la 

gestión pública, para que se implemente de manera pertinente en todas las dependencias de 

servicio. Lo anterior implica que las dependencias públicas deben incluir en sus programas 

y sus acciones, criterios lingüísticos, culturales, socioeconómicos que satisfagan las 

necesidades de los ciudadanos con igualdad de derechos y oportunidades. 

La institucionalidad indígena del Estado ha demostrado no tener efectividad para eliminar 

la pobreza y exclusión de los pueblos indígenas. Esta institucionalidad ha sido cooptada por  

los partidos políticos, por lo que no ha cumplido con las necesidades de desarrollo. Son 

organismos muy débiles administrativa y financieramente. Constituyen un modelo que se 

desarrolló a finales del siglo XX y hasta nuestros días la experiencia no ha sido exitosa. 
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Blas (2014) explica que: “estas no constituyen de forma sistemática una estrategia nacional 

coherente y articulada, ni un plan de acción realista con plazos y recursos definidos. Tales 

políticas continúan sin ser una prioridad en la agenda política y social del país” (p.4). 

Luego de más de una década de existencia, los índices de desarrollo de la población 

indígena no han mejorado sustancialmente, el racismo persiste al menos en la conducta de 

muchos funcionarios públicos y de personas particulares. La ruta no es crear más 

institucionalidad indígena, sino transformar el Estado, para reconvertirlo a la 

multiculturalidad y a un Estado plural.   

Por otro lado, en la exposición de motivos se reconocen las grandes brechas de desarrollo 

existentes entre los pueblos que lo integran. “Un país donde la pobreza y la extrema 

pobreza se concentran mayoritariamente en los territorios habitados por los pueblos” hace 

referencia a la población indígena más vulnerable. Estas brechas de desigualdad que 

afectan a los indígenas del país han sido el resultado de un Estado que fue concebido desde 

un modelo monocultural, por lo que a lo largo de su historia, no ha planteado políticas para 

orientar la gestión pública hacia la interculturalidad y el desarrollo de mejores condiciones 

de convivencia entre la población (IBIS, 2014). 

 

3.2.3 Objeto. El Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad se constituye 

en una instancia de consulta al más alto nivel, su objeto se establece en el artículo 2, donde 

indica que su objeto será el diseño y gestión de acciones y políticas que se presenten al 

Presidente de la República para que los planes, programas y proyectos que se ejecutan en 

todas las dependencias del Ejecutivo estén dotadas de la pertinencia cultural que 

corresponda según la región en donde se realicen las acciones. Asimismo, formular 

propuestas de reformas políticas, legales, administrativas presupuestarias y sobre la división 

político administrativa, dentro del concepto de unidad nacional e integridad territorial. Esto 

con el propósito de adecuar la estructura de las instituciones del Estado a la diversidad 

cultural, étnica y lingüística del país (IBIS, 2014, p.34). 
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En el artículo 4, se complementa el objeto del Gabinete, al indicar que será un espacio para 

que asesores nacionales e internacionales puedan ampliar los criterios en determinados 

temas relacionados con pueblos indígenas, dichas asesorías incluyen a organizaciones de la 

sociedad civil y académicos vinculados a estos temas. Como se puede observar, la creación 

del Gabinete es relevante al menos en su parte teórica. Reunir a nueve ministerios de mayor 

jerarquía que manejan más del 80% del presupuesto nacional, a las principales Secretarías 

de Estado y SEGEPLAN y otras de igual importancia junto a las principales ventanillas 

indígenas, implica una oportunidad para coordinar acciones que promuevan la 

interculturalidad y la inclusión.  

Dos grandes ejes se visualizan en el objeto de este nuevo ente de coordinación, por un lado 

hay un eje que se enfoca al diseño y gestión de políticas, y por el otro lado hay un eje que 

se refiere a proponer reformas políticas, legales o jurídicas, administrativas y 

presupuestarias. Este segundo eje va más allá al dejar enunciado que se incluye la 

posibilidad de una reforma en la división político-administrativa del país. Puede pasar 

inadvertido este elemento pero responde a una de las demandas del liderazgo indígena más 

radical, que pretende redistribuir administrativamente el país conforme a criterios 

lingüísticos. Pero lo fundamental en este eje es que abre la puerta a reformas políticas, 

legales y administrativas y financieras. Si esto se lleva a la realidad con voluntad y con 

compromiso, indudablemente se traducirá en profundos cambios en la institucionalidad y 

estructura del país.  

Las reformas políticas implican cambios en el sistema político que por supuesto no son 

competencia del Ejecutivo, pero este Organismo tiene la iniciativa de ley para elevar las 

propuestas al Poder Legislativo. Este argumento responde a la demanda de los líderes 

indígenas de generar un sistema político donde haya participación equitativa de los pueblos 

que conforman la nación. Cuando se refiere a reformas legales, también se entiende que el 

Ejecutivo estará con el compromiso de presentar al Congreso de la República iniciativas de 

ley y posibles reformas constitucionales a favor de la participación indígena. En lo referente 

a lo administrativo el Organismo Ejecutivo tiene más competencia para producir cambios 

en todas las dependencias públicas. Este componente responde a la demanda de servicios 
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públicos con pertinencia cultural y lingüística. De igual manera, la cuestión presupuestaria 

o financiera en parte depende del Organismo Ejecutivo que es el que diseña, distribuye y 

justifica los montos presupuestarios para las dependencias públicas que luego son 

aprobadas por el Congreso de la República. 

 

3.2.4 Principales funciones. El Artículo 5 indica las funciones: 

➢ Evaluar las acciones del Estado en materia de Pueblos Indígena e Interculturalidad. 

Esta función deberá dar resultados concretos para corregir las malas prácticas 

administrativas, mediante nuevas disposiciones del Ejecutivo o mediante reformas a 

las políticas  y procesos de gestión pública. Implica también revisar los 

procedimientos de coordinación entre las instituciones que trabajan en regiones 

indígenas para garantizar la aplicación efectiva de sus derechos individuales y 

colectivos. 

➢ Promover estudios e investigaciones sobre las formas de organización social o 

prácticas ancestrales de los pueblos indígenas, su representación política y sus 

instituciones, para valorar su participación en incidencia en el acceso a la justicia y 

a programas de desarrollo. En este componente la mayor preocupación es encontrar 

mecanismos de diálogo intercultural que permitan a las comunidades una 

convivencia pacífica con el resto de la población sin menoscabo de sus derechos y 

costumbres. 

➢ Coordinar el diseño y gestión de una Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad. Una comisión técnica fue responsable de implementar todo el 

proceso de formulación, consulta y validación de esta propuesta. Desde una visión 

institucional por ser una iniciativa emanada del más alto nivel del Ejecutivo, se 

realizaron las investigaciones previas de carácter teórico, para recopilar todos los 

elementos que dieran fundamento a la propuesta y que permitieran un contenido 

sustantivo que llenara el vacío que en esta materia existe en el país. Muy a pesar de 

que ya existen instrumentos políticos parciales como la Política contra el racismo. 
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Asimismo instrumentos internacionales como el Convenio 169 de la OIT, la 

Declaración de Naciones Unidas y otros, hasta el momento no existe una política 

general que oriente las acciones de las dependencias públicas en forma integral 

hacia la interculturalidad.  Al respecto, Blas (2014) explica que: 

Es necesaria una política pública destinada a atender a la población indígena, 

que brinde objetivos y estrategias claras, coherentes y articuladas, para que 

el Estado pueda responder de manera efectiva a esa población y cumplir con 

lo establecido en la Constitución, los Acuerdos de Paz y demás leyes y 

tratados internacionales en la  materia. (p. 25) 

➢ Continuando con las funciones… Coordinar el diseño y gestión del Plan de Acción 

que permita la implementación de la Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad. Esto presupone una readecuación de la estructura presupuestaria 

del Estado, que a su vez debe venir de un proceso de modificación a la estructura 

programática de las dependencias incluyendo sus objetivos e indicadores sociales. 

Esta situación resulta compleja pero que puede implementarse en forma 

transicional, de manera que no cause traumas o resistencia de parte de los 

funcionarios y servidores públicos que al final son los responsables de las acciones. 

Implica paralelamente el desarrollo de una nueva mística de trabajo que genere una 

visión diferente sobre la conformación de la identidad nacional respetando la 

diversidad cultural. 

➢ Promover e impulsar las políticas públicas sectoriales con pertinencia cultural 

acordadas por los Ministerios o instituciones respectivas. Es decir que el Gabinete 

asume un liderazgo para que todo el quehacer institucional estatal al menos de parte 

del Ejecutivo, sea renovado en su modelo y sistema de atención a la población a 

efecto de hacer sentir que el Estado es un instrumento de desarrollo para todos los 

pueblos del país. Asimismo que se perciba el cambio de prácticas discriminatorias 

en la cotidianidad de la gestión pública. 

➢ Gestionar una consulta con la sociedad civil para la construcción de una propuesta 

de replanteamiento de la institucionalidad indígena del Estado. Esta función parte 
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del reconocimiento que el actual modelo de las ventanillas indígenas del Estado no 

ha cumplido su cometido. En este aspecto el liderazgo indígena ha demandado una 

mayor beligerancia de las instituciones indígenas, sobre la base de mayores 

asignaciones presupuestarias para incrementar su cobertura. No obstante, no se trata 

solo de mayor presupuesto, sino de un replanteamiento estratégico. El modelo de las 

ventanillas ha resultado poco relevante no solo por su exiguo presupuesto, sino en 

mayor medida por estar contaminados políticamente y no tener una visión de largo 

plazo que apunte a la transformación del Estado.  

Sonturníl (2016) al describir las ventanillas indígenas explica que: “c) Su 

politización por parte de funcionarios de los partidos políticos que interfieren en su 

trabajo especializado, generalmente con propósitos clientelares. Es recurrente que 

los nombramientos de personal estén condicionados a los diputados del partido 

oficial” (p.41). 

Esta institucionalidad se ha estacionado en reproducir un modelo clientelar al 

servicio de la clase política de turno en el Estado y fundamentalmente a nivel del 

Congreso de la República. El FODIGUA, se ha perfilado actualmente como un 

bolsón de miniproyectos de poco impacto social. Construir un salón comunal, dotar 

de computadoras a varias escuelas rurales, financiar proyectos artesanales y de 

producción empírica. Nunca se ha tenido una visión de largo plazo y de incidencia a 

nivel del Ejecutivo. En 2007 se publicó el modelo Oxib’ No’j o las Tres Sabidurías 

en el marco de la Cumbre Iberoamericana de mandatarios en Santiago de Chile, en 

el mismo se plantea un nuevo modelo de institucionalidad indígena el cual fue 

preparado para convertir a FODIGUA en un Instituto para el Desarrollo de los 

Pueblos Indígenas, con una visión estratégica (Sonturníl, 2007).  Estas son las 

propuestas que deben estar en el debate serio y comprometido con el cambio. 

➢ Propiciar la comunicación, cooperación y coordinación del Ejecutivo con los otros 

Organismos del Estado y con las entidades descentralizadas y autónomas, para 

realizar acciones que promuevan la participación de los pueblos indígenas en el 
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marco de la unidad en la diversidad. Esta función implica liderar los poderes del 

Estado para que las acciones sean transversales a toda la administración pública 

estatal. 

➢ Otras funciones tienen carácter operativo, donde resalta la asesoría a las 

instituciones, dar seguimiento al AIDPI y otras. Pero lo que llama la atención es que 

en una de estas funciones operativas se hace referencia a la existencia de un 

“Cuerpo de Asesores de Pueblos Indígenas e Interculturalidad” en cada ministerio y 

que tenga competencias al más alto nivel. Esta función resulta de la demanda del 

liderazgo indígena que reclama participación al más alto nivel en la administración 

pública. También el AIDPI menciona que:  

  Se reconoce que los pueblos indígenas han sido marginados en la toma de  

  decisiones en la vida política del país (…). En consecuencia, es necesario  

  institucionalizar la representación de los pueblos indígenas en los niveles  

  local, regional y nacional, y asegurar su libre participación en el proceso de 

  toma de decisión en los distintos ámbitos de la vida nacional. (AIDPI, s.f.,  

  p.266) 

 

 

3.3 Propuesta de Política Pública (objeto, ejes y líneas de acción) 

En la concepción de los técnicos y académicos que construyeron la propuesta inicial, esta 

política debe ser un instrumento de transformación del Estado. Luego, con la participación 

de los representantes de la sociedad civil, organizaciones indígenas comunitarias, de 

centros de investigación, universidades y otros, su objeto y principios adquirieron un 

consistente fundamento conforme a las tendencias internacionales para las democracias 

modernas. 
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3.3.1 Objeto y principios. La propuesta de Política Nacional de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad establece con propiedad su objeto para el cual fue concebida. 

Este consiste en “Orientar la transformación de la visión, el concepto y la práctica 

monocultural y excluyente” del Estado para convertirlo a una nueva visión que se traduzca 

en un Estado plural, incluyente, pluricultural e intercultural que garantice: El derecho a la 

identidad de los pueblos que conforman la Nación, las relaciones sociales, étnicas, 

culturales y económica, justas, respetuosas y equitativas; la certeza jurídica del derecho 

relativo a la tierra de los pueblos indígenas y la protección del medio ambiente, el 

fortalecimiento de la educación bilingüe e intercultural;  la participación democrática de los 

pueblos indígenas en todos los niveles y la gestión territorial de acuerdo a las características 

socioculturales y lingüísticas (Secretaría Ejecutiva del Gabinete de Pueblos Indígenas de 

Guatemala, 2015).  

Sugiere la propuesta que este es un proceso gradual y progresivo de reformas políticas, 

legales, administrativas, presupuestarias y de la división político-administrativa del país. Es 

decir, que la Política va al fondo de la estructura del Estado, no es simplemente realizar 

cambios cosméticos a la administración pública, sino se orienta a reformas progresivas 

hasta alcanzar el sueño de un Estado plural. Es obvio, que una política pública es 

simplemente un instrumento de orientación de las acciones. No tiene fuerza coercitiva, no 

es de aplicación obligatoria, depende del nivel de compromiso y de las actitudes de los 

funcionarios y servidores públicos. 

Los principios que invoca la política pública en cuestión se vinculan a los derechos 

humanos universales, de esta cuenta, se establece que su base filosófica está en la dignidad 

de la persona humana. Efectivamente la tendencia universal establecida en la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos encuentra su fundamento en la dignidad humana.   

García González (2015) explica que:  

 En palabras de Kant, la dignidad constituye un valor para el que no se puede ofrecer 

 ningún equivalente, esto es, la dignidad posee un carácter absoluto porque no 
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 permite la negociación, La dignidad de la persona supera cualquier cosa que tenga 

 un precio, y es el valor irremplazable de un ser con el que nunca se puede negociar. 

 (p.8) 

Otro principio es el del bien común como responsabilidad del Estado. Esto tiene su asidero 

en la propia Constitución Política de la República que desde su artículo 1 dice: “Artículo 1.- 

Protección a la Persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la persona y a 

la familia; su fin supremo es la realización del bien común” (Const., 1985, art. 1).  

El principio del sentido de plenitud, paz y armonía del ser humano. Este es un principio de 

la cosmovisión indígena. La plenitud abarca todos los aspectos de la vida en comunidad, 

donde se construye el idioma, el pensamiento, los valores culturales, la espiritualidad, la 

armonía con la naturaleza, la paz como producto de la satisfacción de las necesidades 

básicas y de la práctica de la responsabilidad social. 

Otros principios son el de ciudadanía, derecho a la diferencia y a la unidad en la diversidad. 

En este sentido la propuesta de política pública hace énfasis que deben vincularse estos dos 

conceptos como las dos caras de una misma moneda, la unidad y la diversidad, que implica 

tolerancia a la otredad al mismo tiempo que se asume una identidad nacional que une a 

todos los pueblos por razones históricas, geográficas y económicas. 

 

3.3.2 Ejes y líneas de acción. La propuesta de política pública fue encomendada a 

una Secretaría Técnica que implementó un proceso de construcción, consulta y validación y 

desarrolló los pasos correspondientes a su revisión técnica y metodológica. La Política 

quedó redactada en once ejes temáticos y cada una con sus líneas de acción que abarca la 

problemática que los líderes del movimiento indígena y fundamentalmente el liderazgo 

mayista plantean frente al Estado. 

Los primeros seis con sus líneas estratégicas y sumado el último eje (11), tienen 

especificidad acerca de los derechos de los pueblos indígenas y forman parte de las 
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constantes demandas que sus líderes promueven en los distintos foros nacionales e 

internacionales. Los restantes artículos se refieren a derechos sociales generales que 

también son reivindicados por los sectores del movimiento social. 

➢ Identidad de los pueblos Maya, Xinca y Garífuna. Es el primer eje y se refiere a la 

necesidad de fortalecer la identidad étnica como condición primordial para una 

existencia con dignidad y libertad. Se fundamenta en la voluntad del individuo de 

ser y pertenecer a una comunidad o pueblo con el que comparte sus valores, idioma, 

costumbres, normatividad, historia y territorialidad.  Según sus líneas estratégicas la 

identidad se fortalece mediante el impulso a la regionalización de los servicios 

públicos; el conocimiento de los principios y valores de los mismos pueblos; el 

fomento de la producción intelectual, artística de los pueblos; garantizar la 

identificación étnica dentro del ordenamiento del Estado; impulso a la investigación 

y la tecnología en las comunidades y el libre ejercicio de la espiritualidad indígena 

en los lugares considerados sagrados.  

La identidad está íntimamente ligada a la espiritualidad, la cual está latente en 

diversos grupos de manera continua. Sin embargo, en la realidad actual, la 

espiritualidad maya es una práctica que aún no llega a la gran mayoría de indígenas 

que han sido influenciados por otras espiritualidades. Ha sido el esfuerzo de los 

mayistas, revivir estas prácticas que han quedado relegadas y que fueron 

descalificadas por el cristianismo.  Sin menoscabo de la identidad étnica de los 

indígenas, la práctica de su espiritualidad se ha diversificado, inicialmente por la 

imposición de los conquistadores, pero en la actualidad como resultado de una 

opción personal. Esto significa que la espiritualidad de gran parte de la  población  

indígena actual ya no tiene fundamento en el mayismo, sino es en todo caso, una 

expresión sincrética producto de otras influencias. Basta voltear la vista a que en 

todos los pueblos indígenas actuales se celebra con toda devoción el día del patrón 

del pueblo, tradición de absoluto fundamento cristiano católico. Asimismo, es 

notoria la presencia protestante en las comunidades indígenas. Lo anterior abre un 
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sustantivo debate sobre el concepto de identidad que plantea el proyecto de política 

pública. 

➢ Interculturalidad. Fundamento para la construcción de un Estado plural. Este eje 

implica un intercambio de saberes, tradiciones, historia, valores, arte, y otras formas 

de vida peculiares de los pueblos que cohabitan en el país, en condiciones de 

respeto y equidad. Un criterio planteado por los actores de esta propuesta es que no 

puede haber interculturalidad entre desiguales. Por lo anterior es preciso que antes 

de pensar en el intercambio se cierren las brechas de desigualdad y se adecúen los 

servicios públicos para que los principios, valores y conocimientos de los pueblos 

indígenas sean tomados en cuenta. La interculturalidad está vinculada inicialmente a 

la acción de romper las fronteras étnicas. El conocimiento del otro es fundamental 

para luego generar respeto y un ambiente de solidaridad. Un Estado plural engendra 

con sus acciones y políticas una sociedad intercultural, En tanto un Estado 

monocultural engendra racismo y discriminación. 

Dentro de sus principales líneas de acción están el reconocimiento y respeto de las 

culturas, los intercambios de expresión cultural entre las comunidades, el fomento 

de prácticas de  principios y valores ancestrales en la escuela, establecer asesorías 

de alto nivel para las dependencias ministeriales, promover el conocimiento de las 

formas de organización indígenas por los partidos políticos, y la ejecución de 

programas de formación cívica y ciudadana en los medios de comunicación social. 

➢ Derechos relativos a la tierra y medio ambiente. En este tema se establecen líneas 

estratégicas para compensar en alguna medida el despojo de que han sido objeto las 

comunidades indígenas. Dentro de sus líneas de acción está el conocimiento de la 

legislación relacionada con la protección de tierras comunales, así como la 

utilización racional y sostenible de la diversidad biológica y los ecosistemas; la 

instalación de juzgados de asuntos agrarios en comunidades indígenas, el apoyo 

técnico agrícola, y la coadministración de las áreas protegidas en territorios 

indígenas. Un asunto que llama la atención es el requerimiento a que se establezcan 
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juzgados de asuntos agrarios, con el fin de resolver los conflictos de tierras. Este 

aspecto se considera necesario si se enfoca desde la existencia de juzgados 

especializados en la temática que con objetividad den certeza jurídica a los 

comunitarios o en todo caso establezcan medios de compensación social. 

➢ Educación bilingüe multicultural e intercultural. Este eje implica el pleno 

ejercicio del derecho a la educación con pertinencia cultural y lingüística. Sus líneas 

estratégicas apuntan hacia el mejoramiento de la enseñanza y aprendizaje de la 

educación bilingüe intercultural, programas de actualización de docentes en 

servicio, reconocimiento de las características sociolingüísticas en el contexto de las 

escuelas ubicadas en regiones indígenas, fomento del arte y la creatividad, 

producción de materiales educativos bilingües, ampliación de la cobertura escolar 

incluido el nivel superior en cada comunidad indígena.  

Es importante resaltar que la población indígena es analfabeta en su propio idioma, 

tomando en cuenta que este es oral, y que desde la conquista se interrumpió el 

desarrollo de su idioma escrito. Hoy los idiomas se escriben con simbología 

castellana. La simbología propia de los mayas se desvinculó de los actuales pueblos 

indígenas y son los epigrafistas los que han logrado realizar algunas interpretaciones 

de las inscripciones en los códices y monumentos. El énfasis en este eje debe 

ponerse en el bilingüismo, que permita a la población indígena aprender también el 

español para usarlo como idioma franco ante la comunidad nacional e internacional. 

➢ Participación democrática, representación política y gestión territorial. Este eje 

contiene un elemento sustantivo al referirse a la gestión territorial de acuerdo a las 

características socioculturales y lingüísticas del país. Esto está íntimamente ligado a 

la aplicación del derecho de las comunidades indígenas a ser consultadas sobre 

asuntos administrativos, legislativos y políticos que les afecten. Dentro de sus líneas 

está el apoyo técnico y legal a los representantes de los pueblos indígenas en la 

toma de decisiones, iniciativas para asegurar la participación equitativa en todos los 

niveles de la administración pública, reconocimiento de las organizaciones y 

autoridades ancestrales, derecho de participación en los partidos políticos. 
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➢ Discriminación y racismo. Este eje se refiere al problema fundamental de la nación, 

el racismo y la discriminación. En sus líneas estratégicas se establece el 

fortalecimiento de la institucionalidad indígena que trabaja el tema, conocimiento 

de los instrumentos internacionales y leyes del país referentes a la misma temática, 

la inclusión del tema en los planes de estudio de las universidades y de todas las 

instituciones educativas del país, y la erradicación de esta práctica en todas las 

dependencias públicas.  

➢ Normatividad jurídica ancestral y su  coordinación con el sistema jurídico oficial 

para hacer realidad el pluralismo jurídico. Este eje establece en sus líneas 

estratégicas, el reconocimiento de las instituciones y autoridades ancestrales 

indígenas, la administración de justicia con pertinencia cultural, la realización de 

estudios sobre los sistemas jurídicos de los pueblos Maya, Xinca y Garífuna y 

fortalecimiento de los mismos. Esta propuesta está latente en el imaginario indígena 

nacional. En la reciente reforma constitucional propuesta al congreso de la 

República a finales del 2016, se generó un intenso debate sobre la inclusión de la 

jurisdicción indígena en el artículo 203 que se refiere a la exclusividad de la Corte 

Suprema de Justicia para administrar la justicia. 

El auge de los movimientos indígenas en Guatemala ha permitido fortalecer la 

propuesta de que la jurisdicción indígena se establezca en forma paralela a la 

actuación de la Corte Suprema de Justicia. Se aduce de parte del liderazgo indígena 

que el derecho indígena es un sistema completo, que tiene las competencias para 

ejercer jurisdicción en sus comunidades conforme a sus costumbres y valores. Esta 

controversia puso en evidencia que en Guatemala se han radicalizado las posiciones 

y la identidad nacional aún es un proceso por construir. Por un lado, las posiciones 

del liderazgo indígena exacerbaron las competencias de las autoridades indígenas y 

por el otro lado, las élites económicas publicaron anuncios que pretendían 

atemorizar a la población con la posible aplicación de normas arbitrarias que 

vendrían a dividir más al país.  
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El tema debe ser objeto de discusión seria, sin desestimar que es pertinente que el 

sistema jurídico oficial tome en cuenta la existencia de estas normas 

consuetudinarias y comunitarias, sus autoridades ancestrales y lo que algunos han 

dado en llamar el peritaje cultural para contribuir a aclarar procesos jurídicos que 

implica a comunidades o individuos indígenas. Dos sistemas jurídicos funcionando 

en forma paralela, como proponen algunos líderes, tendría serias dificultades para 

los operadores de justicia, e implicaría complejidad no solo lingüística, étnica, sino 

de objetividad y certeza jurídica. 

➢ Los siguientes ejes el 7, 8, 9 y 10 se refieren a temas sociales que no son 

específicos de los pueblos indígenas, tal como. (7) La dignificación de la mujer y 

su contribución al desarrollo socioeconómico y cultural del  país; (8) El desarrollo 

de la ciencia, tecnologías y artes de los pueblos indígenas; (9) Productividad, 

empresarialidad y emprendimiento colectivo de los pueblos indígenas, y (10) 

Atención integral a la familia. Lo relevante aquí es la propuesta de fortalecer la 

protección de la mujer indígena y la aplicación de medidas correctivas que 

garanticen la aplicación de la legislación vigente en la materia; En cuanto a la 

ciencia y la tecnología se propone la inclusión de los saberes ancestrales y el 

registro de los mismos para garantizar su uso social y comunitario. 

En lo referente a la productividad se propone transferencia tecnológica para 

proyectos empresariales de pequeña y mediana empresa, así como de empresas 

comunitarias y familiares que se desarrollan conforme a la tradición de los 

diferentes pueblos indígenas del país, Así también se plantea la protección de los 

alimentos ancestrales, promoción de los productos y mercancías artesanales 

indígenas, incluso poner atención a la infraestructura vial en regiones productivas 

indígenas.  

Y en lo relativo a la atención a la familia, se pone énfasis en la creación de escuelas 

para padres de familia, proyectos de capacitación laboral, el deporte y la recreación 

que incluya el rescate de los juegos tradicionales, atención al adulto mayor y 
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protección social a personas de tercera edad y con capacidades especiales. Todo esto 

es tarea que ya viene realizando el Estado a través de sus distintos ministerios y 

dependencias. Es obvio que dichos programas deben mejorar y estar al alcance de 

las comunidades indígenas, pero no son temas específicos de pueblos indígenas sino 

de la población en general. 

 

3.3.3 Proceso de construcción y legitimidad. Como toda política pública, sigue 

un proceso de construcción en consulta con los diversos actores que serán protagonistas de 

su vigencia, la Política de Pueblos Indígenas e Interculturalidad emana inicialmente del 

mandato del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad. Dicho encargo es asumido 

por una Secretaría Técnica que establece los lineamientos para realizarla. 

La Secretaría conformada por personal indígena inició en 2014 el proceso respectivo. El 

primer paso fue lo que en investigación se llamaría revisar el estado del arte, es decir, la 

identificación de todos aquellos estudios relacionados con el tema. Asimismo, se analizaron 

las normativas vigentes que en forma directa o indirecta afectan a los pueblos indígenas. El 

primer documento analizado fue la Constitución Política de la República. En ella se 

estableció que contiene significativos avances en la identificación de las necesidades de las 

comunidades indígenas. Los artículos 58 y 66 al 70 se refieren con especificidad a los 

pueblos de descendencia maya. La misma propuesta de política expresa:  

 La Constitución Política de la República de Guatemala constituye el pilar 

 fundamental de la Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, en 

 tanto en ella se establece al Estado la obligación de garantizar a sus habitantes la 

 vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y desarrollo integral (Secretaría 

 Ejecutiva del Gabinete de Pueblos Indígenas de Guatemala, 2015, p.14). 

En cuanto a la legislación vigente, se analizó la Ley de Educación Nacional, la Ley de 

Desarrollo Social, la Ley del Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, la Ley de 

Idiomas Nacionales, el Código Municipal, la Ley Preliminar de Regionalización, la Ley del 
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Organismo Judicial. Asimismo, se analizaron los Acuerdos de Paz, específicamente, el de 

Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas y el de Aspectos Socioeconómicos y 

Situación Agraria. Dichos instrumentos jurídicos y políticos constituyen el marco 

referencial de la Política. 

En el ámbito internacional se tomaron en cuenta tres instrumentos relacionados con Pueblos 

Indígenas que el Estado de Guatemala ha ratificado. Estos son la Declaración Universal de 

los Derechos Humanos, el Convenio 169 de la OIT, la Declaración de Naciones Unidas 

sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  

Adicionalmente se consultaron otros instrumentos técnicos como el Plan Nacional de 

Desarrollo Katún, Nuestra Guatemala 2032. En el Informe del Sistema Nacional de Diálogo 

(2015), al referirse a este plan señala que:  

 Los pueblos son diferentes y diversos, pero estas diferencias no deben ser fuente de 

 discriminación y exclusión. De manera que la noción de equidad, como principio 

 rector y como estrategia de desarrollo, se convierte en un factor de transformación 

 de las condiciones y situación de vulnerabilidad de los grupos históricamente 

 excluidos. (p.16) 

En el Plan Katún 2032, se establecen lineamientos programáticos para impulsar la 

consolidación de un Estado democrático y moderno, que integre a todos los sectores de la 

población en un mismo contrato social hacia su desarrollo. La Política Nacional viene a ser 

un elemento complementario del plan, que apunta hacia el mismo objetivo, la 

transformación del Estado. 

Se revisaron otras políticas públicas relacionadas como, la Política Nacional de Derechos 

Humanos, Política Pública para la Convivencia y la eliminación del Racismo y la 

Discriminación Racial, Política Nacional de Descentralización del Organismo Ejecutivo, de 

Desarrollo social y Población y otras más.  El propósito de este análisis documental fue 
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garantizar la coherencia del nuevo instrumento y asimismo, tener un enfoque integral que 

facilite la observancia de todos los instrumentos que tienen relación con el tema. 

El siguiente paso fue la construcción del documento mártir de la Política para ponerla a 

disposición del debate con los representativos de los pueblos interesados. En este proceso la 

Secretaría Técnica tuvo el oportuno acompañamiento de la SEGEPLAN, que es el ente 

rector de las políticas públicas en el país. Asimismo, se contó con el apoyo de los asesores 

del Sistema Nacional de Diálogo. Como resultado de este trabajo se obtuvo una propuesta 

inicial para ser consultada, modificada y posteriormente validada. 

Construido el documento de propuesta inicial se implementó la consulta con los pueblos 

interesados. En este afán se convocaron a líderes representativos de las 25 comunidades 

lingüísticas existentes en el país. En dicho proceso se establecieron los pasos 

metodológicos pertinentes: a) establecer las condiciones de confianza de los participantes; 

b) una exposición del contexto socioeconómico en que surge la iniciativa; c) la 

presentación de la propuesta auxiliándose con traducción al idioma respectivo; d) el análisis 

en grupos de trabajo; e) la síntesis y conclusiones de la consulta mediante las memorias 

recogidas en cada taller que posteriormente fueron analizadas e incorporadas al documento 

según su nivel de frecuencia y pertinencia. 

En total fueron organizadas 32 jornadas de consulta en las diferentes comunidades 

lingüísticas habiendo arrojado una participación total de 840 líderes consultados 

representativos de las veinticuatro comunidades lingüísticas que integran la sociedad 

guatemalteca, con una participación equilibrada de género en los diferentes roles. (Véase 

Tabla 4) 
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Tabla 4 

Participación en consulta sobre Política Nacional de Pueblos Indígenas  

No. Rol de los participantes % Cantidad 

1 Liderazgo indígena comunitario 73.3 616 

2 Autoridades, comadronas indígenas 11 92 

3 Guías espirituales 2.6 22 

4 Representantes organizaciones e instituciones 5.7 20 

5 Funcionarios públicos 5 48 

6 Otros (académicos, artistas) 2.4 42 

 Totales 100 840 

Nota. Fuente: Sonturníl, J. D. (2015a). Informe del proceso de construcción, consulta y 

validación de la  propuesta de Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad 

(Informe de consultoría). (p. 21). Secretaría Ejecutiva del Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad. 

 

Luego de concluidas las rondas de consulta en todo el país, el equipo de la Secretaría 

Técnica del Gabinete se dio a la tarea de analizar las propuestas emanadas de la 

participación de los líderes indígenas y demás participantes. Para aceptar o eliminar una 

propuesta se atendió a criterios de frecuencia, pertinencia y coherencia. Esto se explica 

cómo las veces que la misma propuesta fue mencionada en cada taller de consulta, la 

pertinencia de la propuesta con relación a la temática de pueblos indígenas y la coherencia 

en función de las demás normativas, la Constitución Política de la República y los 

instrumentos internacionales.  

Posteriormente se realizaron los talleres de validación en las mismas comunidades 

lingüísticas con un grupo de representantes de los participantes en los talleres de consulta. 

Concluido el proceso de validación social, se procedió a enviarlo a SEGEPLAN para su 

trámite correspondiente. 

En cuanto a la legalidad y legitimidad de la propuesta, la misma tiene total legalidad.  En 

tanto fue una iniciativa generada por un ente legalmente constituido al más alto nivel del 

Organismo Ejecutivo. Asimismo el Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad fue 
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creado por Acuerdo Gubernativo 117-2014. Se enmarca dentro de las competencias de las 

instituciones que tienen iniciativa de ley y que tienen la rectoría de las políticas públicas 

como lo es SEGEPLAN. 

La legitimidad se sustenta en la participación del liderazgo de las veinticuatro comunidades 

lingüísticas por intermedio de representativos convocados por las instituciones indígenas 

del Estado, tales como CODISRA, ALMG, DEMI, FODIGUA y Consejo Nacional de 

Desarrollo Urbano y Rural. Asimismo hubo participación de ciudadanos ladinos de habla 

castellana perteneciente a las universidades y centros de estudio. 

El último paso corresponde indudablemente al Organismo Ejecutivo, para que después de 

un proceso de análisis proceda a su aprobación en Consejo de Ministros. Situación que de 

acuerdo a la coyuntura generada en abril de 2015 pasó a un segundo plano, cuando la 

dinámica social se alteró para pedir la renuncia de las máximas autoridades electas por 

señalamientos de actos de corrupción. Nuevamente los intereses de los pueblos indígenas 

quedan relegados por no ser de importancia en una coyuntura de crisis institucional. Dicha 

crisis continúa aún en la actualidad por lo que la propuesta de la Política queda paralizada 

en un escenario desfavorable, ya que las autoridades del ejecutivo y legislativo en turno no 

manifiestan ningún interés de retomar esta importante iniciativa política. 

  

3.3.4 Relación de la Política con la Declaración de Naciones Unidas sobre los 

derechos de los Pueblos Indígenas. Como se anotó con anterioridad, los instrumentos 

políticos relacionados con los pueblos indígenas a partir de los años 90, están fuertemente 

influenciados por los instrumentos políticos internacionales. Guatemala ratificó su adhesión 

al Convenio 169 de la OIT, en junio de 1996, en la víspera de la firma del Acuerdo de Paz 

firme y duradera. Una década después en Septiembre de 2007 se firma en Naciones Unidas 

la Declaración sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. Esta Declaración actualiza los 

principales enunciados del Convenio 169, y exhorta a los Estados firmantes a implementar 

en su legislación, planes y programas de gobierno los derechos contenidos en la misma para 

su aplicación en el contexto nacional. 
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La Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad viene a ser un instrumento 

que de entrar en vigor aplicaría en forma específica los derechos contenidos en la 

Declaración, al igual que los preceptuados en el Convenio 169 y otros instrumentos 

relacionados. 

➢ El eje de Identidad de los pueblos Maya, Xinca y Garífuna desarrolla en sus líneas 

estratégicas lo preceptuado en el artículo 11, 12 y 33 de la Declaración, que expresa 

el derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales (11); a 

mantener sus ceremonias espirituales y religiosas y lugares religiosos (12); y a 

mantener su propia identidad según sus costumbres y tradiciones sin afectar su 

ciudadanía nacional (33). La Política define como estratégico el impulso del 

conocimiento de los principios y valores, costumbres y tradiciones, su 

reconocimiento y respeto, Asimismo, señala el apoyo al ejercicio de la 

espiritualidad indígena y los lugares y sagrados y sitios arqueológicos de sus 

ancestros. 

➢ El eje de Interculturalidad fundamento para la Construcción de un Estado Plural, 

desarrolla lo preceptuado en el artículo 6 y 8 de la Declaración, que expresan el 

derecho a una nacionalidad (6); y a no ser sometidos a una asimilación forzada ni a 

la destrucción de su cultura (8). La Política establece como estratégico el fomento 

de los valores y prácticas de reconocimiento y respeto de las culturas coexistentes 

en Guatemala, así como, la ejecución de programas de formación cívica y ciudadana 

que estimulen actitudes para la convivencia intercultural y la valoración de las 

potencialidades de cada pueblo. Es obvio que este reconocimiento no ha sido una 

práctica en nuestra sociedad hasta antes de los años 90. 

➢ Los derechos relativos a la tierra de los pueblos indígenas y medio ambiente, 

implementa lo relativo a los derechos establecidos en el artículo 26, 27 y 29 de la 

Declaración. Estos se refieren al derecho a las tierras y territorios con sus recursos  

naturales (26); sistemas de tenencia de la tierra (27);  la conservación y protección 

del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras (29). Para la Política 

es estratégico el conocimiento y aplicación de la normativa nacional relacionada 
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con la protección de tierras comunales, comunitarias  y de cooperativas agrícolas 

indígenas para que se tenga certeza jurídica sobre sus posesiones, es imprescindible 

el fomento de programas de provisión de tierra a comunidades indígenas y 

campesinas con acompañamiento técnico y pertinencia cultural, Asimismo, 

considera estratégico el co-manejo de las áreas protegidas en sus territorios. 

➢ El eje de educación bilingüe multicultural e intercultural, aplica lo preceptuado en el 

artículo 12 de la Declaración relativo al derecho de desarrollar y enseñar sus 

tradiciones y costumbres. Para la Política es estratégico el mejoramiento de la 

enseñanza y aprendizajes de la educación v bilingüe intercultural y la 

reorganización técnica y administrativa del sistema educativo, para ajustarlo a las 

necesidades sociolingüísticas y culturales de la población indígena. 

➢ El eje de Participación democrática, representación política y gestión territorial, 

implementa el derecho establecido en el artículo 3, 4, 10, 18, 19, 20 y 25 de la 

Declaración relacionados con la libre determinación en relación a su desarrollo 

económico, social y cultural (3); derecho a la autonomía o autogobierno en los 

asuntos internos y locales.(4); no ser desplazados por la fuerza y sin su 

consentimiento (10); adoptar decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos 

(18); los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe antes de medidas 

que les afecten (19); derecho a dedicarse libremente a sus actividades económicas 

tradicionales (20); y derecho a fortalecer su propia relación espiritual con las tierras, 

territorios, aguas etc. (25).  

Para la Política es estratégico asegurar la libre y efectiva participación de los 

indígenas en la toma de decisiones sobre asuntos de sus comunidades y de la vida 

nacional, el reconocimiento y respeto a sus formas de organización social, la 

implementación de mecanismos jurídicos e institucionales para garantizar el 

derecho a la consulta en asuntos que les afecten, estos procesos deben ser validados 

por las comunidades, organizaciones y autoridades ancestrales. Asimismo, es 

estratégico el co-manejo de los parques y sitios arqueológicos con participación de 

los guías espirituales o autoridades ancestrales. 
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➢ Discriminación y racismo hacia los pueblos indígenas Maya, Xinca y Garífuna, este 

eje implementa los derechos contenidos en el artículo 1, 2, 9, 13, 14, 15 y 37 de la 

Declaración relacionados con el disfrute de todos los derechos de la Carta de la 

Naciones Unidas (1); no ser objeto de ninguna discriminación (2); Derecho de 

permanecer en una comunidad o nación sin discriminación de ningún tipo (9); 

derecho a transmitir sus tradiciones orales (13); tener sus instituciones docentes 

(14); que sus valores se reflejen en la educación e información, pública (15); y 

derecho a la aplicación de los Tratados, Acuerdos y arreglos concertados por los 

Estados (37). Para la Política es estratégico el conocimiento de los instrumentos 

internacionales y leyes ordinarias del país, la erradicación de la discriminación y el 

racismo en las instituciones públicas y privadas, la inclusión en los planes de 

estudio del valor de la no discriminación. 

➢ El énfasis del eje de dignificación de la mujer Maya, Xinca y Garífuna y su 

contribución al desarrollo socioeconómico y cultural del país, es resaltar la 

participación de las mujeres en los mismos ámbitos de los hombres. La Declaración 

no dedica ningún artículo exclusivo a las mujeres, sin embargo, en todo el 

instrumento se incluye inevitablemente a las mujeres, en tanto se menciona a las 

personas sujetos del derecho. Para la Política es estratégico hacer énfasis en la 

participación de las mujeres y reconocer su contribución al desarrollo y viabilizar el 

acceso de las mujeres a todos sus derechos en condiciones de equidad incluyendo 

los asuntos productivos como la tierra y la vivienda digna. 

➢ El eje de Desarrollo de la ciencia, tecnologías y artes de los pueblos Maya, Xinca y 

Garífuna, implementa lo preceptuado en el artículo 34 de la Declaración relativo al 

derecho a mantener sus estructuras institucionales propias. Para la Política es 

estratégico el impulso de procesos de sistematización y registro del vocabulario 

técnico de los idiomas y el conocimiento, protección y registro de la medicina 

ancestral y técnicas de conservación de la salud, cultivo de plantas  medicinales e 

instrumentos ancestrales de tratamiento. 

➢ Productividad, empresarialidad  y emprendimiento colectivo, es el eje que desarrolla 

el artículo 21 y 39 de la Declaración. Estos se refieren al derecho al empleo la 
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capacitación y asesoramiento técnico, vivienda, saneamiento y salud y seguridad 

social (21); y derecho a la asistencia financiera (39). Para la Política es estratégico 

el fortalecimiento de los programas de asistencia técnica y financiera a la pequeña y 

mediana empresa y cooperativas, así como empresas familiares de los pueblos 

indígenas y campesinos en general. 

➢ Atención integral a la familia, implementa el artículo 17 y 22 relativos al derecho a 

los miembros de la familia con énfasis en los niños, mujeres y personas de la tercera 

edad. Para la Política es estratégico el fortalecimiento y ampliación de los 

programas de deporte y recreación en las comunidades, así como el rescate de los 

juegos tradicionales, el arte y los instrumentos ancestrales. Es estratégico también el 

desarrollo de la vocación los jóvenes para un mejor desarrollo de sus 

potencialidades y la atención integral de la familia conforme a las costumbres y 

cosmovisión propias. 

➢ Normatividad jurídica ancestral, implementa el artículo 5, 35 y 40 de la Declaración   

referentes a los derechos de participación en la vida política económica social y 

cultural del Estado (5); determinar las responsabilidades de los individuos para con 

sus comunidades (35); y el uso de procedimientos de arreglo de conflictos (40). Para 

la Política es estratégico trabajar en la consolidación de las instituciones y 

autoridades ancestrales, el impulso de acciones para garantizar el reconocimiento de 

los gobiernos municipales a las autoridades ancestrales y el fortalecimiento de la 

normatividad jurídica ancestral. 

La vinculación realizada en los párrafos anteriores, entre la propuesta de Política de 

Pueblos Indígenas e Interculturalidad y los Preceptos de la Declaración de Naciones Unidas 

sobre Pueblos Indígenas, pone de manifiesto que un instrumento de política es 

indispensable para avanzar en la implementación de la Declaración. Dado que en nuestro 

país es muy complicado avanzar en la formulación de leyes específicas que cierren las 

brechas de desigualdad entre los pueblos, la política pública viene a ser un instrumento 

transicional que puede incidir en futuros cambios legislativos. 
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La propuesta de Política es un instrumento técnico construido para constituir en un 

orientador de la acción gubernamental en todos los niveles. Su aprobación implica de 

inmediato la aprobación de un Plan de Acción, en el que se establezcan los programas y 

actividades específicas y a qué dependencia corresponde su ejecución. Dicho plan deberá 

disponer de los recursos financieros y administrativos correspondientes para su 

implementación.  

Al tomar en cuenta que la Política abarca la acción de toda la institucionalidad 

gubernamental, se entiende que no se trata de asignarle un presupuesto específico, lo cual 

tendría el riesgo de ser insuficiente y desvirtuar el enfoque holístico de la propuesta. 

Concretamente se trata de un replanteamiento del presupuesto nacional de ingresos y 

egresos del país, para que se establezcan con un criterio de interculturalidad las prioridades 

del gasto e inversión pública. 

La Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad es ahora la tarea pendiente 

del Estado y fundamentalmente del Organismo Ejecutivo. Estudiarla y llevarla al debate 

académico puede contribuir a sensibilizar a la clase política del país, para retomar el 

camino hacia la construcción de un Estado plural en que se haga realidad el sueño de la 

unidad dentro de la diversidad. 

 

 

3.4 La falta de medidas por parte del gobierno para alcanzar los fines de la 

Declaración. Propuesta de las principales acciones que debe realizar el Gabinete 

Indígena 

 

Tanto el gobierno de Otto Pérez Molina como el de Jimmy Morales, no han demostrado 

tomar las mejores medidas a favor de los pueblos indígenas.  Por el contrario, durante el 

gobierno de Otto Pérez Molina se evidencio que fue represor de cualquier expresión que 

demandara el respeto e inclusión de los pueblos indígenas; especialmente en contra de los 

movimientos indígenas de corte anti minería.  En el caso del Presidente Jimmy Morales se 
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puede notar un visible silencio hacia los movimientos indígenas, a pesar que cuenta dentro 

de su gabinete con funcionarios indígenas. 

 

Por otro lado, el Gabinete de Pueblos Indígenas debe activar su participación en todos los 

niveles, especialmente el gobierno central y local para alcanzar convertirse en ese actor 

referente y de incidencia en el tema indígena dentro de la institucionalidad pública, cumplir 

sus funciones que le mandatan sin necesidad de la aprobación de una política, se puede ir 

abriendo el camino y sembrar las semillas para que su cosecha vaya más allá de la 

aprobación de una política.  Para ello se proponen las siguientes acciones: 

 

➢ Darse a conocer ante instituciones de gobierno centralizadas y descentralizadas, 

alcaldías y gobernaciones, sociedad civil, partidos políticos, el organismo legislativo 

y judicial, sector académico y económico. 

➢ Campaña de socialización de la Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad, sensibilización de la necesidad de su aprobación como un factor 

influyente e imperante en el desarrollo sostenible del país, especialmente el 

económico y social. 

➢ Iniciar una campaña de cabildeo a favor de la aprobación de la política y para un 

papel más protagónico del Gabinete. 

➢ Cabildeo con la comunidad internacional y cooperantes, para buscar el respaldo 

político, incluyendo la sensibilización de la necesidad de la aprobación de la 

Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad como instrumento para 

hacer cumplir con los compromisos internacionales al Estado guatemalteco, 

especialmente el cumplimiento de la Declaración. 

➢ Fortalecer la relación entre la Secretaría Ejecutiva del Gabinete y el Presidente; así 

como ministros y secretarios.  Pero además, con las ventanillas indígenas de la 

institucionalidad pública. 

➢ Promover la realización del primer gabinete indígena del gobierno del Presidente 

Jimmy Morales, buscando alcanzar la mayor cantidad de compromisos a favor del 

Gabinete y política en sí, y los pueblos indígenas en general.  
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3.5 Percepción actual del Gabinete y la Política en el marco de la Declaración y el 

Estado Plural. Análisis de resultados y hallazgos de la investigación de campo. 

Es preciso conocer la percepción de los entrevistados respecto a los temas en cuestión, 

constituyéndose como la parte empírica del estudio, donde se llevó a cabo la investigación 

de campo a través de entrevistas semi-estructuradas con actores clave. En ese sentido, 

previo a dar a conocer los resultados, es importante revelar cómo se definió la muestra de la 

población a entrevistar.  

Para el efecto, se tomó la muestra considerando que fueran actores clave determinados en 

los siguientes aspectos: a) Que contara con un alto dominio en la temática estudiada; b) De 

reconocida trayectoria por su labor en el tema; c) Que fuera un actor de trabajo activo en la 

materia; d) Que estuviera vinculado a la institucionalidad del contexto estudiado. Además, 

de tomar como base su clasificación utilizando las siguientes categorías: ámbito del Estado 

“ejecutivo y legislativo”, Sociedad Civil “académicos, organizaciones, líderes y 

personalidades indígenas” y por último, organismos internacionales “gubernamentales y no 

gubernamentales”.  

A partir de dichos aspectos y categorías se hizo la exploración y selección de los actores 

clave a entrevistar. Donde al final quedó una muestra con 23 participantes, de los cuales 8 

pertenecen a instituciones del Estado, 11 son de sociedad civil y 4 de organismos 

internacionales.  

En concreto, la razón por la que hubo necesidad de seleccionar la muestra en base a actores 

clave, se fundamenta en que el estudio se delimita espacialmente a nivel central en el 

ámbito institucional y dado el expertis de los actores clave, la entrevista se hizo abierta lo 

que permitió enriquecer el trabajo al tener las percepciones desde diferentes aristas.  

Por otro lado, el propósito de la entrevista consistió en plantear cinco preguntas claves para 

obtener la percepción actual relacionadas con la incidencia del Gabinete de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad, el alcance y funcionalidad de una política pública, su 
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vinculación con la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, la concepción de un Estado plural y las reformas legales que deberían impulsarse 

en el país para resolver la exclusión de la población indígena de los beneficios del 

desarrollo contemporáneo. 

Las entrevistas se realizaron con toda la flexibilidad posible, permitiendo extraer diferentes 

opiniones de los participantes sobre los diversos tópicos que se incluyen en la problemática 

nacional. Las respuestas de entrevistas abiertas requirieron de un análisis cualitativo para 

poder determinar el énfasis predominante de los entrevistados con relación al tema 

fundamental, que constituye la vinculación de la Declaración de Naciones Unidas y la 

propuesta de Política Pública de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, proceso que se 

realizó con la aprobación del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad. 

Las respuestas fueron cuidadosamente analizadas tomando en cuenta su relación con el 

tema en cuestión. Se aplicó el criterio de establecer la frecuencia, pertinencia y coherencia 

de las mismas para ser incluidas en el análisis. La frecuencia tiene que ver con las veces en 

que una respuesta en su parte sustantiva se repite dentro de los participantes, la pertinencia 

se apreció en función de su relación con la pregunta y la coherencia se apreció desde la 

vinculación de las respuestas con el contexto social del país. Seguidamente se extrajeron 

textos literales de los sujetos de las entrevistas para reforzar el análisis respectivo. 

Como resultado de dicho análisis se tabularon las principales respuestas, donde a través de 

la elaboración de un formato de tabla se reflejaron las respuestas más relevantes y de mayor 

frecuencia para cada pregunta. A esa cuenta, se presentan cinco tablas una por pregunta, 

donde es importante recalcar que los totales y porcentajes no corresponden al número de 

entrevistados, ya que en algunos casos se tomaron dos o más respuestas de una misma 

entrevista y en algunos casos las respuestas no llenaron alguno de los criterios para ser 

incluidas dentro del análisis. Los planteamientos de los entrevistados constituyen un 

valioso aporte para este estudio, en función de que permiten aclarar y profundizar en los 

temas sustantivos en cuestión, tal y como se observará a lo largo de los siguientes párrafos. 
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3.5.1 Incidencia del Gabinete. Si se toma en cuenta que el Gabinete fue instituido 

en marzo de 2014, a tres años de su vigencia, no se observa que su existencia sea 

significativa para la población indígena, según lo reflejan los resultados de las entrevistas. 

Plantear qué incidencia ha tenido el Gabinete de Interculturalidad en beneficio de los 

pueblos indígenas, permitió diagnosticar el nivel de conocimiento de los entrevistados 

sobre el Gabinete y enriquecer el análisis sobre si el papel del Gabinete ha sido activo o 

casi inactivo. 

 

Cabe resaltar algunas aseveraciones que sobresalen de los entrevistados. El Gabinete como 

tal “no tiene ni tendrá incidencia alguna, toda vez que por su propia conformación nació 

muerta. El Estado para mitigar las desigualdades, sencillamente debe cumplir con los 

instrumentos internacionales sobre derechos que tienen los pueblos indígenas” (Participante 

11, comunicación personal, 14 de agosto 2015).  

 

Por otro lado, “desde la creación del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad a la 

fecha, no ha logrado incidir en una acción específica para la mitigación de las 

desigualdades” (Participante 6, comunicación personal, 19 de agosto 2015). Como se 

muestra en la Tabla 5, la respuesta de los entrevistados es contundente, si unimos el 

numeral 1 y 2, tenemos que la mayor parte considera que no existe una incidencia 

perceptible para la ciudadanía sobre el trabajo del Gabinete. El resto de entrevistados 

argumentó sobre lo que debería ser la función de este ente gubernamental, pero como algo 

hacia futuro. 

Luego de mandatar la elaboración de una política pública específica, no ha existido ningún 

mecanismo, proyecto, programa o acción de tal envergadura, para impulsar dentro de las 

dependencias públicas del ejecutivo, nuevas prácticas de interculturalidad. Las que han 

surgido han sido acciones aisladas de las dependencias, relacionadas únicamente con la 

visión de algún funcionario, pero no son acciones coordinadas del Organismo Ejecutivo 

como tal. 
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Por lo que en ese sentido, como V. Alvarado indica: “Es un avance en la estructura estatal, 

por lo menos visibilizar la categoría de pueblo, concepto que indica derechos individuales y 

colectivos, pero en la práctica no se evidencia acciones concretas” (comunicación personal, 

10 de agosto de 2015). 

 

Tabla 5 

Resultados pregunta: ¿Qué incidencia ha tenido el Gabinete de 

Interculturalidad en beneficio de los pueblos indígenas? 

No. Respuestas F % 

1 No se tiene ninguna incidencia en la vida nacional… 8 34.78 

2 Solo constituye un documento teórico de carácter 

formal, no está vigente, por lo que no incide………. 7 30.43 

3 Por carecer de un mecanismo de seguimiento se 

ignora su posible incidencia………………………... 2 8.70 

4 Es una oportunidad que debe potencializarse hacia 

el Estado……………………………………………. 2 8.70 

5 El Gabinete debería reorientar el presupuesto y la 

institucionalidad del Estado para incluir a los 

pueblos indígenas…………………………………... 2 8.70 

6 El Gabinete debe promover las autonomías 

indígenas………………………………………......... 1 4.35 

7 Aporta insumos para las necesidades el análisis de la 

situación de los pueblos indígenas…………………. 1 4.35 

  Total de respuestas 23 100% 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a entrevistas focalizadas en la 

investigación de campo. 
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3.5.2 Cumplimiento de la Declaración a través de la Política. La Política como 

instrumento para la aplicación de los derechos de los pueblos indígenas contenidos en la 

Declaración debe ser vista como un esfuerzo de todo el Estado para construir relaciones de 

ecuanimidad entre los ciudadanos.  

 

No obstante, por un lado una política pública solo constituye una parte del conjunto de 

acciones que el Estado debe tomar para la implementación de la Declaración de Naciones 

Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; por lo que, dado que la Política es un 

principio, no es suficiente ya que deben venir modificaciones legales y administrativas que 

permitan la participación de los pueblos sin menoscabo de sus culturas y derechos 

colectivos.  

 

Pero por otro lado, al no ser suficiente dicha Política debe partir del compromiso y la 

voluntad política que los funcionarios y tomadores de decisión deben tener. En las 

anteriores aseveraciones se interpretan las opiniones de la mayoría de los entrevistados. 

(Véase Tabla 6) 

 

Sin embargo, no todos los entrevistados piensan positiva o idealmente respecto a las 

políticas públicas, ya que algunos consideran que la experiencia en las instituciones del 

Estado ha sido que estas políticas únicamente son de carácter formal, no tienen seguimiento 

ni presupuesto propio para desarrollarlas. D. Cojtí señala: “Claro que no basta una política, 

la que además sería una más de las aproximadamente 40 políticas públicas que existen en la 

SEGEPLAN. Se necesita una reforma del Estado y una Asamblea Nacional Constituyente” 

(comunicación personal, 15 de agosto de 2015).  

 

En otras palabras “la Declaración va más allá de una política pública. Tiene también que 

ver con temas legislativos y judiciales. Inclusive debe lograrse el involucramiento de todos 

los ámbitos de la sociedad” (Participante 4, comunicación personal, 19 de agosto de 2015). 

Es por ello que la política se puede ver como “un principio para ir avanzando en futuros 
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cambios a otros niveles del Estado” (Participante 22, comunicación personal, 19 de agosto 

de 2015). 

 

En resumen, si bien la mayoría de los entrevistados se inclina por señalar que la Política no 

es suficiente para el cumplimiento de la Declaración, pero tampoco niega la existencia de la 

misma como instrumento para la implementación de la normativa que compone la 

Declaración.   

 

 

Tabla 6  

Resultados pregunta: ¿Una Política es suficiente para el 

cumplimiento de la Declaración de Naciones Unidas sobre pueblos 

indígenas? 

No. Respuestas F % 

1 Se debe involucrar a todo el Estado no solo el 

Ejecutivo, debe ser Política de Estado…………….. 7 26.92 

2 Es un primer paso pero no es suficiente…………... 6 23.08 

3 No, lo más importante es que exista compromiso y 

voluntad política de los que dirigen el Estado…….. 5 19.23 

4 Además se debe revisar la legislación vigente……. 5 19.23 

5 No, se debe incluir la libre autodeterminación de 

los pueblos y sus propios sistemas de justicia…….. 2 7.69 

6 La Política de pueblos indígenas es una más dentro 

de otras 40 que no se cumplen…………………….. 1 3.85 

 

Total de respuestas 26 100% 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a entrevistas focalizadas en la 

investigación de campo. 
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3.5.3 Avances en la aplicación de la Declaración. El común denominador entre 

los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos y específicamente sobre 

derechos de los pueblos indígenas es un escaso o nulo cumplimiento en la parte sustantiva 

de su contenido. En este caso la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas no es la excepción.  

 

Al respecto, la mayoría de los entrevistados consideran que no se observan avances 

significativos en su implementación. A decir por R. Tacán: “No hay avances. Los 

problemas históricos que sufren los pueblos indígenas persisten en la sociedad 

guatemalteca… racismo, discriminación, machismo, patriarcado” (Participante 16, 

comunicación personal, 19 de agosto de 2015).  

 

A pesar de ello, no falta quien señale aspectos positivos al decir que: “La Declaración ha 

sido un soporte en el trabajo internacional de los pueblos indígenas” (Participante 14, 

comunicación personal, 12 de octubre de 2015). Además, “en  primer lugar se inicia el 

proceso de reconocimiento público dentro de la institucionalidad del Estado (…) mejorar la 

visión y la práctica del Estado actual hacia los pueblos indígenas” (Participante 3, 

comunicación personal, 14 de agosto de 2015). 

Dentro de los avances que resaltan los entrevistados están: ha promovido conciencia en la 

ciudadanía especialmente a nivel de las instituciones públicas, ha permitido fortalecer el 

liderazgo de los pueblos indígenas del país y ha sido tomada en cuenta como referente para 

sentar jurisprudencia en fallos de las cortes nacionales. (Véase Tabla 7) 

Una mínima parte de los entrevistados, coincide en señalar que la Declaración no es 

vinculante en materia jurídica para los Estados miembros. Sin embargo, es un conjunto de 

sugerencias y recomendaciones para ser adoptadas dentro de la legislación y programas 

internos de cada país.  

Por lo que se puede decir que al no ser un instrumento vinculante, menos probabilidades 

tiene de generar legislación interna, pero su aplicación a través de una política pública, 
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como lo es la propuesta de Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, le 

aporta viabilidad a su cumplimiento toda vez que las instituciones de Estado planifican su 

actuar de manera estratégica y anualmente en función de sus políticas, donde se van 

generando cambios aunque sean paulatinos. 

Tabla 7 

Resultados pregunta: ¿Qué avances ha tenido la aplicación de la 

Declaración en Guatemala? 

No. Respuestas F % 

1 No se observa avances significativos……………... 11 50.00 

2 Ha promovido conciencia y reconocimiento de la 

heterogeneidad étnica……………………………... 4 18.18 

3 Ha facilitado la creación de institucionalidad 

indígena……………………………………………  2 9.09 

4 Empoderamiento de las organizaciones indígenas... 2 9.09 

5 No es vinculante, pero ha generado jurisprudencia.. 3 13.64 

 

Total de respuestas 22 100% 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a entrevistas focalizadas en la 

investigación de campo. 
 

 

 

3.5.4 El Estado plural como promotor de la Interculturalidad. En opinión de 

los entrevistados, un porcentaje mayoritario como se muestra en la Tabla 8, coincide en 

decir que un Estado plural debe reflejar la diversidad cultural en todos los ámbitos. Es 

decir, en la educación, el idioma, la cultura, la política, la economía, el empleo, la 

espiritualidad, las costumbres y los derechos individuales y colectivos. En menor 

porcentaje, coinciden en señalar otras características tales como:  

➢ Un Estado plural gobierna para todos por igual, sin establecer preferencias por 

ninguna razón “que haya igualdad entre los habitantes en todos los niveles” 

(Participante 8, comunicación personal, 23 de septiembre de 2015).  
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➢ No favorece a las élites de ninguna clase, sino que expresa con legitimidad la 

voluntad de los pueblos que lo conforman, mediante una representación 

proporcional entre los mismos. Es decir: “Tener representación de todos los grupos 

étnicos, tener instituciones, funcionarios y estructura con carácter plurinacional” 

(Participante 7, comunicación personal, 16 de septiembre de 2015). Lo que 

implicaría eliminar la exclusión y discriminación por razones de cultura y origen 

étnico.  

➢ En las respuestas de esta pregunta se perciben tendencias hacia la autonomía y las 

nacionalidades indígenas como una reivindicación que incluye el derecho a la 

autodeterminación, el derecho indígena, su jurisdicción y territorialidad. En otras 

palabras: “División política y administrativa, representación proporcional de los 

pueblos indígenas en los niveles centrales de gobierno, autonomías regionales (…) 

exigibilidad de las culturas e idiomas indígenas como oficiales en dichas regiones 

autónomas” (Participante 5, comunicación personal, 15 de agosto de 2015).  

 

Tabla 8 

Resultados pregunta: ¿Qué características debe reunir un Estado 

plural para que sea promotor de la interculturalidad? 

No. Respuestas F % 

1 Debe reflejar la diversidad cultural en todos los 

ámbitos eliminando el racismo……………………. 10 41.67 

2 Reconoce constitucionalmente la multiculturalidad. 3 12.50 

3 Debe gobernar para todos con equidad……………. 3 12.50 

4 Generar políticas públicas incluyentes……………. 2 8.33 

5 Respeta la autodeterminación de los pueblos……... 2 8.33 

6 Debe tener carácter plurinacional con regiones 

autóctonas…………………………………………. 2 8.33 

7 Tener representación proporcional por pueblos…... 1 4.17 

8 Tener un presupuesto etiquetado………………….. 1 4.17 

 

Total de respuestas 24 100% 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a entrevistas focalizadas en la 

investigación de campo 
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3.5.5 Normativas vs. demandas de los pueblos indígenas. Las demandas de los 

pueblos indígenas son muchas y de igual manera las leyes que debieran reformarse o 

crearse, pero muy poca la voluntad política para promoverlas y aprobarlas.  Esto se deduce 

especialmente al interpretar las respuestas de los entrevistados, quienes enumeran una serie 

de normas que deben reformarse para atender las demandas de los pueblos indígenas como 

se muestra en la Tabla 9. Pero también por lo que indica el Participante 13, quien señala: 

“Debe tenerse presente que el proceso reformista es de largo aliento y fortalece el status 

quo del sistema en que vivimos” (Comunicación personal, 02 de octubre de 2015).  

 

Sumado a las normas que para los pueblos indígenas se consideran necesarias de modificar, 

existen otras que no se han regulado, donde sobresale: “Establecer el mecanismo legal para 

que el derecho de consulta sea vinculante” (Participante 1, comunicación personal, 30 de 

septiembre de 2015).  

 

Además, “algo que debe contemplarse en ley son los gobiernos mayas que a lo largo de 

nuestra historia han sido relegados a puramente algo folklórico” (Participante 9, 

comunicación personal, 15 de agosto de 2015).  

Por otro lado, como se ha observado en estas respuestas el punto fundamental es la reforma 

constitucional, que desde la suscripción de los Acuerdos de Paz, vienen reivindicando tanto 

los movimientos indígenas como los sectores populares del país. Esta reforma ha sido 

intentada varias veces desde 1996, durante la gestión del presidente Arzú se puso a consulta 

popular en 1999 una reforma de 51 artículos, 11 de ellos emanados de los Acuerdos de Paz 

relacionados con el AIDPI; sin embargo, debido a la falta de compromiso político de las 

élites, el resultado fue negativo.  

Desde entonces se han vuelto a plantear nuevas iniciativas de reforma constitucional, unos 

enfocados a la administración pública y otros como es el caso de la última iniciativa, al 

sector justicia. Esta iniciativa latente en el Congreso de la República, ha generado grandes 

controversias y posiciones encontradas hasta la radicalización. Fundamentalmente, la 

propuesta de reforma al artículo 203 sobre la función de la Corte Suprema de Justicia, 
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incluyendo la jurisdicción indígena ha generado grandes polémicas y campañas de 

desinformación de parte de las élites tradicionales. 

Asimismo, en el Congreso de la República permanecen diez iniciativas de ley sobre temas 

de pueblos indígenas tales como: desarrollo rural, lugares sagrados, jurisdicción indígena, 

generalización de la educación bilingüe intercultural y otras, que desde más de una década 

permanecen sin ser discutidas, mucho menos aprobadas. Esto es un indicador de la falta de 

voluntad de la clase política y de la élite económica del país.  

Sí un solo artículo de la reforma constitucional sobre una práctica que ya se viene 

desarrollando en las comunidades, generó tanta controversia, la promulgación de leyes 

específicas para pueblos indígenas traerá seguramente tempestades políticas.  

Sin embargo, en las respuestas de los entrevistados se percibió la necesidad de reformar 

todo el conjunto de normativas vigentes, partiendo desde la Constitución Política de la 

República (Véase Tabla 9). Para lo cual debe considerarse lo que indica el Participante 9: 

“Es necesario (…) se promuevan reformas a la Constitución de la República [donde] se 

haga una consulta verdadera y con participación verdadera de la población maya” 

(Comunicación personal, 15 de agosto de 2015). 

 De esa cuenta una conclusión muy importante de resaltar se obtiene cuando A. Pop afirma:  

Para garantizar el pleno respeto y ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas 

hay que reformar, en principio, la normativa constitucional… La mejor vía para ello 

es una Asamblea Nacional Constituyente, sin embargo, no en las actuales 

circunstancias, las cuales por sí mismas limitarían una representación plena de los 

pueblos indígenas en ese ejercicio. En ese sentido es requisito reformar previamente 

la ley electoral y de partidos políticos para garantizar una participación en igualdad 

de condiciones. (Comunicación personal, 06 de octubre de 2015) 
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Tabla 9 

Resultados pregunta: ¿Qué normativas deberían modificarse para 

incluir las demandas de los pueblos indígenas? 

No. Respuestas F % 

1 Reforma constitucional……………………………. 14 25.00 

2 Aprobación de leyes específicas para pueblos 

indígenas, regionalización, idiomas, consulta, 

jurisdicción, tejidos, lugares sagrados…………….. 11 19.64 

3 Ley de partidos políticos…………………………... 7 12.50 

4 Ley de servicio civil para promover la inclusión…. 4 7.14 

5 Ley de educación nacional………………………... 3 5.36 

6 Ley de minería…………………………………….. 2 3.57 

7 Otras relacionadas con el Organismo judicial, 

código civil, compras y contrataciones, código 

penal, etc…………………………………………... 10 17.86 

8 Leyes de desarrollo rural y consejos de desarrollo... 5 8.93 

 Total de respuestas 56 100% 

Nota. Fuente: Compilación propia en base a entrevistas focalizadas en la 

investigación de campo. 
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Capítulo IV Prospectiva analítica del tema.  Necesidad de la Política 

Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad para la 

implementación de la Declaración. 

 

4.1 Análisis crítico del transcurso del problema  

 

Después de más de dos años de haberse presentado la propuesta de la Política Nacional de 

Pueblos Indígenas e Interculturalidad al Gabinete de Gobierno integrado para el efecto, el 

proceso de su aprobación pareciera ser que ha quedado paralizado y relegado en la instancia 

del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural, ya que según el análisis de la 

información recabada no existen indicios que haya tenido significativos avances ni mucho 

menos que haya sido aprobada. Esto en parte puede ser fundamentado en que el 

compromiso del Gobierno del Presidente Otto Fernando Pérez Molina sobre la aprobación 

de la Política pasó a un segundo plano a partir del inicio de la crisis institucional que puso 

fin a su gobierno provocando un relevo en el Organismo Ejecutivo.  

Transcurrido año y medio del período presidencial de Jimmy Morales y Jafet Cabrera, la 

Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad y el Gabinete respectivo han sido 

puestos en el congelador, poniendo de manifiesto un total desinterés por abordar el tema y 

buscar avances en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas. Lo que es 

palpable dado que tampoco han surgido nuevas iniciativas a nivel del ejecutivo y en el 

Organismo Legislativo las iniciativas de ley sobre derechos indígenas siguen sin ningún 

avance, dentro de las cuales está: la propuesta sobre el desarrollo rural integral, la 

jurisdicción indígena, los lugares sagrados, la generalización de la educación bilingüe 

bicultural y otras. 

En la segunda mitad del segundo año de período presidencial en referencia, vuelve a 

desencadenarse una crisis política por nuevas denuncias del Ministerio Público y de la 

Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG). En este caso se señala 

al mismo Presidente Jimmy Morales y su familia. En la misma coyuntura los diputados 
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aprueban una reforma al Código Penal que favorece a personas sentenciadas por delitos de 

hasta 10 años de cárcel, así como desliga a los secretarios generales de los partidos políticos 

de responsabilidades en el financiamiento ilícito. La reacción de la sociedad civil generó 

manifestaciones masivas que obligaron al Congreso a dar marcha atrás en su pretensión. 

El elemento que constituyó el detonante para desestabilizar la institucionalidad fue la 

actitud asumida por el Presidente Jimmy Morales al declarar non grato al Comisionado de 

la CICIG, señor Iván Velásquez. Esto dio paso a la presentación de recursos legales que 

enfrentaron a las instituciones del sistema democrático como la Procuraduría de los 

Derechos Humanos, La Corte de Constitucionalidad, el Congreso de la República, el 

Organismo Ejecutivo, la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Supremo Electoral y otras.  

Por su parte los sectores de la sociedad civil se polarizaron en posiciones radicales desde 

quienes respaldaban al Comisionado de la CICIG hasta quienes pedían su inmediato retiro 

del país. Asimismo, mientras unos sectores aplaudían al Presidente del Ejecutivo, otros 

exigían su renuncia al cargo. La crisis pone de manifiesto la polarización de la sociedad 

guatemalteca y lo frágil de los procesos de diálogo y concertación, así como la influencia 

de la comunidad internacional, fundamentalmente de la embajada de los Estados Unidos. 

Es importante señalar que antes de caer en esta crisis política e institucional, en el Congreso 

de la República se había iniciado la lectura de la propuesta de reforma electoral en el sector 

justicia. En dicha propuesta se contempla la reforma al artículo 203 referente al Organismo 

Judicial, donde se incluye el reconocimiento de las funciones jurisdiccionales de las 

autoridades de los pueblos indígenas en las comunidades donde habitan. La discusión de 

esta modificación puso en relieve los niveles de racismo e intolerancia que aún persisten en 

varios sectores de la sociedad, a favor y en contra de la reforma.  

No obstante, que dicha reforma debería ser refrendada por la ciudadanía en una consulta 

popular, la misma no pudo ser aprobada y su discusión final se postergó para un futuro 

incierto que demuestra una vez más la falta de voluntad y de certeza en la gestión 

legislativa en materia de derechos de los pueblos indígenas. Lo anterior se fundamenta en el 

hecho de que esta propuesta de reforma viene a sumarse a otras 10 iniciativas de ley 
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relativas a pueblos indígenas que existen en el Congreso pendientes de aprobación de las 

cuales no se percibe una agenda para su seguimiento. 

En este escenario de confrontación y de crisis, los temas prioritarios se canalizan desde los 

intereses políticos muy ligados a los económicos, enfocándose hacia temas que den alguna 

respuesta a dicha crisis, tales como: gobernanza, lucha contra la corrupción, reforma a la 

ley electoral y de partidos políticos y otros. Por lo anterior, los temas de interés de los 

pueblos indígenas son postergados o ignorados por la clase política, se puede decir que esto 

obedece a que no empatan con su agenda, misma que está enfocada a responder a los 

intereses de la elite económica que necesita un clima de inversión estable alejado de la 

ingobernabilidad.  

Un claro ejemplo se ve con el tema de las consultas a pueblos indígenas, especialmente en 

materia de proyectos hidroeléctricos y mineros, en el que los intereses económicos se ven 

afectados por los derechos de estos pueblos, donde la clase política hace caso omiso a estos 

últimos a pesar que una resolución de la Corte de Constitucionalidad relacionada con el 

caso de la hidroeléctrica Oxec I y II, establece que es obligación del Congreso de la 

República aprobar una ley que en términos generales pueda desarrollar los procedimientos 

para realizar la consulta a pueblos indígenas en observancia del Convenio 169 de la OIT. 

Con base a esta resolución, el Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Trabajo el cual es 

dirigido en este período presidencial por una profesional indígena, con participación del 

Gabinete de Pueblos Indígenas y apoyo de la comunidad internacional hace una 

convocatoria a todos los sectores de la sociedad civil del país para discutir una Guía 

Operativa para la Implementación de la Consulta a Pueblos Indígenas. El propósito de la 

guía es recopilar insumos para ponerlos a disposición de los diputados para que tengan 

suficientes elementos de juicio a la hora de decretar una ley que regule la consulta.  

Sin embargo, la iniciativa surge en un escenario desfavorable. En primera instancia, porque 

los diputados tienen otras prioridades en las que deben concentrarse, tales como las 

reformas constitucionales y electorales, la articulación de negociaciones, las 

investigaciones por parte del sistema de justicia en la que se ven involucrados 
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parlamentarios y la lucha por ganarse la credibilidad ciudadana para su sobrevivencia 

política, ante el rechazo multisectorial del que son objeto por parte de la ciudadanía.  

En segunda instancia, se suma la división en que se encuentran los líderes indígenas en 

medio de la crisis política. Dicha división es palpable en las opiniones encontradas que 

surgen respecto a la Guía Operativa de Consulta. Ya que por un lado, está la posición del 

Ministerio de Trabajo señalando dentro de la misma Guía, que para su realización se 

llevaron a cabo diálogos en distintas regiones del país asegurando la participación de los 

pueblos indígenas en su formulación (Gobierno de la República de Guatemala, 2017).  

Por otro lado, hay instancias de sociedad civil como la Asamblea Social y Popular y la 

organización Waqib’Kej que critican severamente la iniciativa de gobierno, bajo el 

argumento que la Guía quiere imponer un mecanismo estándar de consulta con una sola 

visión de desarrollo, violando así el derecho a la libre determinación de los pueblos y el 

derecho de realizar consultas según sus propias prácticas e instituciones (Ejecutivo presentó 

Guía Operativa para la Consulta de los Pueblos Indígenas, 2017).  

Tal y como lo indica el ex Relator Especial de las Naciones Unidas para los Pueblos 

Indígenas, James Anaya “lo importante es que estas sean fruto de un proceso propio e 

interno de los pueblos indígenas” (2017, párr. 4). Por tal razón, se puede percibir que dicha 

iniciativa no parece ser un esfuerzo de Estado sino de gobierno específicamente de carácter 

ministerial, donde el Ministerio de Trabajo carece de consensos con algunos sectores de 

sociedad civil.  

Es obvio que una iniciativa relacionada con la consulta a pueblos indígenas debería ser una 

prioridad del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad. No obstante, según lo antes 

mencionado no se observa una estrategia gubernamental incluyente, menos de Estado para 

atender este tema que genera incertidumbre tanto para las comunidades como para las 

empresas que invierten sus capitales en los proyectos hidroeléctricos y mineros. 

En otro orden de ideas, como consecuencia de esta crisis política que genera inestabilidad y 

trae como secuela una disminución en la inversión privada, que incide en la generación de 
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empleo y en las oportunidades de crédito en el país, los sectores tanto civiles como 

gubernamentales sugieren, proponen y convocan a espacios de diálogo nacional para que 

mediante un esfuerzo de concertación se logre una agenda de país que establezca las 

prioridades que devuelvan la confianza y la gobernanza plena al país que trae consigo el 

desarrollo y el bienestar. 

En este contexto, la confrontación entre los sectores y las instituciones toma relieves 

trascendentales, que hace necesario encontrar válvulas de escape para no caer en una 

ingobernanza que pueda radicalizar más las posiciones. Cuando la clase política está 

altamente cuestionada, la corrupción involucra tanto a funcionarios, como a empresarios y 

políticos, corresponde hacer un análisis prospectivo que contribuya a prever los posibles 

escenarios futuros y prepararse para orientarlos hacia el bienestar y la armonía social de 

toda la ciudadanía, incluidos los pueblos indígenas.  

 

4.2 Escenario “A” (positivo), la Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad y el Gabinete Indígena vuelven a ser temas de actualidad en el 

marco del diálogo nacional 

 

4.2.1 Mediano Plazo.  El Gabinete de Pueblos Indígenas e interculturalidad se 

reactivan en el marco de un reacomodo de las políticas gubernamentales y de un diálogo 

nacional que establece prioridades de una agenda de país, dentro de las cuales se promueve 

retomar en forma global los temas de los pueblos indígenas. 

 

El Presidente de la República quien ha hecho un llamado al diálogo para resolver la 

conflictividad política y social, vería en la Política Nacional de Pueblos Indígenas una 

oportunidad para distensionar el ambiente político, tomando en consideración que estos 

pueblos constituyen un actor beligerante en el país.  Un acercamiento al liderazgo indígena 

vendría a constituir una oportunidad para modificar el mapa de actores sociales a favor del 

poder ejecutivo, que en alianza con otros sectores como las iglesias evangélicas y el sector 



 120 

empresarial, podrían darle solidez a su gestión y alejar la posibilidad de que crezca la 

demanda de una renuncia del cargo. 

 

Esta reactivación tendría asidero en las resoluciones de la Corte de Constitucionalidad y de 

la Corte Suprema de Justicia que han establecido jurisprudencia sobre la obligatoriedad de 

realizar las consultas previas e informadas y de buena voluntad en las comunidades 

indígenas donde existe interés de instalar proyectos de mediana y gran magnitud y en 

aquellos proyectos donde se empezó la operación sin contar con dicho requisito, como es el 

caso de la minera San Rafael en Santa Rosa. Las cortes han señalado la carencia de una 

reglamentación que haga viable la aplicación del Convenio 169 con relación a esta 

consulta, en forma democrática y pacífica, tal como lo expresa el espíritu de la norma, por 

lo que han resuelto que el Congreso de la República legisle en tal sentido. 

 

La reactivación del proyecto de una Política Nacional de Pueblos Indígenas y del Gabinete, 

le permitiría al gobierno hacer efectivo su compromiso con los líderes de los pueblos 

indígenas, para avanzar en el compromiso que los gobiernos han asumido en los diferentes 

temas reclamados por los pueblos indígenas. Aprobar una Política Nacional de Pueblos 

Indígenas constituiría un hito en la historia del país, que permitiría al Presidente Morales 

dejar un legado a la nación y eliminar cualquier señalamiento de comportamiento racista o 

discriminatorio hacia este gran sector de población. 

 

Por otro lado, el Gabinete de Gobierno de Pueblos Indígenas tendría la oportunidad de 

recibir apoyo político y financiero de los Organismos gubernamentales y no 

gubernamentales Internacionales en cuya agenda figura como prioridad los pueblos 

indígenas. También significa una oportunidad para atender a una población tan afectada por 

la pobreza, desnutrición, analfabetismo que forman parte de sus promesas de Gobierno y 

que además son obligaciones inherentes al cargo.  La institucionalidad del Estado tendría en 

la Política, una respuesta a la necesidad latente de reorientar la administración pública hacia 

la realidad social guatemalteca caracterizada por la diversidad cultural y lingüística.  Pero, 

por otro lado, se provocaría el surgimiento de diversas controversias al interior de las 
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instituciones estatales, con relación a temas como la carencia de recursos presupuestarios, 

la readecuación de los planes operativos, la falta de personal específico.  En otros casos, se 

podrá argumentar que las nuevas tareas, en alguna medida ya se vienen ejecutando en las 

diferentes dependencias.  

 

En ese marco del llamado al diálogo por parte del Gobierno, el Gabinete Indígena toma 

protagonismo y con el apoyo de otros actores indígenas ponen sobre la mesa ejes temáticos 

prioritarios que atañen a pueblos indígenas tales como: La consulta previa cuando se 

establezcan proyectos ajenos a la comunidad, la mayor y mejor participación indígena en 

los procesos electorales, el mejoramiento de la educación bilingüe bicultural, el desarrollo 

de los idiomas indígenas y otros más que están latentes pero que por falta de voluntad 

política no se promueven. La Política Nacional se viene a constituir en el paraguas dentro 

del cual se promueven iniciativas que hasta ahora se presentan en forma aislada. 

 

Existe la posibilidad que las instituciones de cooperación internacional radicados en el País, 

respalden el actuar del Gabinete de Pueblos Indígenas y la aprobación de la Política, 

ofreciendo recursos para complementar el financiamiento de un plan de acción que la 

operativice.  Además, con la Política aprobada pasaría a ser un instrumento que facilite el 

seguimiento nacional en la aplicación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas, especialmente aquellos derechos enunciados en el 

marco de la participación y consulta. 

 

Por parte de la sociedad civil y opinión pública, la reactivación del Gabinete y de la 

Política, pondría de nuevo en los medios de información el debate de una Guatemala 

multiétnica, unos manifestando su escepticismo y otros adversando la política por diversas 

razones de forma, fondo y temporalidad.  Pero los pronunciamientos vendrían de todos los 

sectores, principiando por las organizaciones y líderes indígenas a quienes se sumarían 

organizaciones de la sociedad civil, movimientos sociales, centros de pensamiento, partidos 

políticos, grupos de presión, cada quien desde su óptica y tendencia ideológica y política.  

Sin embargo, la aprobación de la política y su efectiva aplicación permitiría alcanzar lo que 
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muchos sectores de sociedad civil propugnan, especialmente el indígena, que es la 

reestructuración del Estado hacia uno incluyente y participativo que estaría más 

encaminado al establecimiento de un Estado Plural.   

 

Para este escenario, implicaría un conjunto de variables que deben ser reflexionadas para la 

viabilidad de la Política. Entre ellas están las variables financieras que determinarían el 

presupuesto para la implementación de la Política a nivel general y en particular a nivel de 

cada ministerio.  Las variables de organización y estrategia que orientarían la elaboración, 

consulta y aprobación de un plan de acción, en el cual se asignen las responsabilidades para 

cada dependencia ejecutora, su alcance, temporalidad, costos y fuentes de financiamiento 

de los programas, proyectos y actividades que se deriven. También, están las variables de 

impacto/beneficio que ayudarían a medir el impacto y beneficio para la población indígena, 

transcurridos los primeros años de implementación de la política.   

 

Por último, las variables de riesgo permitirían medir si aún aprobada la Política y el Plan de 

Acción, transcurrido un período prudencial de tiempo, la situación seguirá igual que 

siempre, sin que su impacto se refleja en los indicadores de educación, salud, entre otros, 

básicos para medir el desarrollo de los pueblos indígenas. Ante lo cual, la argumentación 

sería que la política es un instrumento más que no trasciende en la gestión pública que poco 

o nada ha contribuido a la transformación del paradigma de exclusión y discriminación del 

Estado, el cual ha sido monocultural, excluyente e inequitativo.   

  

Por otro lado, aun aprobada la política se tienen varios desafíos para su implementación, ya 

que deberá lograr que su aplicación sea sensible en temas sustantivos, que permitan ver en 

forma tangible el inicio de un proceso de cambio, que se perciba a nivel de las 

comunidades, en la relación cotidiana de las dependencias del ejecutivo con la población 

indígena.  Deberá percibirse como un cambio de imagen, un cambio de estrategia o como 

un cambio de vocación. Que los usuarios de los servicios de salud, educación, 

infraestructura puedan observar un cambio de actitud hacia sus necesidades y demandas. 
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Un cambio inicial en este sentido podría reducir la conflictividad en las comunidades 

indígenas y en el país en general. 

 

Su sostenibilidad se garantiza en el liderazgo indígena y social, siempre y cuando estos se 

apropien de ella y la conviertan en un instrumento para la incidencia, dándole el 

seguimiento y respaldo necesario a efecto de que los funcionarios sientan la presión social 

para comprometerse con la política enfocando sus acciones conforme a los lineamientos y 

ejes estratégicos según su naturaleza, capacidad y recursos. 

 

  

4.2.2 Largo Plazo. Aprobada una Política de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad se avanza en la ruta hacia la construcción de un Estado plural, y la 

promoción de una sociedad intercultural en el que se observe una transformación de las 

dependencias públicas que asumen una práctica de interculturalidad, así como se tendrán 

avances en legislación específica para pueblos indígenas en el marco de una identidad 

nacional guatemalteca. 

 

Las tendencias radicales de autodeterminación de los pueblos interpretadas como 

segregación territorial, pierden fuerza ante el interés del Estado en adoptar una actitud 

incluyente de todas las culturas existentes en el país. Debe considerarse que en la actualidad 

en medio de la globalización han surgido tendencias que basadas en la diversidad cultural, 

han adoptado posiciones radicales que inspiran la separación e independencia de las 

regiones basadas en su cultura, tal es el caso de posiciones independentistas en los Estados 

europeos como España, Italia e Inglaterra. Estas posiciones en muchas oportunidades son el 

resultado de mecanismos de exclusión social y política. De este modo, abrir los espacios a 

los pueblos que demandan participación, es una medida positiva para encontrar canales de 

comunicación que favorezcan la armonía y la unidad nacional. 

 

Una Política Nacional aprobada e implementada con un plan de acción realista implicará un 

proceso de largo plazo para consolidar los cambios necesarios para construir el Estado 
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plural. El plazo depende en un primer momento de la voluntad política de los actores que 

toman decisiones, tanto a nivel ejecutivo, como legislativo y judicial, también depende de 

la disponibilidad de recursos para implementar acciones prioritarias que sean enfocadas a 

las áreas más vulnerables y abandonadas, la sensibilidad de los funcionarios y servidores 

públicos para readecuar sus prioridades institucionales que permitan cerrar las brechas de 

desigualdad existentes. Debe tomarse en cuenta que los estereotipos racistas y las conductas 

discriminadoras en contra de los pueblos indígenas fueron construyéndose a lo largo de 

siglos desde la colonización y durante la mayor parte de la vida independiente. 

 

En el largo plazo lo determinante será desarrollar procesos de transformación como los 

siguientes: 

➢ Las reformas de tipo jurídico-institucional que configure la transición hacia un el 

Estado plural e incluyente. Esto implica reformas futuras a la Constitución Política 

de la República y leyes fundamentales, como la ley electoral y de partidos políticos, 

así como la promulgación de leyes que resuelvan los temas sustantivos de las 

comunidades indígenas relacionadas con la tenencia de la tierra, acceso a la tierra, 

educación bilingüe de buena calidad, la ley de desarrollo rural integral, para citar 

algunos temas sustantivos.  

 

➢ El Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, asume su papel de rector al 

más alto nivel de los temas de Pueblos Indígenas y coordina el esfuerzo de las 

dependencias públicas para aplicar su plan de acción. Esto significará el 

fortalecimiento de las instituciones indígenas del Estado denominadas ventanillas 

indígenas, para que las mismas tengan un papel protagónico en la construcción del 

Estado plural, y tengan un canal de comunicación tanto con las comunidades 

indígenas como con el poder ejecutivo al más alto nivel. 

 

➢ El impulso de programas de promoción de la interculturalidad dirigido a toda la 

sociedad para sensibilizar en el tema, en todos los ámbitos de la vida nacional, en 

educación, salud, justicia, trabajo, desarrollo y otros más, reconociendo que un 
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Estado plural  y una sociedad intercultural no divide al país, por el contrario, lo 

orienta hacia un mismo rumbo reconociendo las diferencias culturales. 

 

➢ La aplicación de la consulta previa a los pueblos indígenas como un eje transversal 

en los tres poderes del Estado: Ejecutivo, Legislativo y Judicial y entidad 

autónomas y descentralizadas del Estado, dentro del contexto de las funciones de 

cada institución. Las consultas transparentes, de buena voluntad, con suficiente 

información y con beneficios para los comunitarios, en lugar de ser un obstáculo 

para el desarrollo puede convertirse en oportunidades para que las comunidades 

disminuyan sus niveles de pobreza y pobreza extrema y se abran paso a un mejor 

nivel de vida.  

 

Lo anterior va muy de la mano con otros compromisos internacionales aceptados por el 

Estado de Guatemala, como los de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, donde se 

establecen los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para poner fin a la pobreza, 

luchar contra la desigualdad y la injusticia y hacer frente al cambio climático. 

 

En este escenario ideal de carácter positivo, sería compatible con los enunciados del Plan 

Nacional de Desarrollo, K’atun 2032 “Nuestra Guatemala 2032” que constituye el plan de 

largo plazo del Organismo Ejecutivo y que incorpora los ejes de derechos humanos, 

equidad, observancia de la demografía, la gestión de riesgo y el concepto de resiliencia. 

Este plan pretende que en 2032 Guatemala pueda alcanzar las metas de desarrollo que 

permitan que la población indígena viva en condiciones dignas y con igualdad de 

oportunidades para aprovechar al máximo sus potencialidades, Asimismo, que la diversidad 

cultural sea considerada por la ciudadanía como fuente de riqueza y motor del desarrollo. 

 

La Política Nacional de Pueblos Indígenas, vendría a formar parte de las políticas 

nacionales de largo plazo que buscan el desarrollo del país, tales como la Política Nacional 

de Derechos Humanos (2005), la Política Pública para la convivencia y la eliminación del 

Racismo y la Discriminación racial (2014), la Política Nacional de Descentralización del 
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Organismo Ejecutivo (2005), La Política de Desarrollo Rural Integral (2009), la Política de 

Desarrollo social y Población (2002), y otras más. 

 

 

4.3 Escenarios “B” (negativo), La Política Nacional de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad, pierden total interés y dejan de ser una prioridad para el 

gobierno y el liderazgo indígena 

 

4.3.1 Mediano Plazo.  En el marco de la convocatoria al diálogo nacional, el 

Gabinete transfiere sus responsabilidades al Ministerio de Trabajo y Previsión Social que 

adopta la estrategia de trabajar temas aislados relacionados con los pueblos indígenas, su 

principal prioridad la constituye la reglamentación de la consulta comunitaria.  

 

Cualesquiera que sean las causas que lleve a este catastrófico escenario, vendría a echar por 

la borda el esfuerzo del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, de la Secretaría 

Ejecutiva del mismo Gabinete, de los líderes representativos de las comunidades 

lingüísticas consultadas y de la cooperación internacional, que ha apoyado el proceso de 

construcción, consulta y validación del documento propuesta. Se confirmaría uno de los 

disensos establecidos durante la consulta, acerca del momento político de su construcción y 

aprobación que puede llevar inclusive a que el Gabinete de Pueblos Indígenas e 

Interculturalidad desaparezca, cerrándose un espacio más por inoperatividad ante la falta de 

voluntad política de los gobernantes para su efectivo funcionamiento.    

 

El rechazo a la aprobación de la propuesta de Política y el cierre del Gabinete Indígena, 

puede ser tomado por el movimiento indígena y otras organizaciones de sociedad civil, 

como un rechazo al reconocimiento de los pueblos indígenas y a la aplicabilidad de sus 

derechos, especialmente aquellos reconocidos en los instrumentos internacionales 

aprobados por el Estado de Guatemala.  Esto puede generar que los conflictos sociales en 

las comunidades indígenas se fortalezcan causando una crisis de ingobernabilidad y 

violencia social. 
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Para la comunidad internacional, este escenario implicaría un retroceso en el avance de la 

aplicación de compromisos internacionales sobre la materia de derechos de los pueblos 

indígenas.  Especialmente, con la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas, cuyo contenido se ha visto que queda plasmado en el contenido de la 

política propuesta.  Con lo cual puede haber serias consecuencias para el país en sus 

relaciones principalmente con los cooperantes y los organismos internacionales como las 

Naciones Unidas y sus Organismos Técnicos. 

 

En ese entendido, el desafío para los pueblos indígenas y organizaciones sociales será 

lograr que un nuevo gobierno se interese en la aprobación de la Política y se comprometa 

en seguir con la ruta de las acciones que fortalezcan los mecanismos de interculturalidad 

entre los habitantes de la República de Guatemala.  

 

Para ello, puede ser bien aprovechada la coyuntura que atraviesan las reformas 

constitucionales, considerando que dichas reformas se vislumbran como un tema que dista 

de ser de corto plazo. Por el contrario, se denota que su discusión tomará su tiempo en la 

agenda política nacional. En ese contexto, la propuesta de Política Nacional de Pueblos 

Indígenas e Interculturalidad puede ser una herramienta utilizada para posteriores luchas, 

como lo sería en una posible reforma constitucional mediante asamblea constituyente. Sin 

duda alguna, los ejes de la propuesta de Política tendrían impacto en la coyuntura de una 

reforma constitucional. 

 

El riesgo es que no haya capacidad del liderazgo indígena y de los funcionarios de la 

institucionalidad indígena del Estado, para mantener vivo el interés por la aprobación de la 

política y del Gabinete Indígena que en un panorama positivo puede ser utilizado como un 

canal de comunicación y demanda de los pueblos indígenas. En este caso podría ser un 

episodio más de frustración para la población y un retroceso en el anhelo de cambiar las 

relaciones de inequidad y discriminación en el país, que quedan lejos de promocionar la 

construcción de un Estado Plural. 
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4.3.2 Largo Plazo.  La estrategia de atender los temas indígenas de forma 

mediática y aislada transfieren el tema a la próxima campaña electoral, en la cual los 

partidos políticos tradicionales vuelven a utilizar a los pueblos indígenas como un medio 

útil para lograr sus aspiraciones. 

 

En este escenario, el gobierno, que en el mediano plazo mantiene en el congelador la 

propuesta de Política Nacional de Pueblos Indígenas, abandona totalmente el tema al entrar 

a la coyuntura de las elecciones generales y plantea como prioridades cerrar sus programas 

sin riesgos de futuras sanciones legales, pero abandona todo intento por dejar un legado 

histórico a la población indígena. Los líderes indígenas se enfocan en las propuestas de los 

partidos políticos para identificar si tienen elementos que incluyan avances para las 

reivindicaciones indígenas, especialmente relacionadas con la participación política. 

 

Muchos grupos comunitarios indígenas se relacionan con los líderes políticos locales que 

ofrecen soluciones superficiales a las necesidades de desarrollo, de esta manera, los 

candidatos a alcaldes especialmente en los municipios con población mayoritaria indígena, 

basan sus ofertas electorales en obras de infraestructura que son paliativos a las necesidades 

de los comunitarios, proyectos de construcción de salones comunales, arreglo de caminos, 

proyectos de introducción de agua potable, que desde luego que son importantes pero que 

no son determinantes para impulsar el desarrollo sostenible.  

 

La alianza que es común entre candidatos a la alcaldía y los candidatos al Congreso de la 

República y Presidencia se aprovecha de las necesidades de infraestructura de las 

comunidades para lograr votos. El precario nivel de escolaridad en muchas comunidades 

permite que el voto no sea reflexivo y sobre elementos de mayor alcance, simplemente se 

queda en ofrecimientos de infraestructura y de ser incluidos en los programas sociales de 

ayuda a la población pobre. El mismo candidato a alcalde puede ser una persona de una 
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comunidad indígena pero sin una estrategia de desarrollo sostenible, sino simplemente de 

obras mediáticas que le permitan mantenerse en el cargo por varios períodos. 

 

Este escenario es recurrente cada cuatro años en la vida democrática del país. Concluye un 

gobierno sin mayores avances en el desarrollo integral de los pueblos y surge un nuevo 

proceso en el cual el énfasis está en lo mediático y en la infraestructura, pero no en un plan 

estratégico que abra oportunidades de desarrollo de las poblaciones excluidas. Los mismos 

líderes comunitarios se acomodan a esta situación y en el mejor de los casos garantizan 

únicamente la participación de candidatos indígenas que responden en gran medida a la 

dinámica del partido postulante, pero no de la ciudadanía local. 

 

Este escenario es propicio para que la confrontación y conflictividad social en las 

comunidades indígenas se exacerben. Se dan condiciones para que los radicalismos afloren 

y en algunas comunidades se caiga a la ingobernabilidad. Esto hará dificultoso los planes 

de desarrollo sostenible, la conflictividad trae consigo el riesgo de la fuga de capitales y 

como consecuencia directa la pérdida de empleos y el consecuente aumento de la pobreza 

con los problemas de desnutrición, analfabetismo y otros que mantienen a la sociedad 

guatemalteca con grandes asimetrías en el desarrollo socioeconómico. 

 

Por otro lado, el Estado tiene serios señalamientos por no cumplir con los compromisos 

aceptados y aprobados en la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas y otros instrumentos, sobre todo en el tema de consulta previa y mejorar 

la calidad de vida de los pueblos indígenas del país.  Por lo que las instancias 

internacionales pueden inclusive levantar sanciones sobre el Estado. 
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Reflexiones finales 

 

Posterior a la investigación realizada sobre los “Derechos de los pueblos indígenas y Estado 

plural en el contexto de la Declaración de las Naciones Unidas: Necesidad de una política 

pública para su implementación”, se tienen las siguientes reflexiones finales al respecto:  

1. Tratar los temas de pueblos indígenas en forma holística permite una visión 

estratégica y sostenible, y en tal sentido la Política de Pueblos Indígenas e 

interculturalidad  viene a ser una guía que orienta las acciones de las dependencias 

del Gobierno para avanzar en todos los ámbitos en la consolidación de un Estado 

plural. 

2. La Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad una vez aprobada, 

debe constituirse en un instrumento orientador que coadyuve a la implementación 

de la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas y 

otros instrumentos internacionales relacionados con pueblos indígenas. 

3. La aprobación de una Política Nacional de Pueblos Indígenas vendría a incidir en la 

programación del presupuesto nacional para disminuir las brechas de desarrollo y 

avanzar en la construcción de un Estado plural. 

4. La aplicación de la Política de Pueblos Indígenas traerá como consecuencia la 

disminución de la tendencia a la confrontación y la destrucción de infraestructura 

privada en comunidades indígenas.  

5. La Política Nacional vendría a facilitar el camino al diálogo entre los sectores en 

temas indígena para consensuar una hoja de ruta donde se establezcan las 

prioridades nacionales. 
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Conclusiones 

 

A manera de conclusiones se manifiestan las siguientes, las cuales están intrínsecamente 

relacionadas con las preguntas generadoras y que dan alcance a los objetivos planteados en 

la presente investigación.  

Sobre el objetivo general: 

1. Se establece que el Estado de Guatemala ha planteado iniciativas para facilitar el 

logro de los fines de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas, donde destacan la creación del Gabinete Indígena y la propuesta 

de Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad formulada en 2014. 

No obstante, dichos esfuerzos solo han quedado en buenas intenciones, ya que no se 

han concretizado en acciones vinculantes; marcando la brecha de implementación 

entre el derecho de los pueblos indígenas internacionalmente aprobado y lo 

operacionalizado a lo interno del Estado. 

2. En tal sentido, es evidente que en Guatemala se está viviendo un retroceso de forma 

acelerada respecto a los avances que en materia de derechos de los pueblos 

indígenas se había tenido en la década anterior. Simplemente, no se ve reflejado 

ninguna evolución trascendental y funcional en la institucionalidad indígena y en el 

orden jurídico del Estado.  

 

Respecto a los objetivos específicos: 

1. Se determinó que la propuesta de Política reúne los elementos necesarios para una 

adecuada aplicación de la Declaración, en función de dos aspectos: El primero de 

carácter general, refiere que el objetivo de la Política es “orientar la transformación 

de visión del Estado, eliminando la práctica monocultural y excluyente”; dicho 

objetivo es una respuesta formal a la Declaración donde se exhorta a los Estados 

miembros a implementar los derechos indígenas en sus legislaciones, planes y 

programas. El segundo aspecto es específico y se refiere a la correspondencia entre 
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los principales ejes temáticos de la Política con los derechos enunciados en la 

Declaración. El análisis comparativo del contenido concluyó en que 8 de los 11 ejes 

temáticos de la Política son congruentes con la Declaración; y, el 73% de los 

artículos sustantivos de la Declaración están mencionados en los ejes y líneas de 

acción de la política. Lo que hace necesaria su aprobación y vigencia. Con lo 

anterior se evidencia que la Política constituye un mecanismo ideal para orientar 

sobre el cumplimiento de la Declaración.  

 

2. En función del contenido de la Política, se evidenció que los ejes temáticos y líneas 

estratégicas tienen la coherencia con las necesidades de la población indígena, 

porque desarrollan la implementación y aplicación de los derechos altamente 

demandados por estos pueblos para el alcance de su desarrollo en todos los ámbitos 

de su vida individual y colectiva; tales como, la educación bilingüe, la participación 

democrática, acceso a la tierra, normatividad jurídica ancestral, entre otros; 

derechos a los cuales no han tenido acceso o bien ha sido limitado, a la vez que han 

sufrido de discriminación y racismo, trayendo como consecuencia su subdesarrollo. 

Siendo esto último, lo que le da factibilidad y pertinencia a dicha política, siempre y 

cuando se cuenten con los recursos para su efectiva implementación. 

 

3. Sobre el segundo objetivo específico, la investigación documental y las entrevistas 

focalizadas permitieron examinar y concluir que la Política cuenta con el respaldo y 

legitimidad de los pueblos interesados, ya que en el proceso realizado para la 

construcción de la propuesta hubo participación representativa de las veinticinco 

comunidades lingüísticas del país. En la consulta fueron convocados un total de 840 

líderes indígenas comunitarios y de organizaciones de base, por intermediación de 

sus instituciones propias responsables de la calificación de la participación. 

Asimismo, se desarrolló una segunda ronda para validar los aportes de los 

participantes conforme a los criterios de pertinencia, frecuencia y compatibilidad 

con el sistema político y jurídico del país. Lo anterior constituye una evidencia de 
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una legítima participación de los sujetos del derecho indígena en la construcción de 

la propuesta. 

 

4. Se concluye que la incidencia del Gabinete Indígena tanto en los últimos dos años 

de gobierno de Otto Fernando Pérez Molina, durante el gobierno de transición de 

Maldonado Aguirre y lo que va del presidente Jimmy Morales puede calificarse de 

intrascendente, ya que la investigación documental y las respuestas de los 

entrevistados, demostraron que siendo una buena iniciativa para avanzar en la 

vigencia de los derechos de los pueblos indígenas en el marco de la Declaración, la 

falta de compromiso político de los gobiernos referidos, la han convertido en una 

instancia inoperante, porque de ser coordinado al más alto nivel por el Presidente de 

la República, bajó a ser una instancia de coordinación adscrita al Ministerio de 

Trabajo con lo que se desvirtuó su función y se fortalece la tendencia hacia su 

extinción.  

 

5. Concerniente al último objetivo, la presente investigación determinó que tanto el 

Gabinete como la Política, constituyen mecanismos suficientes para construir el 

Estado Plural y promover una sociedad intercultural. Ello se sustenta en que ambas 

iniciativas constituyen herramientas bien construidas que están enmarcadas en los 

derechos de los pueblos indígenas y que buscan combatir la exclusión, racismo y 

discriminación. La reactivación del Gabinete y la aprobación de la Política tendrían 

un efecto transformador en el Estado y la sociedad guatemalteca, en función del 

desarrollo con pertinencia cultural en todos sus ámbitos.  
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Recomendaciones 

 

1. El Gobierno de la República debe valorar la propuesta de Política Nacional de 

Pueblos Indígenas e Interculturalidad, tomando en cuenta que dicho instrumento fue 

construido siguiendo los pasos técnicos administrativos correspondientes, pasó su 

proceso de consulta y validación que le da respaldo social y es un instrumento que 

tendrá incidencia en el cumplimiento de la Declaración de Naciones Unidas sobre 

Pueblos Indígenas. 

2. Es necesario que el Gobierno como rector de las políticas públicas, retome la 

vigencia del Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad y apruebe la Política 

Nacional para impulsar un proceso de transformación del Estado sobre la base de la 

interculturalidad y la unidad nacional. 

3. Debe cambiar la visión parcial y reactiva del gobierno sobre los temas indígenas. 

Una política nacional al respecto debe ser adoptada para impulsar acciones 

integrales que orienten las acciones de las dependencias públicas hacia un Estado 

plural y promuevan una sociedad intercultural. 

4. El Gobierno debe hacer esfuerzos por desmantelar los prejuicios monoculturales y 

supremacistas en la sociedad guatemalteca mediante acciones que promuevan la 

interculturalidad desde los más altos niveles del Estado. 

5. La Escuela de Ciencias Políticas de la Universidad de San Carlos y las de otras 

universidades privadas, deben establecer líneas de investigación sobre las políticas 

públicas que promueven la interculturalidad y la inclusión social. 

6. Los líderes y académicos de los pueblos indígenas deben buscar nuevas estrategias 

de incidencia política para volver a posicionar el tema de la política nacional de 

pueblos indígenas por ser compatible con el derecho internacional correspondiente. 
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